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Elector.com, el  
antes y el después

• Editorial •

Este número 11 de la revista Elec-
tor.com establecerá un antes y 
un después en las actividades de 
difusión y comunicación del Insti-
tuto Electoral de Michoacán den-
tro de nuestros nuevos proyectos 

editoriales a aperturar en este 2022.
Marca la pauta de un “antes” porque a partir de 

este momento la revista Elector.com se convertirá 
únicamente en un medio de difusión institucional de 
cada una de las actividades, programas y eventos a 
realizar en este año. Este número será el último en que 
se publiquen artículos, ensayos o contenidos acadé-
micos de quienes a lo largo de 5 años han hecho de 
este espacio una promoción de los derechos políticos-
electorales, del debate de los sistemas democráticos, 
del análisis de la materia electoral y de aportaciones 
de especialistas que han desmenuzado con otra visión 
cada uno de los temas que componen el actual siste-
ma electoral de Michoacán y de nuestro país. 

Queremos resaltar que en este número 11 se tuvo 
un récord inédito en la historia de artículo, ensayos o 
trabajos recibidos con un total de 20 textos que se en-
cuentran publicados dentro de la revista Elector.com, 
nunca antes se había logrado esta meta. 

A lo anterior, queremos adelantar que relanzamos 
la revista Ombuds Electoral, la cual será el medio de 
difusión de la investigación científica de nuestra mate-
ria, de debate permanente en temas que componen el 
derecho electoral y de publicación de los trabajos que 
envíe la sociedad civil para encontrar una solución a los 
problemas o pendientes dentro de la vida democrática. 

La revista Elector.com marcará un después por-
que a partir de este número 11 se reestructura con 
contenidos más humanos, interesantes e innovadores 
para que conozcan tanto las actividades de esta insti-
tución que cumplió 27 años en el pasado 25 de mayo 
del presente año, sino que conozcan la parte humana 
de quienes laboran y colaboran con esta noble autori-
dad electoral. 
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• Editorial •

En esta edición,  el tema central son el desarrollo y 
preparación de las asambleas de asociaciones civiles 
que se registraron desde el mes de enero para buscar 
conformar un partido político con registro electoral, tal 
como lo establece la Ley General de Partidos Políticos 
y el Código Electoral de Michoacán. Con ello se ha he-
cho un despliegue en todo el territorio de la entidad, 
tanto distritos como municipios, para atender la pro-
gramación del calendario que cada asociación entre-
gó para que lleven a cabo dichas reuniones y puedan 
cumplir con los requisitos de afiliación de militantes. 

Un segundo bloque de esta edición es que se pu-
blican dos entrevistas de semblanza, una al presidente 
consejero del Instituto Electoral de Michoacán, Ignacio 
Hurtado Gómez; y otra a un colaborador que aparece 
en las transmisiones en vivo del Consejo General o en 
eventos públicos como es nuestro interprete de señas 
mexicana, Víctor Mújica, quien ha sido de gran ayuda 
para el lenguaje incluyente. 

Dentro de los otros contenidos de este número 11 
se tiene información relevante como el Instituto Electo-
ral de Michoacán vuelve a presidir el Observatorio de 
Participación Política de la Mujer después de tres años, 
y en el cual será el presidente el maestro Ignacio Hur-
tado Gómez con el objetivo de establecer condiciones 
de mayor participación de las mujeres en las próximas 
elecciones y en espacios de decisión pública. 

Para las y los lectores de esta revista Elector.com, 
misma que se ha consolidado en el gusto de la so-
ciedad michoacana, este medio seguirá vigente y con 
nuevos retos editoriales que permitirán transparentar y 
garantizar el acceso a toda la información del Instituto 
Electoral de Michoacán para su consulta. 

Mtro. Juan Adolfo Montiel Hernández
Consejero Electoral  

y Presidente del Comité Editorial
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Al cierre del mes de junio 
de este año y de esta edi-
ción, el Instituto Electoral 

de Michoacán (IEM) ha acom-
pañado en la organización de 32 
asambleas de doce asociaciones 
civiles previamente programadas 

Durante el primer semestre del año, el Instituto Electoral de Michoacán 
supervisa y verifica las asambleas que realizan 12 asociaciones civiles

que buscan conformar un partido político con registro local

Conformación de nuevos 
partidos políticos

que buscan conformar un partido 
político con registro local. De éste 
número se han tenido quórum en 
23 y en 9 no se ha tenido el núme-
ro de asistentes requerido para 
desarrollar las mismas. 

En cumplimiento con la Cons-

titución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la Constitu-
ción local y el Código Electoral de 
Michoacán se recibieron desde el 
mes de enero las solicitudes de 
intención de un total de 17 orga-
nizaciones políticas que manifes-
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Las 13 organizaciones o asociaciones civiles 
que cumplieron con los requisitos de la etapa inicial 
fueron: 
 
1. Unión Popular Venceremos, A.C.
2. Movimiento Laborista Michoacán, A.C.
3. Michoacán al Frente, A.C.
4. Unidad, Valores y Lucha por Michoacán (se desistó)
5. Organización Colosista de Michoacán, A.C.
6. Vía Democrática para Michoacán, A.C.
7. Acción Política por la Igualdad
8. Tiempo X México
9. Orgullo Nicolaita
10. Operadores Políticos Progresistas, A.C.
11. En Defensa del Pueblo Michoacano, A.C.
12. Transformación Michoacán
13. Convicción Social México

taron su interés de buscar su re-
gistro como partido político local 
en el estado de Michoacán. 

El 31 de marzo del presente 
año, el Consejo General del IEM 
aprobó por unanimidad la vali-
dez de las solicitudes presentadas 
por un total de 13 asociaciones ci-
viles que transitan en el proceso 
para conformar un partido políti-
co con registro local, y que cum-

plieron con los requisitos de Ley, 
cabe señalar que una de éstas no-
tificó más tarde su desestimiento, 
por lo tanto, el resto promoverán 
la celebración de asambleas dis-
tritales y municipales en todo el 
estado lo que falta del año para 
cumplir con los requisitos de afi-
liación de militantes y de asam-
bleas para que se pueda seguir 
con el proceso de registro. 

Las organizaciones han pre-
sentado ya su calendario de asam-
bleas distritales y municipales ante 
la autoridad electoral administra-
tiva en la que estarán programan-
do fechas y horas para que el per-
sonal del IEM haga la verificación 
y certificación de las mismas.

Se requieren como mínimo 
un total de 16 asambleas distri-
tales en la entidad o en asam-
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bleas municipales son al menos 
75 municipios que integran el 
estado, para que se puedan cum-
plir con el número de militantes 
del 0.26 por ciento del Padrón 
Electoral registrado en el Pro-
ceso Electoral Ordinario Local 
2020-2021, y así cumplir con 
otra etapa procesal para obtener 
el registro como partido político 
de carácter local. 
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Las comunidades indíge-
nas tienen sus raíces desde 
cosmovisiones diferentes y 

la violencia de género es una ba-
rrera latente en este sector de la 
sociedad. Ante ello, el Instituto 
Electoral de Michoacán (IEM) 
realizó el Segundo Encuentro de 
Mujeres Indígenas en el Estado 
de Michoacán con la finalidad 
de generar espacios de libre ex-
presión, reflexión y análisis con 
mujeres de 17 comunidades in-
dígenas, purépechas, otomís y 
mazahuas; quienes encontraron 
un espacio de análisis, de libre 
expresión, con el fin de brin-
dar herramientas para prevenir, 

Segundo Encuentro de Mujeres Indígenas

atender, sancionar y erradicar la 
violencia política contra las mu-
jeres en razón de género.

Con el foro iluminado de co-
lores vivos y representativos de 
las diferentes comunidades indí-
genas de Michoacán, las mujeres 
se apropiaron del Centro Cultu-
ral antiguo jesuita en Pátzcuaro 
Michoacán, representaron sus 
raíces y mostraron la valentía 
para romper con obstáculos que 
día a día son puestos en el transi-
tar para el reconocimiento real y 
efectivo de sus derechos político-
electorales, Asimismo, tuvieron 
la oportunidad de ser partíci-
pes de dos talleres que fueron 

impartidos por catedráticos del 
Instituto Politécnico Nacional, 
los cuales fueron elegidos con 
total libertad por cada una de las 
asistentes, buscando así adquirir 
herramientas y estrategias que 
estrategias de empoderamien-
to para hacer valer sus derechos 
político-electorales así como la 
igualdad sustantiva.

Durante el desarrollo del en-
cuentro se impartieron las confe-
rencias magistrales “Derechos Po-
líticos y Electorales de las Mujeres 
Indígenas”, y “Violencia política 
contra mujeres de comunidades 
indígenas”, dictadas por la Dra. 
Leticia Bonifaz Alfonso, Integran-

“Hoy en día nosotras ya nos la creímos, 
ya estamos empoderadas”
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te del Comité para la Eliminación 
de la Discriminación contra la Mu-
jer (CEDAW) de la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU), así 
como la Consejera Beatriz Claudia 
Zavala Pérez, Consejera del Insti-
tuto Nacional Electoral (INE) res-
pectivamente.

Al realizar una relatoría del 
lastre que han sufrido las muje-
res por Violencia Política en Ra-
zón de Género (VPMRG), y con-
textualizar el impacto que genera 
hoy en día en los pueblos origina-
rios, en particular con las muje-
res indígenas, la Doctora Bonifaz 
Alfonso explicó la esencia del 
reconocimiento de los derechos 
humanos de las comunidades in-
dígenas desde la colonización.

“Hoy en día nosotras ya nos 
la creímos, ya estamos empode-
radas, la tendencia actualmente 
está en como el hombre cambia 
su concepción de la realidad con-
temporánea, donde garantizar 
que ejerzan sus derechos parte en 
gran medida de erradicar la vio-
lencia de por Razón de Género”, 
sentenció la Dra. Bonifaz Alonso.

Por su parte, la consejera, 
Beatriz Claudia Zavala Pérez, 
compartió dinámicas de comu-
nicación efectiva para fomentar 

la denunciar cualquier tipo de 
violencia en razón de género y 
así, los violentadores vayan asu-
miendo consecuencias de sus 
actos, al tiempo que, puntualizó 
en la importancia de generar es-
trategias específicas y crear redes 
entre las mujeres indígenas para 
garantizar su participación en 
espacios que les corresponden, 
ya que, generando lazos entre las 
mujeres se puede potencializar 
su participación, “no están solas, 
acérquense en las instituciones, 
estamos para darle apoyo, acom-
pañamiento y orientarles cuales 
son las vías que pueden seguir 
para erradicar este fenómeno de 
violencia tan grande”, señaló la 
consejera electoral.

La consejera Zavala Pérez 
compartió el apoyo que existe por 

parte del INE para acompañar a 
las comunidades indígenas don-
de mediante la distracción se ga-
rantiza una participación de ese 
sector y en particular de las mu-
jeres, “Actualmente, a nivel Na-
cional contamos con 28 distritos 
electorales identificados como 
indígenas, de estos; 21 están des-
tinados a que sean postulados 
hombres y mujeres de manera 
paritaria para ocupar diputacio-
nes federales”.

El Segundo Encuentro de 
Mujeres Indígenas en el Es-

tado de Michoacán lo pueden 
seguir en la siguiente liga: 
https://www.youtube.com/

watch?v=TdYSpVmJmi8&t=199s 
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Como parte de los traba-
jos interinstitucionales 
promover y fortalecer la 

presencia de las mujeres en es-
pacios de toma de decisiones en 
el ámbito público, a fin de lograr 
una real y efectiva participación 
de las mujeres en la Entidad, el 
Instituto Electoral de Michoacán 
asumió la presidencia y la secre-
taría técnica del Observatorio de 
Participación Política de las Mu-
jeres en Michoacán para el perio-
do 2022-2023.

Ante las y los titulares de la Se-
cretaría de Gobierno del Estado 
de Michoacán (SEGOB), el Tribu-
nal Electoral del Estado (TEEM), 
así como la Secretaría de la Mujer 

trabajo interinstitucional

Asume el IEM la presidencia del 
Observatorio de Participación Política  

de las Mujeres en Michoacán
del Estado (SEIMUJER), quienes 
integran el la dirección ejecutiva 
del observatorio, así como de las 
mujeres que lo integran, el Con-
sejero Presidente del IEM, Mtro. 
Ignacio Hurtado Gómez, rindió 
protesta en nombre del Instituto 
Electoral de Michoacán para asu-
mir la presidencia del observa-
torio, el cual, buscará promover 
y fortalecer la presencia de las 
mujeres en espacios de toma de 
decisiones en el ámbito público, 
a fin de lograr una real y efectiva 
participación de las mujeres en 
Michoacán.

Durante este periodo el ob-
servatorio busca sentar las bases 
para una dinámica de interacción 

interinstitucional mediante la 
creación de sinergias que permi-
tan impulsar acciones de manera 
colectiva entre las y los integran-
tes del observatorio, y, a través de 
comisiones sumar esfuerzos desde 
diferentes ámbitos y poder gene-
rar un impacto integral en benefi-
cio de las mujeres en Michoacán.

Actualmente se encuentra abierta 
la convocatoria para adherirse y/o 
ratificar su permanencia en el Ob-
servatorio de Participación Política 
de las Mujeres en Michoacán, la 

cual puede ser consultada en la si-
guiente liga: https://bit.ly/3xdC5nO
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Por una construcción más equitativa 
de la ciudadanía en México

La educación cívica es un ele-
mento indispensable para 
la construcción de la ciu-

dadanía, y, hoy más que nunca es 
necesario insistir en el papel que 
juega en las infancias y juventu-
des para el desarrollo de nuestra 
democracia desde la práctica y las 

buenas experiencias. Por ello, el 
Instituto Electoral de Michoacán 
(IEM), a través de la Comisión de 
Educación Cívica y Participación 
Ciudadana, llevó a cabo el 1er. 
Encuentro Nacional de Buenas 
Prácticas en Materia de Educa-
ción Cívica: Hacia una Ciudada-

nía Temprana de las Infancias y 
las Juventudes en coordinación 
con el Instituto Nacional Electo-
ral, Tejiendo redes Infancia Amé-
rica Latina y el Caribe, Gobierno 
del Estado de Michoacán y la Red 
Cívica MX.

Con la asistencia de 55 insti-
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tuciones académicas, guberna-
mentales Asociaciones civiles, 
se desarrollaron talleres y mesas 
de trabajo de buenas prácticas, 
con el objeto de discutir y anali-
zar las experiencias positivas que 
han resultado favorables para fo-
mentar la educación cívica tanto 
en las instituciones públicas, así 
como en las Universidades y Pre-
paratorias.

Asimismo, se llevó a cabo la 
Firma Compromiso entre las 
autoridades convocantes e ins-

tituciones Académicas de Mi-
choacán, que tiene por objeto 
generar sinergias interinstitucio-
nales para coadyuvar en el forta-
lecimiento del sistema democrá-
tico, donde la corresponsabilidad 
institucional deberá enfocarse en 
el trabajo trasversal para su efec-
tivo funcionamiento, “consoli-
dando en sí mismo la convergen-
cia de valores, relaciones sociales 
y espacios de convivencia donde, 
las niñas, niños y juventudes de-
ben tener un papel protagónico.

El 1er. Encuentro Nacional de 
Buenas Prácticas en Materia de 

Educación Cívica hacia una Ciuda-
danía Temprana de las Infancias y 
las Juventudes se desarrolló el 27 
y 28 de mayo de 2022 en Morelia, 

Michoacán y lo pueden seguir 
en la siguiente liga: https://www.

youtube.com/c/IEMichoacan
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Juan Martin Pérez García 
participó en el Primer En-
cuentro Nacional de Buenas 

Prácticas en Materia de Educa-
ción Cívica Hacia una Ciudadanía 
Temprana de las Infancias y Ju-
ventudes, en donde aseguró que 
el problema de la poca partici-
pación cívica es la concentración 
del poder, lo cual forma parte 
de la cultura que tenemos y que 
el adultocentrismo es la concen-
tración del poder adulto frente a 
las niñas, niños y adolescentes. 
“Los adultos no nos damos cuen-
ta que concentramos el poder, 
recordemos cuando niños frases 
como ‘estos no son temas de ni-
ños’, esta normalizado”, señaló, 
al mismo tiempo que puntualizó 
sobre la buena noticia que im-
plica que “un grupo de personas 
adultas estemos aquí hablando 
de ciudadanía”.

—¿Por qué existe el 
adultocentrismo?

—El adultocentrismo forma 
parte de las culturas patriarcales, 
es un paquete completo, digamos, 
así como tenemos el machismo, 
el clasismo, el racismo, lo binario 
y lo adultocéntrico; es concentra-
ción de poder, hegemónico, sobre 
lo cual se han narrativas y prácti-
cas sociales, y lo tenemos tan in-

corporado que lo vemos normal. 
Necesitamos tomar distancia, 
repensarlo y reconocer esas cul-
turas patriarcales que tenemos y 
que tienen forma de significar el 
mundo desde el conocimiento, y 
eso nos va a ayudar a encontrar al 
ser humano, a las personas en su 
conjunto y no las etiquetas, y así 
encontrar la equivalencia.

—¿Cuál es tu opinión sobre 
la educación cívica desde las 
instituciones electorales? 

—Hay que partir de que en 
nuestro país se construyó una 
cultura política no solamente 
pensada desde el mundo adul-

to, sino incluso explícitamente 
negando a los niños y niñas su 
participación. Esa cultura políti-
ca no solamente se refiere a las 
instituciones electorales, sino 
incluso los propios movimientos 
sociales y los partidos políticos; 
no solamente no incluye la agen-
da de los derechos de los niños y 
niñas sino tampoco se les recono-
ce ni se les hace participe en nada 
de la vida política del país. De tal 
suerte que, además con el atraso 
que tiene nuestra Constitución 
que no se ha homologado con el 
artículo primero constitucional 
que estableció en 2011 que todos 

“Se están dando muchas 
expresiones de cuestionar al 

poder tradicional y su hegemonía”

platicando con...
Juan Martin Pérez García

Director de Tejiendo Redes Infancia de América Latina y el Caribe



20

los tratados internacionales en 
materia de derechos humanos 
tienen el mismo rango, el artí-
culo 34 constitucional sigue sin 
reconocer la ciudadanía de niños 
y niñas, ahora los establece des-
de los 18 años, eso por supuesto 
tenemos que cambiarlo o actua-
lizarlo, porque esto se traduce 
entonces que al no estar ni en la 
cultura política ni en las institu-
ciones ni en el marco normativo, 
que no exista ni siquiera nada que 
permita que se completa la escu-
cha directa a niños y niñas. Aquí 
hay una paradoja: las infancias y 
adolescencias en este momento 
histórico son muy distintas a las 
del siglo pasado, y claramente 
se va haciendo cada vez más una 
brecha entre la cultura política –
particularmente la electoral–con 
las nuevas generaciones y enton-
ces surge la pregunta –inocente, 
diría yo– de por qué no votan y 
nos lamentamos del abstencio-
nismo. La explicación es difícil: 
no se ha generado esta capacidad 
ciudadana de participación en 
los procesos y se ha reducido al 
voto y a la jornada electoral, por 
ello es que el resultado es obvio. 
Creo que el gran desafío es cómo 
las instituciones electorales y los 
actores políticos de todo tipo van 
problematizando el ejercicio de 
la cultura política y el ejercicio 
del poder reconociendo que uno 
de cada tres habitantes en Méxi-
co son personas menores de 18 
años de edad y que no deben de 
ser de interés previo a que van a 
votar, porque eso ya es un interés 
perverso, sino que tiene que ser 
de interés del país por el manda-
to legal que tienen los institutos 
electorales, incluidos los institu-
tos políticos como los partidos de 
promover y fomentar la demo-
cracia, y no se puede hablar de 
democracia si dejamos fuera de 

ello a uno de cada tres habitantes.
—¿Qué se ha hecho bien hasta 

ahora?
—Hay experiencias lamen-

tablemente aisladas que se han 
hecho, sobre todo en el ámbito 
escolar, de hacer notar que se les 
escucha. Creo que a partir de que 
se ha ido modificando la currí-
cula escolar ya se incluye desde 
hace varios años los derechos de 
niños y niñas en los libros esco-
lares, por más que algunas veces 
los maestros se los saltan porque 
ellos consideran que no es un 
tema apropiado o que, incluso, 
no lo manejan, pero en general 
los niños y niñas ya están tenien-
do cada vez más información y 
ya la gran mayoría de ellos saben 
que hay derechos. Esto me parece 
que ya está generando en la po-
blación infantil y adolescente un 
reconocimiento de que no están 
siendo escuchados, y en conse-
cuencia vienen a hacer un recla-
mo: “escúchenos”, es decir: “nos 
vamos enterando que hay dere-
chos y me siento no escuchado” 
por las metodologías y cuando se 
les consulta o se les pregunta de 
las primeras cosas que plantean 
es: “queremos ser escuchados”. 
Claramente los niños y niñas de 
hoy, además de ser quienes están 
recibiendo la información por 
el medio ambiente, por los de-
rechos y los feminismos, ahora 
también están ayudando mucho 
a que las niñas –sobre todo las 
adolescentes– comiencen a pose-
sionarse de una lógica. Entonces, 
creo que se están dando muchas 
expresiones de cuestionar al po-
der tradicional y su hegemonía, 
pero lamentablemente las insti-
tuciones no lo están incorporan-
do e incluso algunas están siendo 
resistentes. Diría que los avances 
están siendo no tanto por lo insti-
tucional, sino más bien desde las 

propias dinámicas sociales que 
están irrumpiendo o emergiendo 
y rompiendo paradigmas.

—¿Qué nos dice la realidad 
social para atender esos recla-
mos de niños, niñas y juventu-
des?

—Lo evidente en términos de 
indicadores oficiales y del dis-
curso y sus preocupaciones es 
la violencia. Estas violencias, en 
plural, tienen muchas expresio-
nes: hay una violencia institu-
cional en el sentido de que están 
invisibles y no se les escucha; 
hay una violencia en el contexto 
familiar de un ejercicio de poder 
adulto, que incluso se traduce en 
que el 63 por ciento de los niños 
y niñas siguen siendo víctimas de 
“golpes” con fines disciplinarios; 
y hay una violencia que cada vez 
les lleva más en términos de ho-
micidios, desapariciones, femini-
cidios, lesiones y que claramente 
los niños, niñas y adolescentes, 
y que hasta después en el mun-
do adulto tienen la posibilidad 
de reelaborar . Creo que el gran 
desafío que tenemos es prevenir 
esto que estamos viendo que está 
sucediendo.

—¿Qué papel juegan las nuevas 
tecnologías en estas nuevas para 
atender las necesidades de las ni-
ñas, los niños y adolescencias?

—Lo primero que plantear es 
que todo lo que son las tecnolo-
gías de información y comunica-
ción son herramientas, pero ha-
cen una reproducción cultural de 
lo que vivimos, entonces, lo mis-
mo que hay violencia machista, 
clasista, racista o adultocéntrico 
está también en la generación 
de productos de las tecnologías 
de información y comunicación; 
aquí pasa lo que planteaba Um-
berto Eco: no son los medios los 
responsables, los medios sólo son 
un reflejo de estas producciones 
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culturales. Son una gran oportu-
nidad porque estamos teniendo 
una atención cada vez mayor en 
nuevos paradigmas y nuevas for-
mas de conocimiento, ya comien-
zan a permear y a verse reflejados 
específicamente en el internet, 
que permite entonces lograr po-
der e incluso generar ámbitos 
que no están bajo control de los 
poderes hegemónicos, y eso está 
siendo muy interesante. Por ello 
es que en el espacio tecnológico, 
particularmente en el internet, 
donde 9 de cada 10 niños, niños 
y adolescentes han encontrado 
espacio; no lo están encontrando 
en la televisión o en los periódi-
cos tradicionales, lo están encon-
trando ahí porque no está bajo el 
control hegemónico por ahora. 
Esto no significa que esté hacien-
do una revolución de conciencia 
ni nada; son reproducciones por 
procesos culturales, incluso he-
gemónicas, pero desde ellos y 
bajo su dinámica e interés. Hay, 
por supuesto, otras y hay ejem-
plos en el mundo que nos dan 
cuenta como la Primavera Árabe. 
Tenemos muchos desafíos para 
acompañarles y entender qué se 
necesita alfabetización y ciudada-
nía digital porque esos derechos 
digitales son ahora claramente 
una posibilidad de ampliar la 
brecha desigual. 

—¿Qué reflexión te queda de 
este Encuentro?

—Hay que felicitar al Instituto 
Electoral de Michoacán por esta 
visión, prospectiva y avanzada de 
colocar el tema, no solamente en 
términos de una puesta en rom-
per paradigmas tradicionales, 
sino en abocarse claramente a ni-
ños, niñas y adolescentes y es una 
buena oportunidad para que el 
resto de los OPLE y el propio INE 
comiencen a multiplicar y a dar 
ejemplo entre otras institucio-

nes y otras personas adultas con 
poder para que pueda ser distin-
to. Además, hay resultados muy 
buenos, se siguen cumpliendo los 
objetivos institucionales, se sigue 
teniendo un impacto, pero en 
una narrativa y un enfoque más 
cercano a la realidad, sobre todo 

entender que estamos hablando 
de 38 millones de niños, niñas y 
adolescentes en este país que son 
el presente, pero que claramente 
serán también las y los ciudada-
nos que próximamente van a vo-
tar y que estarán tomando accio-
nes en este país.

Ya se está generando en la población infantil y 
adolescente un reconocimiento de que no están siendo 

escuchados, y en consecuencia vienen a hacer un 
reclamo: “escúchenos”
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La obra integra 
participaciones de 
ciudadanas y ciudadanos 
con vocación democrática

Con la finalidad de transmi-
tir de manera directa las 
vivencias e implicaciones 

que conlleva la organización y 
desarrollo de los procesos elec-
torales, el Instituto Electoral de 
Michoacán (IEM), a través de 
su Comité Editorial, presentó el 
23 de mayo la publicación “Tes-
timonios Electorales, Memoria 
Viva. Proceso Electoral Local 
Ordinario 2020-2021”, en la que 
servidoras y servidores públicos, 
a través de sus experiencias des-
de sus trincheras, transmitieron, 
analizaron y evaluaron lo que re-
presenta la organización de las 
elecciones.

En el evento, realizado en el 
marco del 27 aniversario del IEM, 
se compartieron relatos de quie-
nes participaron directamente 
en el pasado proceso electoral lo-
cal y reflejan el lado humano de 
la democracia. Las experiencias 
enriquecen y motivan al perfec-
cionamiento de la labor institu-
cional, en esta obra intervienen 
26 testimonios de las consejerías 
del Instituto, las y los titulares de 
las direcciones ejecutivas, coordi-
naciones, personal operativo, ór-
ganos desconcentrados, así como 
capacitadoras y capacitadores 
asistentes electorales. 

Durante la presentación, las 

difusión institucional

Presentación del libro “Testimonios 
Electorales: Memoria Viva”

consejerías del IEM compartie-
ron algunas reflexiones sobre los 
retos y adversidades que repre-
sentó la organización de un pro-
ceso electoral en medio de una 
pandemia, asimismo, resaltaron 
el carácter ciudadano de la publi-
cación y la importancia de ejem-
plificar con vivencias el día a día 
en la organización de los procesos 

electorales y el involucramiento 
de la ciudadanía como eje central 
del éxito en su desarrollo.

El compendio de relatos sinte-
tiza la vocación democrática en-
raizada en nuestra sociedad y, a 
través de sus aportaciones, ejem-
plifica un entorno democrático 
que constituye una mayor mo-
vilización social dispuesta a par-
ticipar en la organización de las 
elecciones los poderes públicos.

Así, el IEM refrenda su com-
promiso con la ciudadanía mi-
choacana para seguir constru-
yendo democracia en Michoacán, 
así como de organizar procesos 
electorales bajo los principios de-
mocráticos que rigen la función 
electoral e invita a la ciudadanía 
michoacana a sumarse y ser parte 
activa en favor de su entidad.

El libro puede ser consultado y 
disponible para su descarga en la 

siguiente liga: https://bit.ly/389SlfB
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Por Víctor E. Rodríguez Méndez

“Soy Ignacio Hurtado Gómez 
y tengo casi 49 años.  Soy de 
aquí y de allá: las raíces de mi 

familia se encuentran en Tancíta-
ro, Michoacán; sin embargo, nací 

conociendo a...
Ignacio Hurtado Gómez

Consejero Presidente del Instituto Electoral de Michoacán

“La materia electoral nos da 
la posibilidad de construir, de 
avanzar y ajustar realidades”

en la Ciudad de México, aunque 
después del terremoto del 85 me 
trasladé a Uruapan y de ahí me 
vine a Morelia a estudiar y prácti-
camente aquí hice mi familia con 
mi esposa y mis dos hijos. ¿Qué 
me gusta hacer? Mi familia diría 

que trabajar y trabajar, pero yo 
agregaría leer y hacer un poco de 
ejercicio. Sobre la democracia me 
parece que, si bien no lo es todo, 
casi lo es. Particularmente por-
que no nada más es la democra-
cia desde el punto de vista de las 
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instituciones o la parte electoral, 
sino que va más allá, como, por 
ejemplo, el tema de los valores y 
los derechos humanos. Incluso, si 
lo vemos desde esa perspectiva, 
todo tiene que ver con los dere-
chos humanos o con los valores 
en la vida, por lo que, al final del 
día la democracia —como bien 
dice la Constitución— se debe 
concebir como un sistema de vida 
no enfocado solamente al tema 
electoral”.

—¿Por qué lo electoral?
— Fue un poco el destino con 

una cucharadita de buen suerte, 
porque de lo electoral no tuve ni 
siquiera la materia en la Facul-
tad, menos aún conocía realmen-
te lo que era o de que se trataba, 
pero todo derivó de un concurso 
de ensayos en el que me aboqué 
al tema democrático y produc-
to de ello se dieron felices coin-
cidencias. Al ganar el concurso 
impulsado por el magistrado 
Leonel Castillo en 1999, se abrió 
una puerta y una oportunidad en 
aquel entonces, en el IFE con el 
licenciado Carlos González Mar-
tínez, y de ahí empezó el camino, 
a formarme propiamente desde 
ceros en esta materia.

—¿Cuál es para ti el mejor 
descubrimiento en esta materia?

— A partir del sentido crítico 
y deliberativo del pensamiento, 
así como de la ideología que con 
el paso del tiempo uno se va cons-
truyendo sobre el derecho y la de-
mocracia, considero que el mejor 
descubrimiento es la posibilidad 
de construir; es una materia que 
te permite construir y que te per-
mite avanzar e ir ajustando a par-
tir de las realidades que vamos 
respirando. No es una materia 
tan cuadrada, como afirman al-
gunos, y en cierta forma te da esa 
posibilidad de mantenerte pen-

sante, reflexivo, crítico y analítico 
de las cosas y de tu entorno.

—¿Nos han vendido una la 
mala idea de la democracia?

—Yo creo que en parte sí, so-
bre todo a partir de lo que esta-
mos viviendo, incluso en la forma 
que planteas la pregunta, me hi-
ciste recordar a Norberto Bobbio 
que hablaba de las falsas prome-
sas de la democracia; es decir, de 
pronto tenemos que nos hicieron 
algunas promesas y esas, ahora, 
chocan con la realidad que tene-
mos, particularmente en el caso 
nuestro. Precisamente hace algu-
nos días cuando tuvimos el En-
cuentro de Buenas Prácticas en 
Educación Cívica para las infan-
cias y las juventudes, era un poco 
este tema: nos dijeron que en el 
centro de la democracia estaba la 
voluntad y la formación de la ciu-
dadanía junto con la cultura y la 
ética política, y de pronto la rea-
lidad te dice otra cosa. Pero, aun 
así, creo que éstas te sirven como 
referente para saber hacia dónde 
tienes que caminar y hacia dónde 
tienes que apuntar. Insisto, como 
lo dije hace rato, la democracia 
es un sistema de vida, y por tanto 
no se puede, ni debe limitar a lo 
electoral.

—En ese sentido, ¿qué estado 
de salud goza la democracia ac-
tualmente? 

—En el caso mexicano creo 
que tiene sus achaques y tiene 
algunas debilidades.  Tiene do-
lencias como: la desigualdad, la 
injusticia, la corrupción, la im-

punidad y el debilitamiento de 
algunas instituciones, también 
la incapacidad de algunas ins-
tituciones para resolver proble-
mas. Incluso, al mismo Estado 
como tal, con E mayúscula, yo le 
veo algunas incapacidades que 
no nos permiten afirmar que la 
democracia goza del mejor esta-
do de salud. Y  no solamente en 
nuestro país. Tenemos que se-
guir trabajando en esa ruta; es 
muy importante a veces darnos 
la oportunidad de sentarnos a 
ver precisamente de dónde vie-
nen esas dolencias, y una vez que 
identifiquemos ese punto, ver 
qué tratamiento es el que vamos 
a seguir. Se trata de identificar 
las mejores soluciones, porque 
precisamente allí es donde está la 
diferencia para resolver.

— ¿Qué nos aporta la educa-
ción cívica desde el ámbito elec-
toral?

—Más que en lo electoral, debe 
serlo en el ámbito democrático. 
Hace días me decía el Dr. Dong 
Nguyen que la educación cívica 
no es para formar electores, sino 
para formar ciudadanas y ciuda-
danos, y si es desde la infancia, 
mucho mejor. Y en ese sentido, es 
el principal instrumento porque 
evidentemente hablar de educa-
ción cívica es referirnos a que en 
una sociedad se tienen que arrai-
gar ciertos valores y principios 
fundamentales como la libertad, 
igualdad, legalidad, tolerancia 
y respeto. Así, resulta que esta 
educación cívica es un proceso 
formativo, ya que no es algo que 
se pueda comprar en alguna tien-
da departamental; tenemos que 
construir y nosotros mismos for-
marnos en esa labor educativa. A 
veces, desgraciadamente, no te-
nemos claridad sobre quién tiene 
que generar ese proceso, y se lo 
dejamos solamente a las autori-

A partir del sentido crítico y 
deliberativo del pensamiento 
y de lo que es la democracia, 
yo creo que he descubierto la 

posibilidad de construir
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dades, cuando debería concebir-
se como una política de Estado. 
En otras ocasiones no sabemos 
cómo llevar a cabo este proceso 
formativo. Por todo ello, me pa-
rece que ha habido una ausencia 
total de muchas instituciones, 
salvo las electorales, pero no he-
mos logrado conectar todas las 
voluntades para caminar en un 
verdadero fortalecimiento de la 
educación cívica.

—¿Qué perspectiva tienes de 
los jóvenes en cuanto a su parti-
cipación ciudadana?

—Obviamente es una pers-
pectiva positiva; es un tema inte-
resantísimo porque se conjugan 
muchos factores: el propio tema 
de la juventud como tal y los 
tiempos que están viviendo hoy 
en día, los mundos digitales y la 
guerra contra los algoritmos. Son 
varias cosas en las que de pronto 
me parece que no hemos tenido 
la capacidad de conectar con los 
jóvenes. Hay un desgaste de la 
política y de la democracia, eso 
también es una realidad y ahí es-
tán las mediciones; hay desgastes 
institucionales, y entonces frente 
a todo ese contexto a veces pien-
so que las y los jóvenes se sienten 
extraviados –y no solo ellos–, 
¿cuál es el referente a seguir en 
términos democráticos?, ¿cuál es 
el referente a seguir en términos 
del Estado y de las instituciones 
públicas? Me parece que, ante la 
ausencia de esos referentes, la 
posición de la juventud no es sen-
cilla. Todo ello, sin descontar otro 
fenómeno nada menor que hay 
que reflexionar y que tiene que 
ver con el llamado “adultocen-
trismo”, y bajo el cual, los adultos 
hemos querido imponer nuestra 
visión desde hace años. En conse-
cuencia, hay mucho que trabajar, 
pero, sobre todo, me parece que 
hay mucho que escuchar. 

—¿Qué papel ha jugado la 
tecnología para el IEM en sus ta-
reas y principalmente en el pro-
ceso electoral?

—Es fundamental, tan es así 
que se está tratando de consoli-
dar y fortalecer esa parte desde 
la perspectiva del proceso electo-
ral. Habrá que ver después cómo 
debemos usar esas tecnologías 
en temas de formación ciudada-
na y de educación cívica, de la 
conexión con la ciudadanía y las 
juventudes, pero por lo pronto, 
hoy en día la tecnología ha faci-
litado muchísimas cosas, como, 
por ejemplo, fue la capacitación 
de los Órganos Desconcentrados 
durante el proceso pasado, cuya 
conexión entre las oficinas cen-
trales y los comités fue muy po-
sitiva.  Aunque también hay que 
acotar que no todo se limita al 
tema electoral, pues ahora tam-
bién tenemos que cumplir con el 
gobierno digital. 

—En el contexto del IEM, 
¿cuál es el papel de la mujer en 
la actualidad?

—Un papel muy importante. 
En el caso del Instituto Electoral 
de Michoacán afortunadamente 
hemos entendido que éste es un 

asunto de todas y de todos, y me 
parece que más allá de la presen-
cia física —que por supuesto es 
muy importante— es el empuje 
que aportan, su conocimiento, 
experiencia y la convicción que 
se ve y se respira cuando están 
ellas; es el apoyo, es el talante y 
el talento, en fin, creo que hemos 
sabido respetarnos, darnos el lu-
gar que nos toca en un plano de 
igualdad. Difícilmente se podría 
entender lo que hoy es el Institu-
to Electoral de Michoacán, sin el 
legado que nos han dejado gran-
des mujeres que han pasado por 
esta institución, y sin las mujeres 
que hoy en día aportan al fortale-
cimiento de nuestro Instituto.  

—¿Qué reflexión tienes en este 
momento sobre las comunidades 
indígenas?

—Yo creo que va bien, sin em-
bargo, es un tema que se tiene que 
seguir trabajando. Sin duda tiene 
aristas muy importantes, pero 
desde mi perspectiva la principal 
es que nos enseña a ver la vida de 
manera distinta y a entender que 
ésta no es sólo como nosotros la 
vemos. Desde el momento en que 
hablamos de las cosmovisiones 
indígenas tenemos que reconocer 
que hay una forma distinta de ver 
y vivir la vida, con todo lo que ello 
implica desde el punto de vista 
humano, social, cultural, político 
y económico. Me queda claro que 
los reclamos de ellos son justos; 
se habla de olvidos históricos, allí 
están, y el hecho de que busquen 
a través de sus propios mecanis-
mos erradicar o revertir esos ol-
vidos históricos, me parece que 
lo hace un tema válido y legitimo. 
Desde esa perspectiva, el Institu-
to ha asumido la responsabilidad 
y compromiso, por mandato de 
ley y por convicción, de acompa-
ñarlos en la parte que nos toca, y 
que es la de constatar cuál es la 



27

voluntad de la comunidad.
—¿Qué significa para ti ser el 

presidente del IEM?
—Es una responsabilidad 

muy grande. Más allá de tener la 
representación legal, es el hecho 
de la responsabilidad de buscar 
de la mejor manera posible ge-
nerar las condiciones para que 
las personas y las áreas puedan 
hacer su trabajo de la mejor ma-
nera; es el hecho de buscar con 
todas y todos que la Institución 
se posicione como una verdade-
ra casa de la democracia, como 
muchas veces lo hemos dicho. 
Es buscar el reconocimiento de 
la ciudadanía, no por el hecho de 
pensarnos imprescindibles, sino 
el reconocimiento de que la ciu-
dadanía tenga la certeza de que 
hay una institución pública que la 
escucha, una institución que tra-
baja dentro y fuera de un proce-
so electoral por generar mejores 
condiciones de vida democrática 
en la sociedad. 

—¿Qué lugar ocupa el estudio 
académico en tu vida?

—Mucho, es la otra gran parte. 
Tuve la fortuna de empezar a dar 
clases en la universidad relativa-
mente joven, prácticamente des-
de el 97 –a la fecha casi 25 años 
efectivos–, entonces es una par-
te que ha sido como mi válvula 
de escape en muchos momentos 
en los que a veces uno se siente 
ofuscado. Correr a la escuela a 
dar la clase te hace olvidar mu-
chas cosas. También es un tema 
que al menos a mí me mantiene 
pensante y reflexivo, alimenta esa 
parte crítica que debe estar siem-
pre con nosotros. Sin olvidar que, 
personalmente considero que la 
universidad tiene un gran com-
promiso social, y de que a través 
de la educación también se pue-
den trastocar esas realidades que 
a veces lastiman. 

—¿Qué es lo que más te indig-
na en estos momentos y por qué?

—Podría decir lo tradicional, 
y que creo también es válido: la 
injusticia, la desigualdad y la in-
seguridad, pero ahorita a bote 
pronto se me vino a la mente, 
también la palabra “incertidum-
bre”. El no tener claridad como 
Estado –como forma de organi-
zación política– hacia dónde es-
tamos apuntando, a dónde vamos 
las instituciones, como sociedad, 
como familia, como personas, 
hacia dónde queremos caminar, 
dónde está ese referente demo-
crático, hacia dónde y con quién 
tenemos que jalar todos. ¿Quo 
vadis?, dijera el clásico. Como 
decía antes, sabemos de las do-
lencias y de los achaques, pero 
¿cuál es el mejor tratamiento?

—¿Ante qué te rebelas?
— A las dobles caras, a los do-

bles discursos y a la deshumani-
zación. Podría decir también que 
me rebelo ante la falta de humil-
dad, pero eso depende de cada 
persona y no es tanto un valor 
universal. Las dobles caras en 
el mundo electoral es caer en la 
parte electorera, en la parte de la 
chapucería. Porque la política por 
naturaleza es noble; la politique-
ría —igual que lo electorero— es 
la parte perniciosa y negativa que 
no se puede aceptar.

 —Para ti ¿qué es lo más va-
lioso de la experiencia humana?

—Admito que durante mu-

chos años la vorágine laboral la-
mentablemente me ha absorbido. 
Como persona he vivido algunas 
cosas que ciertamente me han 
generado algunas tensiones, y 
creo que con justa razón porque a 
veces uno se enfoca demasiado al 
trabajo y en una actividad tan de-
mandante pierdes de vista cosas 
esenciales. Pero al final de cuen-
tas lo más importante es la fami-
lia. Admito y confieso que me he 
perdido algunos momentos con 
mi familia y con mis hijos.  Esa 
es la parte complicada y lo que 
tienes que aprender a valorar y a 
encontrar los equilibrios. 

—¿Qué te causa mayor ale-
gría en la vida? 

—El hecho de vivir por sí mis-
mo es una alegría, aunque cada 
quien tiene su manera de expre-
sar esa alegría. Para mí es el he-
cho de tener a tu familia como el 
referente más importante: tal vez 
dentro de esa incertidumbre que 
tenemos el referente más con-
creto es precisamente tu familia, 
junto con el hecho de hacer afec-
tos, de ir por la vida coincidiendo 
con personas de todo tipo. Ésa es 
la parte importante.

—¿Cuál es la palabra más be-
lla para ti?

—Podría decir la palabra 
“amor”, pero una de las palabras 
que más me gusta es “lealtad”, 
lealtad a uno mismo, a tu gente, 
lealtad al otro, lealtad a la vida; 
este concepto dice mucho. Apro-
vechando, hay una palabra que 
últimamente me ha estado brin-
cando mucho, desde el punto de 
vista personal y también desde el 
punto de vista académico e insti-
tucional y es el concepto de ver-
dad. Estoy buscando un concepto 
que englobe muchas cosas y por 
varias razones —que todavía no 
termino de entender bien— me 
está llevando mucho al concepto 

Una de las palabras que 
más me gusta es “lealtad”, 
lealtad a uno mismo, a tu 

gente, lealtad al otro, lealtad 
a la vida; este concepto dice 

mucho
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de verdad, en todos los sentidos; 
creo que tiene un peso muy fuerte.  

—¿Cómo te imaginas el futu-
ro de Michoacán?

—Es un estado que es riquísi-
mo y que tiene que salir adelante 
en muchos temas. No es sencillo, 
a eso me refiero con que tene-
mos todos que abonar y generar 
condiciones —cada quien desde 
la trinchera que le toque—. Es 
un estado que tiene un poten-
cial enorme en muchos sentidos, 
pero ha faltado generar las con-
diciones entre todos. Esa idea de 
que tiene que ser sólo el gobier-
no, o la iniciativa privada o el 
de color rojo o de otros colores, 
nos ha lastimado mucho. Al final 
de cuentas cada quien tiene que 
aportar la parte que le correspon-
de. En este caso hay un diagnós-
tico y un tratamiento, pero han 
faltado muchas cosas. Esperemos 
que pronto tengamos esas condi-
ciones y ojalá se generan para un 
futuro a mediano plazo.

—¿Por qué los OPLE son im-
portantes para la vida democrá-
tica del país?

—Un poco por lo que hemos 
venido platicando: afortunada-
mente me ha tocado vivir varios 
años en esto y me ha tocado vi-
vir reformas, encuentros y des-
encuentros, transmutaciones de 
instituciones, de un IFE al INE, 
a un sistema nacional electoral; 
he tenido la fortuna de estar en el 
ámbito jurisdiccional y en la par-
te administrativa, incluso en la 
parte federal, y al final me queda 
claro que la parte procedimental 
va caminando, y lo acabamos de 
ver hace días con las seis eleccio-

Hay esfuerzos muy 
importantes, pero siguen 

siendo insuficientes, y va por 
la parte de la educación cívica 

y de la cultura política

nes de este año… Hay esfuerzos 
muy importantes, pero siguen 
siendo insuficientes, y va por la 
parte de la educación cívica y de 
la cultura política. ¿Quién hace 
educación y quién hace cultura 
en este país?  Después del INE, 
los OPLE y luego no se me vie-
ne a la mente alguna otra auto-
ridad.  Tenemos que plantearnos 
qué tipo de democracia quere-
mos, ¿una democracia solamente 
procedimental, una democracia 
electoral de tiempo de elecciones 
o queremos una democracia sus-
tantiva de valores como sistema 
de vida? Tenemos elecciones des-
de hace muchos años y han sido 
auténticas y libres, pero le hemos 
apostado todo a la parte electoral 
y estamos olvidando la otra par-
te, que es donde está el problema, 
porque hay que generar valores 
como la tolerancia.  Por eso creo 
que los OPLE son los que asumen 
esta responsabilidad. Por ese sólo 
hecho yo hasta los duplicaría.
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Lecturas
El tema electoral

A continuación presentamos los 
textos recibidos a partir de nuestra 
convocatoria. En esta ocasión versan 
sobre los temas: a) Democracia;  
b) Sistemas y procesos electorales; c) 
Régimen de Partidos Políticos d) Jus-
ticia Electoral; e) Derechos político-
electorales; f) Sistemas Normativos 
Indígenas: usos y costumbres.  
Esperamos que sean de su interés.
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Resumen

En 2022 diversos actores han propuesto 
desaparecer tanto los Organismos Pú-
blicos Locales Electorales (OPLE) como 
los Tribunales Electorales para concen-
trar las funciones electorales en un solo 
órgano nacional. El principal argumen-
to esgrimido es el alto costo monetario 
que dichas instituciones representan. 
Esta investigación recopila información 
sobre los recursos autorizados en 2022 
a los OPLE y Tribunales de las 32 enti-
dades federativas, encontrando que su 
desaparición representaría únicamente 
el 0.5 por ciento del presupuesto de los 
gobiernos estatales. De igual forma, ana-
liza que las entidades con mayores costos 
para 2022 son las más pobladas o las que 
tienen proceso electoral. Entidades sin 
estas características llegan a representar 
únicamente el 0.2 por ciento. Se conclu-
ye que las instituciones locales no son 
onerosas dentro de la carga presupuestal 
estatal por lo que su eventual desapari-
ción no generaría grandes ahorros. 

Palabras clave: OPLE, Tribunales 
locales, reforma electoral, costos de elec-
ciones, federalismo electoral.

I. Introducción

Aunque la democracia se cons-
truye desde lo local, las últimas 
propuestas de reforma al sistema 

electoral mexicano han buscado centra-
lizar las elecciones. En las discusiones 
previas a las reformas constitucionales, 
tanto de 2007-2008 como de 2013-2014, 
se propuso desaparecer los órganos elec-
torales locales administrativos (Institu-
tos Estatales Electorales) y jurisdiccio-
nales (Tribunales Electorales Locales). 
En ambas ocasiones la idea fue desecha-
da, pero durante 2022 el tema surgió 
nuevamente como parte de las propues-
tas de reforma electoral del Ejecutivo Fe-
deral y del Partido Revolucionario Ins-
titucional. En esta ocasión, el principal 
argumento se ha centrado en los ahorros 
que podrían generarse. Se parte de la 
premisa de que una sola institución na-
cional podría desempeñar sus funciones 
y, con ello, destinar una gran cantidad de 
recursos a otras prioridades. El propósi-
to de este artículo es analizar desde una 
perspectiva presupuestal y comparada el 
impacto que tendría dicha medida en las 
arcas estatales.

Esta investigación busca responder a 
la pregunta de cuántos recursos econó-
micos podrían destinarse a otras priori-
dades del gasto estatal, así como si dicha 
cantidad es significativa en términos del 
presupuesto de esa entidad federativa. 

Democracia

La democracia local es austera
Análisis sobre costos de los  
OPLE y Tribunales en 2022

Miguel Ángel Bonilla Zarrazaga*
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El texto está dividido de la siguiente manera: en 
primer lugar, se realizará una revisión a la manera 
en que han sido organizadas las elecciones locales 
anteriormente y la forma en que se discutió la eli-
minación de los órganos locales especialmente en la 
reforma de 2014. En un siguiente apartado se anali-
zarán los costos que tienen para 2022, haciendo én-
fasis en una comparación entre todas las entidades. 
Finalmente, se presentarán las conclusiones.

 
II. Las elecciones locales en México y sus 
órganos electorales

Las instituciones que organizan las elecciones va-
rían por región del mundo y país, debido a la natu-
raleza misma de los sistemas políticos. Una defini-
ción utilizada en América Latina sobre los órganos 
encargados de la administración electoral refiere 
que es la “organización o cuerpo que tiene el pro-
pósito exclusivo de, y es legalmente responsable 
por, manejar algunos o todos los elementos que son 
esenciales para conducir las elecciones (…). Estos 
elementos esenciales (o núcleo duro), incluyen: de-
terminar quién es elegible para votar; recibir y va-
lidar las nominaciones de los candidatos (…); con-
ducir la votación; contar los votos; sistematizar los 
votos” (Catt et al., 2014: 5, citado en Valdés y Ruiz, 
2019: 414).

El sistema electoral en cada país depende de su 
propio sistema normativo. A pesar de la cantidad de 
divergencias, en América Latina existe una tenden-
cia a que las instituciones encargadas de la adminis-
tración electoral sean autónomas. De igual forma, el 
modelo no es único, pues mientras algunos países 
han favorecido la creación de un órgano encargado 
de todas las funciones electores, en otros se advier-
te una tendencia a la fragmentación (Valdés y Ruiz, 
2019; 442-443)

Para el caso mexicano, el artículo 40 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM) establece que “es voluntad del pueblo 
mexicano constituirse en una República represen-
tativa, democrática, laica y federal, compuesta por 
Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a 
su régimen interior, y por la Ciudad de México, uni-
dos en una federación establecida según los princi-
pios de esta ley fundamental”. Es decir, la voluntad 
de asociarse de las entidades federativas es lo que 
le da sentido al país. De igual forma, se desprende 
que cada entidad deba ser capaz de organizar sus 
propias elecciones locales. 

Diversos estudios se han enfocado en la construc-
ción de las instituciones electorales en México, con 
especial énfasis las federales. Por ejemplo, Valdés 
(2017) realiza un análisis sobre la competitividad de 
los partidos de 1979 a 1991, centrado en la confor-
mación del Legislativo Federal. Los cambios institu-
cionales a nivel federal involucraron también modi-
ficaciones en las entidades. Es decir, cuando existía 
la Comisión Federal Electoral, los estados contaban 
con comisiones de nombres similares, aunque con-
taban con poca homogeneidad. Antes de la reforma 
de 1996, las entidades federativas se guiaban por lo 
enunciado en el artículo 116 Constitucional, lo cual, 
eran “principios básicos, cuyo seguimiento por par-
te del legislador local puede entrañar modificacio-
nes sustanciales que no contravengan el espíritu del 
Constituyente Federal” (Cienfuegos, 2006: 101).

A la fundación del Instituto Federal Electoral 
(IFE) en 1996, le siguió la creación paulatina de los 
Institutos Estatales Electorales. La modificación 
al artículo 116 llevó a la coexistencia de “treinta y 
tres órdenes normativos o, si se quiere, treinta y 
tres subsistemas electorales: el federal y el de las 
treinta y dos entidades federativas. Si bien se trata 
de ordenamientos normativos propios y autónomos 
entre sí, ello no significa que no existan líneas de 
continuidad ni bases comunes” (Astudillo y Córdo-
va, 2010: 10). A nivel estatal, los órganos electorales 
locales se han encargado de organizar las elecciones 
de gubernatura, ayuntamientos y de las personas 
integrantes de los Congresos. 

Una preocupación central es la forma en que se 
eligen a las personas que organizarán las eleccio-
nes. Hasta antes de la reforma de 2014 el personal 
directivo que integraba los institutos estatales era 
designado por cada Congreso local, replicando el 
esquema de designación en el IFE. Este factor des-
encadenó críticas principalmente por partidos loca-
les opositores, quienes denunciaban parcialidad por 
parte de las autoridades. Si bien esto fue advertido 
durante la reforma del 2007-2008, no fue sino has-
ta la reforma que dio origen al Instituto Nacional 
Electoral (INE) en 2013-2014, que se realizaron me-
didas para garantizar la imparcialidad y objetividad 
de las autoridades electorales locales. En el modelo 
que se tiene desde ese año se cuenta con un instituto 
nacional que respeta la autonomía estatal. 

Sin embargo, la motivación original de la refor-
ma de 2014 era desaparecer a las instituciones loca-
les. El acuerdo 90 del llamado Pacto por México de 
2013 señalaba como objetivo “construir una autori-
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dad electoral de carácter nacional y una legislación 
única, que se encargue tanto de las elecciones fede-
rales, como de las estatales y municipales” (Núñez; 
2021: 55). Este planteamiento fue a solicitud de los 
partidos perdedores en 2012, quienes consideraban 
que la mayor perversión del sistema electoral era “la 
intromisión de los gobernadores en la vida demo-
crática de sus estados y el control ejercido por ellos 
sobre las instituciones que deberían controlar al Po-
der Ejecutivo local” (Núñez; 2021: 55). Ello “come-
tía el error de generalizar una realidad nacional que 
contenía muchas diferencias entre entidades, según 
la composición de cada congreso, el poder efectivo y 
estilo de cada gobernador, así como la personalidad 
y la ética de cada consejero. Sin embargo, no puede 
negarse una buena dosis de verdad tras la sospecha” 
(Rivera; 2020: 82). Este argumento como principal 
motivación de la reforma también es señalado por 
Favela (2014) y Bórquez y Cruz (2016).

El problema identificado no era su existencia 
sino su integración. Así, se decidió que debía mo-
dificarse el método de designación. Ello permitió la 
creación de los Órganos Públicos Locales Electora-
les (OPLE), cuya designación de las consejerías fue 
absorbida por el Consejo General del INE, así como 
se homologó la estructura de los Tribunales Locales 
con una designación del Senado de la República. La 
decisión final fue la creación de un esquema híbri-
do: independientes de lo federal en los recursos y 
funciones definidas, pero con injerencia del institu-
to nacional en el nombramiento de sus integrantes. 
Los institutos locales “ganaron autonomía frente 
a los poderes políticos locales, pero quedaron su-
bordinados parcialmente al INE. Son autónomos 
constitucionalmente, con personalidad jurídica y 
patrimonio propios; se rigen tanto por las leyes lo-
cales electorales, de participación ciudadana y otras 
aplicables, como por leyes generales de la materia 
(…) sus asignaciones presupuestales están sujetas a 
lo que dispongan al respecto el ejecutivo y el legisla-
tivo locales (lo cual no es irrelevante), mientras que 
la integración de sus órganos máximos de dirección 
está en manos del INE” (Rivera 2020: 82).

Durante 2022 se han propuesto diversas modi-
ficaciones al orden jurídico electoral del país. En 
abril, el titular del Ejecutivo Federal envió un pro-
yecto para centralizar los procesos, por medio de la 
desaparición de los OPLE y los Tribunales Electo-
rales estatales. Se crearía el Instituto Nacional de 
Elecciones y Consultas que “sería la única autoridad 
administrativa electoral del país. Sus funciones ab-

sorberían las de los órganos públicos locales (OPL), 
es decir, organizaría la totalidad de los procesos 
electorales dela República, a nivel nacional, estatal 
y municipal” (Cámara de Diputados, 2022: 10). 

A diferencia de 2014, en que la discusión se cen-
tró en que era necesario mantener la independencia 
de sus funcionarios, en esta ocasión el argumento 
de mayor peso ha sido el de los ahorros. La misma 
propuesta argumenta que “se dejarían de erogar 
cuantiosos recursos que actualmente se gastan en 
las estructuras de los órganos electorales. Basta ob-
servar que, además de lo asignado al INE, cada año 
se gastan más de 13,000 millones de pesos para sos-
tener a los OPL (...). Además del gigantismo de los 
órganos electorales locales, hay que agregar la irre-
levancia de los tribunales locales en materia electo-
ral” (Cámara de Diputados, 2022: 11).

En mayo de 2022, el Partido Revolucionario 
Institucional brindó una conferencia de prensa en 
la que anunció una propuesta de reforma donde el 
punto 8 se centraba en la “nacionalización plena 
de los comicios federales y locales” (Partido Revo-
lucionario Institucional, 2022), lo cual implica la 
desaparición de los OPLE. Sin entrar en detalles, 
se manifestó que esta propuesta también haría más 
barata la democracia. 

La premisa es que los órganos locales electora-
les administrativos y jurisdiccionales de las 32 en-
tidades federativas significan una carga onerosa al 
Estado mexicano. Sin embargo, no se ha analizado 
a profundidad si dicha eliminación generaría verda-
deramente ahorros partiendo del origen de los re-
cursos. De igual forma, aunque se ha señalado que 
podría haber ahorros por hasta 25 mil millones de 
pesos (Canal del Congreso, 2022), este dato duplica 
lo expresado en la iniciativa de decreto. El siguien-
te apartado se centrará en un análisis real sobre los 
gastos proyectados para el año 2022. 

III. Análisis de los costos electorales en las 
entidades federativas

Los recursos públicos ejercidos por los gobiernos de 
las entidades federativas provienen de dos fuentes: 
a) recaudación de los gobiernos y b) transferencias 
federales. Sobre las transferencias federales, la Ley 
de Coordinación Fiscal asigna los criterios genera-
les de asignación de recursos y el Presupuesto de 
Egresos de la Federación de cada año establece el 
estimado de recursos que se transferirá a cada esta-
do. De igual manera, las fórmulas de cálculo de las 
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principales partidas o ramo son públicas y objeti-
vas. A manera de comparación, “en 2021 se realiza-
ron transferencias de recursos a las entidades fede-
rativas y municipios vía Gasto Federalizado por un 
monto total de 2 millones 14 mil 44.6 mdp (millones 
de pesos), cifra que representa el 29.8 por ciento del 
Gasto Neto Total para el ejercicio fiscal de 2021” 
(CEFP, 2022, 7). De ese porcentaje, el 41 por cien-
to correspondió a aportaciones federales del Ramo 
33 y 45.5 por ciento a participaciones federales del 
Ramo 28. Como se mencionó, ambos ramos cuen-
tan con fórmulas y procedimientos de distribución 
de recursos. El Ramo 28, por ejemplo, cuenta con el 
Fondo General de Participaciones que considera va-
riables como crecimiento económico, recaudación y 
tamaño de la población. También se destaca que al-
gunos de estos recursos son transferidos de manera 
casi automática a los gobiernos municipales. 

El pacto federal faculta a que cada legislatura 
local apruebe el presupuesto de cada año para su 
respectiva entidad federativa. Este estudio recabó 
información de la versión publicada para cada enti-
dad con la respectiva Ley de Egresos, Presupuesto o 
Dictamen que corresponda. Se generó una base de 
datos que incluye el monto presupuestado para el 
OPLE y el Tribunal local. A manera de comparación 
se incluyó también el gasto total presupuestado. 

Las fuentes primarias de información utilizadas 
son públicas y oficiales. En todos los casos fue el 
documento aprobado por el Congreso local de cada 
entidad federativa, en el cual se incluye de mane-
ra específica el gasto de la entidad federativa y la 
cantidad de recursos que le serán asignados tanto 
al OPLE como al Tribunal. Si bien en algunos casos 
fue más sencillo encontrar el documento en la pági-
na del Instituto, en la de la Secretaría de Finanzas 
o equivalente, o en la del Congreso local, el meca-
nismo para su aprobación es el mismo en todos los 
estados1.

Una posible crítica a este método es que no refle-
jan el total gastado sino el aprobado. Sin embargo, 
en términos comparativos no existe un solo docu-
mento similar por entidad federativa que provenga 
de una fuente independiente (como el Congreso lo-
cal) en donde se dé cuenta. De igual forma se sabe 
que durante el año se hacen ajustes al alza o a la 

1 La única excepción fue Morelos, debido a que el presu-
puesto en 2022 no fue aprobado, por lo que por disposi-
ción oficial se mantiene el del año anterior. Por tal razón, 
se tomó como dato el del presupuesto 2021.

baja, pero visualizar esos cambios en tiempo real 
supondría serias complicaciones metodológicas por 
las fechas de corte, el proceso que debe seguirse en 
cada entidad (desde quién comienza la solicitud o 
quién la autoriza) o si los conceptos incluidos son 
justificados o no. 

La decisión de incluir lo presupuestado en am-
bas instituciones es para descartar hipótesis sobre 
los costos de dichos organismos, como que el Tri-
bunal y el OPLE tuvieran costos similares o no jus-
tificables. La suma de ambas variables se le llamó 
“Gasto Electoral”. Posteriormente se hicieron diver-
sos análisis tanto de la distribución global como de 
los valores absolutos y relativos en cada entidad. Es 
decir, no se descartó que existieran observaciones 
fuera de rango (outliers) o entidades cuyo gasto por 
sí mismo fuera exorbitante. Los datos con los de las 
32 entidades federativas están concentrados en la 
tabla 1. 

Una primera conclusión es que el gasto electo-
ral en todos los estados es muy pequeño respecto 
al presupuesto de las entidades. Sumando lo presu-
puestado en las 32 entidades federativas, el gasto 
asciende a $2,392,354,204,564. De esta cantidad 
de recursos, los OPLE recibieron como presupues-
to $11,160,052,123.00, mientras que los Tribuna-
les un total de $1,728,939,037.00. Es decir, de los 
casi 2.4 billones de pesos asignados para este año, 
únicamente $12 mil 888 millones de pesos fueron 
destinados a sufragar el gasto electoral local en las 
entidades. Porcentualmente, el gasto destinado fue 
del 0.5388 por ciento del total, siendo un prome-
dio por entidad de 0.585 por ciento. Esto implica 
que las estimaciones más comunes para obtener 
datos de tendencia central ni siquiera llegan al 0.6 
por ciento, considerando que estos datos incluyen 
a los órganos administrativos y jurisdiccionales. El 
gasto es tan reducido que ni siquiera son fácilmente 
perceptibles. En la gráfica 1, las dos barras del lado 
derecho representan el gasto electoral. 
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Entidad Gasto Electoral 
(OPLE + Tribunal)

Presupuesto 
estatal

% GE Entidad Gasto Electoral 
(OPLE + Tribunal)

Presupuesto 
estatal

% GE

Aguascalientes $203.29 $28,301.81 0.72% Morelos $212.38 $24,653.01 0.86%

Baja California $248.80 $62,878.07 0.40% Nayarit $102.47 $25,081.80 0.41%

Baja California 
Sur $117.21 $18,665.06

0.63% Nuevo León
$566.03 $118,194.25

0.48%

Campeche $201.02 $22,349.94 0.90% Oaxaca $698.13 $82,808.20 0.84%

Chiapas $327.89 $104,576.03 0.31% Puebla $366.90 $104,094.39 0.35%

Chihuahua $448.25 $81,352.62 0.55% Querétaro $208.85 $45,898.42 0.46%

Ciudad de 
México $1,431.96 $234,000.88

0.61% Quintana Roo
$452.06 $34,611.21

1.31%

Coahuila $257.63 $56,888.31 0.45% San Luis Potosí $210.56 $53,121.89 0.40%

Colima $62.67 $18,565.43 0.34% Sinaloa $136.59 $58,139.16 0.24%

Durango $323.77 $35,819.77 0.90% Sonora $327.00 $66,941.22 0.49%

Estado de 
México $1,582.77 $322,125.22

0.49% Tabasco
$227.92 $55,954.44

0.41%

Guanajuato $466.44 $92,669.57 0.50% Tamaulipas $598.92 $65,089.91 0.92%

Guerrero $378.88 $67,690.88 0.56% Tlaxcala $140.25 $22,620.42 0.62%

Hidalgo $675.01 $54,892.98 1.23% Veracruz $740.61 $135,763.20 0.55%

Jalisco $300.91 $137,286.51 0.22% Yucatán $246.41 $46,038.05 0.54%

Michoacán $469.04 $81,546.09 0.58% Zacatecas $158.39 $33,735.47 0.47%

Fuente: Elaboración propia con información obtenida de los presupuestos de egresos de las entidades federativas aprobados por los Congresos locales para 
2022. Datos en millones de pesos y disponibles en: https://drive.google.com/file/d/1QKb978UIdOVBflIEU6afTf7OXcK-KwMm/view?usp=sharing

Tabla 1. Costos de los OPLE, Tribunales locales y gobiernos estatales para 2022

Gráfica 1. Gasto electoral y no electoral en entidades federativas 2022
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Una crítica común a este argumento puede ser el 
hecho de que algunos órganos son más caros que el 
resto. Como ya se mencionó, una variable muy rele-
vante en la asignación de participaciones federales 
es el tamaño de la población. Analizando de manera 
detallada las entidades federativas, no es sorpresivo 
que las entidades con mayor gasto electoral aproba-
do en 2022 sean de las más pobladas o tienen elec-
ción de titular del Ejecutivo estatal: Estado de Mé-
xico, Ciudad de México, Veracruz, Oaxaca, Hidalgo 
y Tamaulipas. Si bien las primeras dos rebasan los 
1 mil millones de pesos, porcentualmente represen-
tan el 0.49 por ciento y el 0.61 por ciento del presu-
puesto de su entidad (Gráfica 2). 

Sin embargo, el costo de oportunidad de la asig-

nación del presupuesto recae en las propias entida-
des federativas. Por ello se decidió analizar el por-
centaje de gasto electoral en cada entidad respecto 
a su propio presupuesto. Para este año, las cuatro 
entidades con mayor porcentaje de gasto electoral 
son Quintana Roo (1.3 por ciento), Hidalgo (1.2 por 
ciento), Tamaulipas (0.92 por ciento) y Durango 
(0.90 por ciento). En todas esas entidades hubo 
elección para gubernatura, por lo cual el incremen-
to en el gasto se justifica e, incluso, podría afirmarse 
que hay un gran retorno de inversión. Dicho de otra 
forma, que una entidad destine hasta el 1.3 por cien-
to de su presupuesto en un año para dar certeza al 
accionar gubernamental por los próximos seis años 
es sensato y austero (Gráfica 3). 

Gráfica 2. Gasto electoral por entidad (OPLE + Tribunal) en 2022 en millones de pesos

Gráfica 3. Porcentaje de gasto electoral por entidad respecto al presupuesto 
de la entidad federativa para 2022
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En el otro extremo, cuatro entidades tienen un 
gasto menor al 0.35 por ciento. Ellas son: Colima 
(0.33 por ciento), Chiapas (0.314 por ciento), Sina-
loa (0.23 por ciento) y Jalisco (0.22 por ciento). Tie-
nen como común denominador que este año no hay 
elecciones. Se puede argumentar que los mismos 
Congresos locales interpretan los momentos donde 
es sensato bajar el presupuesto de los órganos y tri-
bunales. Además, el rango porcentual entre entida-
des es similar: el promedio es de 0.585 por ciento, 
con un mínimo de 0.219 por ciento y un máximo de 
1.3 por ciento. De hecho 21 entidades están debajo 
de la media y en todos los casos, el Tribunal tiene 
menor costo que el OPLE, razón por la cual el siste-
ma electoral local es congruente (Gráfica 3).

En todas las entidades, el 0.585 por ciento pro-
medio incluye las prerrogativas a partidos políticos, 
una de los principales elementos del sistema elec-
toral mexicano para garantizar equidad en las con-
tiendas. El hecho de que sea dinero asignado a parti-
dos implica que los OPLE únicamente transfieren el 
recurso. En el caso del estado de Aguascalientes, el 
“presupuesto de egresos del estado de Aguascalien-
tes, para el ejercicio fiscal del año 2022” sí desglo-
sa ambos conceptos y de los 182 millones de pesos 
asignados, más de la mitad (53 por ciento) es para 
partidos políticos. Además, es importante destacar 
que en 2022 se realizó elección de gubernatura. 

IV. Conclusiones

La desaparición de las autoridades electorales lo-
cales no es un debate nuevo. Sin embargo, durante 
la reforma de 2014 -cuando también se planteó su 
desaparición- se observó que el problema no eran 
los institutos sino el método de designación. Por tal 
razón, únicamente se modificó la forma en que eran 
integrados. En 2022 el argumento reformista se ha 
centrado en los costos que representan. Sin embar-
go, tras integrar información de los presupuestos 
aprobados para los OPLE y Tribunales locales de las 
32 entidades federativas, se encontró que su des-
aparición representaría únicamente el 0.5 por cien-
to del presupuesto de los gobiernos estatales. 

Otro hallazgo fue que el sistema es congruente, 
pues las entidades con mayores costos para 2022 
son las más pobladas o las que tienen proceso elec-
toral y en entidades sin estas características el cos-
to puede representar únicamente el 0.2 por ciento. 
Esto implica que las instituciones locales pueden 
ser consideradas austeras dentro de la carga presu-

puestal estatal y su eventual desaparición no gene-
raría grandes ahorros. 

La presente investigación demuestra que los 
gastos de OPLE y Tribunales no son onerosos y su 
desaparición incluso podría generar otros costos 
y no sólo económicos sino operativos y políticos. 
Como bien señala Rivera (2020: 106): “De no existir 
los OPLE, la carga operativa y política sobre el INE 
resultaría inmanejable”.
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Los límites de la democracia
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Sumario: I. Planteamiento. II. El 
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social. V. Fuentes de consulta. 

Resumen

En el imaginario colectivo existe la con-
vicción de que las elecciones constituyen 
el elemento sustancial de la democracia. 
La imposición de esta idea legitima, en 
última instancia, un mecanismo de se-
lección de funcionarios que, más allá de 
su importancia, no puede representar la 
esencia de un régimen democrático. 

Para discernir sobre las notas consti-
tutivas del mismo, habrá que destrabar 
tres preguntas de carácter teórico, por 
lo menos, las cuales implican referirse a 
sus alcances y límites empíricos. Efecti-
vamente, como ya se puede deducir, el 
problema democrático no solo tiene que 
ver con la planeación y el desarrollo de 
unos comicios para la elección de cargos, 
reglamentados por una legislación espe-
cífica, sino principalmente con una serie 
de condiciones sociológicas, económicas 
y políticas que deben estar presentes en 
una sociedad. 

Frente a una teoría convencional mi-
nimalista de la democracia, se requiere 
de una teoría crítica que posibilite su 
realización futura, superando los aguje-
ros negros de los que muchos estudio-
sos ya han dado cuenta. En este sentido, 
urge trabajar en las coordenadas de al-
gunos problemas que esta teoría crítica 

de la democracia debería contener. Ob-
viamente, aquí no se pretende explorar 
estas coordenadas. Nuestro propósito es 
muy modesto, en este texto nos ceñire-
mos a revisar superficialmente esos tres 
pendientes incumplidos de la democra-
cia: acotamiento de las élites, competen-
cia política real y justicia social. 

Palabras claves: democracia oli-
gárquica, cultura política, competencia 
política ciudadana, principio de com-
pensación, justicia social democrática.

I. Planteamiento

En un texto de 1989, Norberto Bob-
bio reflexiona sobre lo que llama 
las transformaciones de la demo-

cracia, para evitar explícitamente el uso 
del término crisis. La obra está integra-
da por ocho artículos en los que hace un 
diagnóstico del sistema democrático, 
llegando a la conclusión de que si bien 
la democracia no goza de óptima salud, 
tampoco puede decirse que se encuentre 
al borde del paroxismo y del colapso in-
minente.

La apuesta de Bobbio se funda en una 
esperanza pesimista. Advierte que si bien 
la democracia se encuentra en un estado 
precario, no se ve seriamente amenazada 
por movimientos realmente dictatoriales 
o fascistas, por lo menos, en la mayoría 
de las naciones de esa categoría geográfi-
ca-cultural llamada Occidente. [Comen-
tario al margen: habría que deducir que 
las voces que señalan que determinados 
gobiernos electos por la vía del voto po-
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pular son un peligro para la democracia, lo hacen 
como burda estrategia discursiva en el marco de la 
lucha por el poder]. El carácter inestable es propio 
de su naturaleza misma, la cual se encuentra en 
constante evolución y desarrollo.

Por otro lado, pese a sus deficiencias, el sistema 
democrático es la mejor opción para la distribución 
del poder. Si la democracia ha decepcionado a la 
ciudadanía, no es tanto por lo que representa en su 
condición mínima, es decir, un conjunto de reglas 
que establecen quién está autorizado para tomar 
las decisiones colectiva y bajo qué procedimientos, 
sino por las promesas que abrigó y que no ha podido 
cumplir. 

Precisamente, en el primer ensayo de esta com-
pilación titulada El futuro de la democracia, publi-
cada por el Fondo de Cultura Económica, Bobbio 
enumera seis de estas falsas promesas: 1) la sustitu-
ción del individuo como sujeto político por los gru-
pos de poder; 2) la subordinación de la representa-
ción política a la representación de los intereses; 3) 
la persistencia de los poderes oligárquicos; 4) la no 
permeabilidad de la lógica democrática es espacios 
más allá de lo político, como el sector corporativo y 
el aparato administrativo que también toman deci-
siones obligatorias para la mayoría; 5) la incapaci-
dad para desterrar la influencia del poder invisible, 
por ejemplo, la delincuencia organizada; 6) la defi-
ciente formación de una ciudadanía educada en la 
cultura democrática. 

Un breve paréntesis: 
Como hipótesis de trabajo podemos suponer que 

las promesas incumplidas pueden derivar de múlti-
ples causas. Entre ellas, cabe pensar en la prioridad 
que se ha dado a los modelos teóricos minimalis-
tas por encima de los modelos críticos. Plantear la 
democracia desde uno u otro, deriva en propuestas 
prácticas con alcances y resultados distintos.

Metodológicamente, hay que considerar que la 
diferencia entre un modelo y otro no radicaría tanto 
en sus contenidos, sino en el modo de estructurar 
las problemáticas. En este sentido, sus métodos y 
sus puntos de partida serían los elementos claves en 
su distinción. 

Por ejemplo, podemos establecer como premisa 
que los modelos minimalistas estarían centrados 
en el plano procedimental y en los derechos indi-
viduales asumidos en un horizonte utilitarista, pre-
firiendo métodos de corte jurídico-administrativo 
y funcionalista. Por su parte, los modelos críticos 
tendrían su punto de partida en la generación de 

procesos emancipatorios a través de constantes es-
trategias de participación de base, optando por un 
método hermenéutico-histórico materialista. En 
ambos modelos, el contenido se dirige a la acción 
de tomar parte en el poder público y a la toma de 
decisiones, pero sus fundamentos, perspectivas y 
finalidades son distintos.

Cerrando esta digresión, paso a revisar tres pro-
mesas incumplidas de la democracia, en la expre-
sión que emplea Bobbio. 

II. El problema de las élites y las oligarquías

La pregunta que subyace al subtítulo del apartado 
encierra una paradoja: ¿cómo lograr la horizontali-
dad del poder en un sistema democrático? En el es-
píritu mismo del concepto, la democracia supone el 
gobierno del pueblo como una entidad formada por 
sujetos libres e iguales. Sin embargo, en la realidad, 
todo señala a que las decisiones trascendentales 
quedan en manos de unos pocos que, generalmente, 
también detentan el poder económico. 

Los Estados Unidos son el ejemplo más claro de 
una democracia de élites. Los consorcios digitales, 
la industria armamentista, minera, petrolera y au-
tomotriz, entre otras, son únicamente la punta del 
iceberg de los grandes poderes privados que con-
trolan al gobierno norteamericano. Desafortunada-
mente, no es un caso aislado o excepcional, sino la 
muestra de una regularidad internacional. 

La representación política que deberían ejercer 
los representantes electos por voto popular, es de-
cir, la obligación que tienen para velar por los inte-
reses de la nación, como lo advierte Bobbio, queda 
desplazada por el mandato a que se ven obligados 
los representantes para defender los intereses pri-
vados.

La apuesta de la democracia liberal, en una de 
sus versiones más extremas, consiste en poner en 
marcha un sistema neocorporativista, en el cual el 
gobierno haga de mediador entre los grandes gru-
pos con intereses contrapuestos. En este sentido, 
la representación política a la que, teóricamente, se 
deben los representantes, es simplemente una ilu-
sión que se mantiene viva gracias al debate concep-
tual. 

El lobbying es la expresión operativa de la repre-
sentación de intereses. Los grupos de presión pu-
lulan en el recinto de los congresos, pero también 
en espacios aparentemente neutrales como la aca-
demia.
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Las producciones intelectuales de estos grupos 
no son fortuitas. En realidad, obedecen a la lógica 
de la lucha simbólica que se da en el espacio social 
entre dominados y dominantes por imponer una 
visión autorizada del mundo. Retomando ideas del 
sociólogo Pierre Bourdieu, podemos decir que el co-
nocimiento funciona como el mensajero de un or-
den invisible que difunde imperativos políticos. 

Varios académicos y periodistas han documen-
tado que los grupos de poder invierten en la produc-
ción de conocimiento, a través de los llamados think 
thank o centros de pensamiento, conformados por 
diversos especialistas con un objetivo concreto: in-
fluir en los ciudadanos y en los gobiernos, a partir 
de la autoridad que les conceden los planteamientos 
puramente técnicos; es decir, propuestas supuesta-
mente ajenas a intereses políticos e ideológicos que 
se presentan como soluciones estrictamente racio-
nales a problemas complejos. 

La inversión en este tipo de conocimiento no es 
desinteresada ni neutral, mucho menos en la era de 
la globalización en donde éste juega un papel clave. 
Por eso, la sociedad globalizada se entiende como 
una sociedad del conocimiento, la cual hace de la 
innovación tecnológica y la transferencia de infor-
mación, las piezas que marcan la diferencia entre 
los competidores exitosos del mercado. 

En esta dirección, el financiamiento de los gru-
pos de poder a estos think thank, es tan necesario 
como el destinado al cabildeo o lobbying. Las ins-
tituciones The Heritage Foundation (https://www.
heritage.org/), Atlas Network (https://www.atlas-
network.org/) y The Cato Institute (https://www.
elcato.org/), son ejemplos de los aproximadamente 
8 mil think thakn a nivel internacional que traba-
jan por posicionar una agenda de políticas públicas 
conservadoras, es decir, destinadas a fomentar la 
gran propiedad privada, el libre mercado y la míni-
ma intervención del Estado. 

La influencia de esos centros de pensamiento 
norteamericanos no se restringe a los Estados Uni-
dos, sino que abarca diversos países. Por ejemplo, 
en el caso de México, la Red Atlas tiene como aso-
ciados a la organización Caminos de Libertad, liga-
da al empresario Ricardo Salinas Pliego (https://
centroricardobsalinaspliego.org/caminosdelaliber-
tad); al Instituto Estratégico de Pensamiento Ágora, 
vinculado con el Tecnológico de Monterrey, Gru-
po Cinépolis y Grupo Bimbo; al Instituto Mexica-
no para la Competitividad (https://imco.org.mx/), 
en cuyo Consejo Directivo está Antonio del Valle, 

Presidente del Consejo Mexicanos de Negocios, así 
como a México Evalúa (https://www.mexicoevalua.
org/), organización dedicada al análisis de los pro-
gramas gubernamentales. 

III. El problema de la competencia política 
ciudadana

Uno de los factores que ha estado presente entre 
los teóricos de la democracia es la educación de la 
ciudadanía. El argumento principal supone que la 
educación forma la virtud cívica, la cual permite la 
participación activa, principalmente, en el plano 
electoral. 

De hecho, con la introducción de las llamadas 
competencias educativas, impulsadas en gran me-
dida con la obra del pedagogo y sociólogo suizo Phi-
lippe Perrenoud, Diez nuevas competencias para 
enseñar y desarrollar la práctica reflexiva en el ofi-
cio de enseñar, aparecido en varios artículos desde 
1997, se ponen en marcha diversos programas para 
llevar esta propuesta al ámbito de la ciudadanía. 
Un ejemplo concreto, es el libro del filósofo español 
José Antonio Marina titulado Competencia social y 
ciudadana, publicado en 2007. 

Si tenemos en mente la obra Democracia y edu-
cación del filósofo John Dewey, aparecida en 1915, 
no nos deben resultar extraños los esfuerzos por 
plasmar una vertiente cívica en los programas edu-
cativos. O bien, por proyectar programas de educa-
ción ciudadana desde instituciones estrictamente 
políticas, como en nuestro caso, el Instituto Nacio-
nal Electoral. 

En el prefacio a su obra, Dewey señala: “Las 
siguientes páginas representan un esfuerzo para 
descubrir y expresar las ideas contenidas en una 
sociedad democrática y para aplicar estas ideas a 
los problemas de la obra educativa. La explicación 
comprende una indicación de los objetivos y méto-
dos de la educación pública considerada desde este 
punto de vista y una valoración crítica de las teorías 
del conocimiento y del desarrollo moral que fueron 
formuladas en condiciones sociales anteriores pero 
que aún actúan en las sociedades nominalmente de-
mocráticas para dificultar la adecuada realización 
del ideal democrático”.

Más adelante, en el capítulo VII, relativo al ideal 
democrático, advierte que la democracia es más que 
una forma de gobierno, “es primariamente un modo 
de vivir asociado, de experiencia comunicada junta-
mente”. Este es, a mi entender, el punto que subya-
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ce al concepto de cultura política y, de alguna ma-
nera, al planteamiento de Norbert Lecnher en los 
Patios interiores de la democracia: subjetividad y 
política. Es decir, la democracia como modelo vital 
colectivo. 

En efecto, uno de los temas preferidos de la cien-
cia política norteamericana en la segunda mitad del 
siglo XX, fue la cultura política, precisamente como 
un concepto que implica un cierto modo de edu-
cación del ciudadano sobre el interés en los asun-
tos públicos. Como se sabe, los politólogos Gabriel 
Almond y Sidney Verba plantearon, a partir de un 
estudio comparativo internacional en los primeros 
años de la década de los 60´s, tres tipos de cultura 
política asociados a distintos modos de participa-
ción ciudadana, con los cuales pretendieron descri-
bir los comportamientos políticos de los miembros 
de una sociedad.

Como lo he señalado en otro artículo, con base 
en las críticas del politólogo Adam Przeworski, la hi-
pótesis que sustentaba su análisis era la existencia 
de una relación causal entre cultura y democracia. 
Advertían que el sistema político se internaliza en 
los planos cognitivos y emocionales de las personas. 
Por eso, para Almond y Verba, lo más importante 
para caracterizar un régimen democrático, no era 
que contara solo con instituciones propias de la de-
mocracia, sino constatar que los ciudadanos man-
tenían patrones de comportamiento político acorde 
con una cultura cívica. 

Desde entonces, la cultura política ha sido un 
tema controvertido, pero muy socorrido entre los 
sociólogos y politólogos. No estaría de acuerdo con 
Bobbio en señalar que el tema se ha decolorado, 
más bien a llevado a plantear el problema desde 
otra lógica, lo cual ha puesto en duda si la subjetivi-
dad política puede asirse correctamente desde esta 
categoría.

Frente al concepto de cultura política, cabe opo-
ner el de competencia política. Si en el primero la 
clave radica en el interés y la intensidad de la parti-
cipación de los ciudadanos, en el segundo se coloca 
en el convencimiento que los mismos tienen sobre 
su capacidad real para influir en los asuntos públi-
cos. En este sentido, los aportes de Bourdieu dan luz 
para plantear el problema de la participación demo-
crática no en términos educativos, sino de desigual-
dad social.

De manera muy resumida, la competencia polí-
tica relaciona la subjetividad política, el sentimien-
to fuerte de estar autorizado y capacitado para in-

tervenir o actuar en política, con la estructura del 
campo político, en la medida en que el desarrollo de 
ese sentimiento fuerte para actuar en política, está 
en función de las posibilidades reales del ciudadano 
para ejercer esa capacidad. 

En una democracia, ambos factores deberían 
estar articulados; sin embargo, si analizamos los 
resultados arrojados por múltiples encuestas, ob-
servamos que uno de los desencantos de los ciu-
dadanos consiste en no ser tomados en cuenta en 
determinadas decisiones, las cuales no solamente se 
refieren a los gobiernos, sino a otras instituciones 
como los partidos. Esto significa, tajantemente, que 
la participación ciudadana en un sistema político 
democrático es ficticia o, en el mejor de los casos, 
mínima. 

 
IV. El problema de la justicia social

Uno de los reclamos más sentidos hacia los regí-
menes democráticos ha sido su incapacidad para 
acabar con la desigualdad, aunque paradójicamente 
se ha aplaudido su capacidad para generar riqueza, 
como en el caso de Seymour Martin Lisept en su 
texto de El hombre político. Pese a ello, Bobbio no 
coloca este reclamo entre las seis promesas falsas. 

Algunos pueden pensar que no guardan relación 
directa o fuerte, lo uno y lo otro. Esto es verdad si 
tenemos en mente un modelo de democracia mini-
malista y un modelo económico de libre mercado 
que separan las diversas esferas de la acción social. 
Sin embargo, aún dentro de estos esquemas, no se 
puede pasar por alto que las condiciones económi-
cas influyen en la calidad democrática. El ejemplo 
más claro está en el clientelismo electoral. 

Por otro lado, en la teoría democrática la igualdad 
resulta un elemento tan fundamental como la liber-
tad, lo cual se pone de manifiesto en los ideales de la 
Revolución Francesa. A partir de allí, los dos modelos 
democráticos paradigmáticos, no pueden sino rela-
cionar igualdad y libertad de modo complementario. 
Por un lado, la democracia representativa parte del 
presupuesto de la condición de igualdad de todas las 
personas y, en consecuencia, de la necesidad de un 
estado de libertad para poder elegir. Por su parte, la 
democracia participativa advierte que, si bien la con-
dición de igualdad y libertad son presupuestos funda-
mentales, éstos no pueden realizarse sino en el más 
amplio involucramiento directo en la toma de deci-
siones públicas, aun y cuando el mismo Rousseau ad-
vierta que esto no puede ser posible ni deseable.
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Puesto que la democracia ha sido cooptada por 
el modelo liberal, la relación con la igualdad siem-
pre ha sido problemática. El mismo Montesquieu 
en el Espíritu de la Leyes advierte que aunque la 
igualdad es el alma del Estado, no es fácil estable-
cerla, ni sobre todo, convendría establecerla siem-
pre con demasiado rigor. Tres siglos más tarde, los 
planteamientos de Gaetano Mosca, Vilfredo Pareto 
y Joseph Schumpeter parecen asumir esta conside-
ración, al pretender que, dada una imposible igual-
dad social entre las personas, lo más adecuado es 
que el gobierno quede en manos de las élites. La 
pregunta resulta inevitable: ¿cómo conciliar la 
democracia con la igualdad social?

Una de las salidas más aplaudidas al problema, 
es el principio de compensación expuesto por John 
Rawls en su teoría de la justicia. Si bien, se ha re-
conocido el carácter revolucionario de su propuesta 
para la filosofía política contemporánea, a mi modo 
de ver, su talón de Aquiles yace en este principio.

En efecto, este autor, desde la perspectiva de un 
liberalismo renovado que toma en cuenta la preocu-
pación de la justicia social reclamada por el socialis-
mo, apuesta, precisamente, porque en una sociedad 
con diferencias de todo tipo, sobre todo de aquellas 
desigualdades inmerecidas de corte natural, la justi-
cia democrática favorezca a quienes, por estas dife-
rencias, puedan estar en desventaja frente a quienes 
no las padecen. 

De esta manera, un gobierno democrático no se 
plantea acabar con las estructuras que propician la 
desigualdad social en el sistema, sino únicamente 
diseñar políticas públicas que permitan oportuni-
dades de inclusión para los menos favorecidos, en 
un contexto permanente de desigualdad. Pero, ¿se 
puede hablar de una auténtica justicia social demo-
crática? 

La desigualdad está en relación directa con la 
realización de la justicia social. En este sentido, las 
teorías críticas de la democracia, necesariamen-

te, vinculan el ejercicio del poder con los procesos 
emancipatorios que lleven a cristalizar la justicia 
social de manera total. Este es punto alrededor del 
cual giran otros, como la horizontalidad de las rela-
ciones de poder y la construcción del sujeto políti-
co. Sin embargo, parece evidente que las objeciones 
más agrias a estas propuestas apuntan hacia el ca-
rácter utópico de sus planteamientos.

Es probable que el modelo más cercano a una 
teoría crítica de la democracia sea el Estado de Bien-
estar. Sin embargo, aquí también existen diferentes 
versiones no necesariamente compatibles y, en este 
sentido, la promesa de la igualdad social se ve como 
un fracaso democrático. 
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Resumen

Los procesos de elección de las conse-
jerías del Instituto Nacional Electoral 
(INE) son a través de nuestros repre-
sentantes de elección popular, ya que 
nosotros los facultamos y legitimamos a 
través de nuestro voto, lo que les da atri-
buciones para elegir a los mejores perfi-
les que figuren como árbitros de nuestra 
democracia. Sus facultades, atribuciones 
y actividades se encuentran reguladas 
dentro de la Constitución y en las leyes 
especializadas en materia electoral. 

Ante la idea de que las consejerías del 
INE sean electas por voto directo de la 
sociedad, desde nuestro posicionamien-
to podemos señalar que sería necesario 
que se cree un organismo autónomo en-
cargado de regular los procesos electora-
les para elegir a las consejerías y magis-
traturas electorales para, con ello, estar 
en posibilidad de garantizar los princi-
pios rectores del INE. En concordancia 
con ello, sería preciso que los candidatos 

para el cargo sean parte del servicio pro-
fesional de carrera a fin de garantizar el 
apartidismo, la autonomía y la indepen-
dencia de los consejeros. 

Palabras clave: INE, autonomía, 
apartidismo, democracia, elección po-
pular.

I. ¿Cuál es el papel que juegan las 
consejerías electorales en la vida 
democrática del país?

Hoy día, las personas expertas en 
la materia de la ciencia política, 
de teoría del Estado, así como 

también de la ciencia jurídica, nos han 
hecho saber que la democracia en el con-
texto internacional presenta enormes 
problemáticas; pero, en especial dentro 
de América Latina, y mucho se debe en 
gran medida al populismo que los go-
bernantes ejercen, qué más allá de ir en 
miras de buscar el desarrollo y bienestar 
de sus gobernados, y de buscar esa pro-
gresividad en cuanto a derechos y liber-
tades humanas, buscan eliminar y des-
truir a las instituciones actuales, con el 
fin de crear y establecer las condiciones 
necesarias para efectos de mantenerse 
en el poder. Esto es algo que puede verse 
con toda claridad en diversos países al 
interior del continente americano; por 
ello, es necesario establecer parámetros 
y limitaciones a los poderes del Estado y 
a sus operadores para lograr consolidar 
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esa gobernabilidad al interior del país, basada en 
una democracia funcional en la que se protejan los 
derechos y libertades de todos. 

En este orden de ideas debemos partir de la si-
guiente interrogante: ¿qué es la democracia? La pa-
labra desde su concepción etimológica se debe de 
entender como poder (kratos) del pueblo (demos). 
La democracia es una forma de hacer partícipes di-
rectamente a todos los sectores sociales, para efec-
tos de que formen parte de la toma de decisiones 
de su país a través del ejercer el derecho su derecho 
al voto. Ya lo mencionaba Norberto Bobbio, cuando 
establecía que, a través de los procesos electorales-
democráticos encontramos la vía para la consolida-
ción de la protección de los derechos y libertades. 
Por ello, no hay que excluir a ningún sector social, 
muestra de ello es lo siguiente:

En la medida en que algunos, no importa quiénes, 
son excluidos de estos beneficios, los intereses de los 
excluidos de estos beneficios quedan sin las garantías 
acordadas para los demás, y ellos mismos tienen 
menores posibilidades y ánimos que aquellos podrían 
tener por el desarrollo de sus energías para el bien 
propio y de la comunidad (Bobbio, 2018: 75).

Para garantizar la democracia es necesario que 
se contemplen los mecanismos más idóneos y efica-
ces para efectos de poder garantizarla con plenitud. 
Así mismo, a las instituciones encargadas de reali-
zar estos procesos se les debe tener en supervisión 
constante por parte de la ciudadanía para efectos de 
poder valorar su quehacer. Se necesitan meter a un 
control social. Ya lo mencionaba Tocqueville en su 
obra La democracia en América (1835-1840), de 
la cual John Keane rescata una idea esencial, mis-
ma que establece: “La vida social se va viendo más 
y más sobrepasada por instituciones políticas que 
afirman representar y proteger a la sociedad en su 
unidad” (Keane, 1998: 73).

En México la división de poderes –que en su mo-
mento fue desarrollada por Montesquieu– hoy en 
día ya se ve rebasada. Basta señalar que esta teoría 
se ve rebasada con la aparición de los organismos 
autónomos constitucionalmente reconocidos1. Des-
de 1992 dentro del sistema político jurídico mexica-

1 El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejer-
cicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Párrafo primero 
del artículo 49 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

no empieza a diseñarse la idea de incorporar y crear 
a los organismos autónomos. Al respecto, Pedro Sa-
lazar señala lo siguiente: 

Los órganos autónomos han venido adquiriendo una 
presencia creciente en el ámbito de la administración 
pública en México. En el marco del proceso de 
transición democrática y de construcción del Estado 
constitucional de derecho, algunas instancias públicas 
responsables de llevar a cabo tareas estratégicas 
para el buen funcionamiento del Estado adquirieron 
autonomía constitucional (Salazar, 2018: 591).

Actualmente dentro del Estado mexicano contamos 
con nueve organismos autónomos: Banco de Mé-
xico, Comisión Federal de Competencia Económi-
ca, Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 
Desarrollo Social, Fiscalía General de la República, 
Instituto Federal de Telecomunicaciones, Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía, Instituto Na-
cional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales y el Instituto Nacio-
nal Electoral (Cámara de Diputados, 2022). Estos 
organismos son contrapesos a los poderes tradicio-
nales.

Es el Instituto Nacional Electoral (INE) quien 
figura como el árbitro de la democracia mexicana. 
El Consejo General del INE se configura de, con 
derecho a voz y voto, una consejería presidencia y 
diez consejerías electorales; tiene integrantes con 
voz, pero sin voto, que son las consejerías del Po-
der Legislativo (una por cada fracción parlamenta-
ria representada en el Congreso de la Unión) y con 
una representación de cada partido que cuente con 
reconocimiento legal (Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, artículo 41). 

El INE es el “responsable de vigilar el cumpli-
miento con las disposiciones constitucionales y 
legales en materia electoral, y velar porque los 
principios de certeza, legalidad, independencia, im-
parcialidad y objetividad” (ídem), responsabilidad 
que recae en sus consejerías electorales. De ahí que 
sea de especial importancia poner atención en el 
proceso de elección de las consejerías electorales del 
INE para garantizar que las decisiones del Consejo 
General del Instituto sean apartidistas, sin intereses 
religiosos ni para favorecer al Estado (instituciones 
de gobierno o dependencias). 
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II. ¿Por qué el proceso de elección de las 
consejerías electorales no es por voto popular?

Los organismos autónomos representan un papel 
importante en la democratización del Estado mexi-
cano, en especial, el INE. Por ello resulta importan-
te preguntarse: ¿por qué el proceso de elección de 
las consejerías electorales no es por voto popular? 
Para responder esta cuestión es preciso recordar 
los principios rectores del INE: certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, máxima publicidad 
y objetividad. La respuesta a nuestra pregunta está 
fundada en el principio de imparcialidad. Para ga-
rantizar que las consejerías electorales tomen las 
mejores decisiones para el alcance de los objetivos 
del INE es indispensable que su juicio no se vea 
comprometido por deudas políticas, el peso de los 
partidos políticos a los que pertenecen, los futuros 
cargos a los que aspiren en el aparato gubernamen-
tal del Estado e intereses religiosos ni por intereses 
privados. Si bien nunca podremos garantizar plena-
mente esta imparcialidad, puesto que todas las per-
sonas tienen intereses particulares que no siempre 
revelan al público, podemos establecer mecanismos 
o procedimientos que permitan filtrar de las candi-
daturas a acceder al cargo de consejera o consejero 
electoral a los que tienen esta clase de inclinacio-
nes hacia uno otro sector, para que quien llegue a 
ocupar el cargo pueda ejercerlo sin haber adquirido 
deudas políticas que luego vicien su votación en el 
Consejo General del INE. 

III. Creación de un organismo autónomo 
especializado para la elección de las consejerías 
del INE

En caso de modificación en el proceso de elección 
de las consejerías del INE, este último no puede ser 
juez y parte dentro de estos procesos de elección de 
las consejeras y los consejeros y magistradas y ma-
gistrados electorales, ya que, por su naturaleza jurí-
dica, no está facultado para ello ni podría hablarse 
de imparcialidad en este tipo de procesos. 

Por ello sería necesaria la creación de un orga-
nismo autónomo encargado de regular los procesos 
electorales para elegir a las consejerías y magistra-
turas electorales para, con ello, estar en posibilidad 
de garantizar los principios rectores del INE. En 
concordancia con ello sería preciso que las candi-
daturas para el cargo sean parte del servicio profe-
sional de carrera a fin de garantizar el apartidismo, 

la autonomía y la independencia de las consejeras y 
los consejeros. 

La creación de este organismo deberá partir 
del marco constitucional; subsecuentemente en 
el marco legal y también existir la reglamentación 
correspondiente, en la que se detalle claramente el 
quehacer de este nuevo organismo autónomo que 
fungirá como el árbitro de los procesos de auscul-
tación y elección de las consejerías y magistraturas 
electorales. Este organismo, es necesario señalarlo, 
no fungirá como órgano auxiliar del INE; mucho 
menos buscara quitarle atribuciones que le compe-
ten, solo se limitará a realizar los procesos electora-
les para elegir las funcionarias y los funcionarios de 
este organismo. En pocas palabras: otro organismo 
autónomo especializado. 

Al ser un proceso complejo para tratar de crear 
un organismo de esta naturaleza, desde nuestro po-
sicionamiento tenemos algunos puntos que pueden 
ser base para su perfeccionamiento:

1.	 Autonomía: económica, técnica y adminis-
trativa.

2.	 Capacitación: las personas operadoras del 
organismo deberán de estar altamente capa-
citadas. Así mismo, que sean personas que 
por antecedentes no configuren el tráfico de 
influencias o representen un conflicto de in-
tereses.

3.	 Procesos: las convocatorias para las as-
pirantes y los aspirantes para los cargos de 
consejerías y magistraturas deberán ser di-
señados por este organismo, apegándose en 
todo momento al marco constitucional vi-
gente, legal, y así como también a las bases 
jurisprudenciales.

4.	 IV. Mecanismos de votación: Se deberá 
diseñar un modelo eficaz para que se garan-
tice con plenitud el voto de las ciudadanas y 
los ciudadanos en los procesos de elección de 
consejerías y magistraturas electorales.

5.	 Declaración de personas ganadoras: 
este organismo, al concluir la jornada elec-
toral, solamente se limitará a pronunciarse 
sobre los resultados obtenidos y otorgar la 
constancia correspondiente a la candidatura 
ganadora. 

6.	 Impugnaciones: se deberá de adherir a la 
Ley General del Sistema de Medios de Im-
pugnación en Materia Electoral un capítulo 
especial, para efectos de regular las impugna-
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ciones en las elecciones de consejerías y ma-
gistraturas electorales. 

Es claro que gran parte de la sociedad no cree en las 
instituciones del Estado mexicano, por ello esta pro-
puesta es una forma de darle credibilidad a la demo-
cracia mexicana. En tiempos venideros vendrá un 
debate interesante en el poder legislativo, así como 
también podría ser participe la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en el supuesto de presentarse 
y aprobarse esta iniciativa.

IV. Conclusiones

La democracia en el país es posible gracias a los prin-
cipios rectores de certeza, legalidad, independencia, 
imparcialidad, máxima publicidad y objetividad del 
organismo que se encarga de las elecciones. Si se 
materializa la idea de que las consejerías del INE 
sean electas por voto directo de la ciudadanía y no 
mediante sus representantes, como se realiza hoy 
en día, sería necesaria la creación de un organismo 
autónomo encargado de regular los procesos elec-
torales para elegir a las consejerías y magistraturas 
electorales para, con ello, estar en posibilidad de ga-
rantizar los principios rectores del INE. 

Además, sería preciso que las candidaturas para 
el cargo sean parte del servicio profesional de carre-
ra a fin de garantizar el apartidismo, la autonomía, 

la preparación y la independencia de las consejerías. 
El apartidismo y la no injerencia de intereses reli-
giosos ni gubernamentales en la toma de decisiones 
del Consejo General del INE es una de las piedras 
angulares de la autonomía de dicho organismo. 
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I. Introducción

En el mes de febrero de 2022, Méxi-
co fue degradado de “democracia 
defectuosa” a “régimen hibrido” 

en el índice de democracia que elabora la 
revista The Economist (2022) de Reino 
Unido. Desde 2013 México ha ido per-
diendo puntos en dicho índice, de 6.93 
que llegó a tener en enero de 2010, a los 
5.57 puntos que tiene hoy. Lo anterior, 
de acuerdo con la revista, ha sido conse-
cuencia principalmente de los intentos 
de los gobernantes por concentrar el po-
der, de las propuestas de reforma electo-
ral y de los altos niveles de violencia en 
las elecciones intermedias. El presidente 
López Obrador dudó de la seriedad de 
la revista y señaló que hay una campaña 
conservadora por parte de los medios de 
comunicación en contra de su gobierno 
(Dina, 2022).

Los simpatizantes del gobierno mexi-
cano han argumentado que la revista 

británica es “el órgano europeo de la 
aristocracia financiera” como la descri-
bió Carlos Marx (de Querol, 2015), por 
lo que estaría sesgado su análisis hacia 
regímenes no neoliberales, como el que 
quiere implantar el Presidente de Mé-
xico, sin embargo, el mismo Marx era 
lector de The Economist, lo citaba a 
menudo en sus textos y le tenía respe-
to. Además, la revista es una de las más 
leídas en Reino Unido y Estados Unidos; 
por tanto, habría que considerar que es 
una publicación que por lo menos tiene 
prestigio, y su contenido es tomado en 
serio por muchas personas. 

El índice democrático de The Eco-
nomist, es realizado a partir de 5 ejes: 1. 
proceso electoral y pluralismo; 2. funcio-
namiento del gobierno; 3. participación 
política; 4. cultura política, y; 5. liberta-
des civiles. De ahí que dichos ejes pue-
den servir como guía para formular los 
desafíos a los que, nuestra democracia y 
nuestro Estado de derecho, deben hacer 
frente para consolidar el régimen demo-
crático, o en opinión de The Economist, 
recuperar el estatus de “democracia de-
fectuosa”, con miras a seguir avanzando 
hacia una “democracia plena”.

DEmocracia

Desafíos de la 
democracia en México
desde la perspectiva del derecho 
electoral y del Estado de derecho
José Benjamín Padilla Huerta*
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II. Proceso electoral y pluralismo

El primer desafío para lograr un avance significati-
vo en cuanto al proceso electoral, sería lograr con-
solidar su credibilidad. Si bien, la opinión popular 
actualmente respecto de los fraudes electorales es 
que han ido desapareciendo, aún existe mucha gen-
te que piensa que todavía hay corrupción en nues-
tro sistema electoral, que las urnas aún pueden ser 
embarazadas y que los muertos aún pueden votar. 
Aunado a ello, las múltiples impugnaciones de 
elecciones por prácticas de coacción y compra de 
votos, robo de casillas y violencia, no ayudan a ir 
mejorando la imagen de nuestros comicios. El frau-
de electoral fue por muchos años el tema de cada 
elección, y no será fácil quitar ese estigma de la idea 
de la ciudadanía, sin embargo, en las últimas tres 
décadas se han dado avances importantes para lo-
grar que las instituciones electorales, la nacional y 
las locales, vayan ganando credibilidad, al grado de 
que el Instituto Nacional Electoral (INE) tiene ac-
tualmente un índice alto de confianza ciudadana. 
Es primordial para el avance democrático: eliminar 
cualquier resabio de fraude electoral y que la ciuda-
danía así lo considere. 

Íntimamente ligado con el desafío anterior, 
existe otro al respecto de los procesos electorales: 
su costo. Las elecciones en México, si bien no son las 
más caras del mundo como se suele asegurar, repre-
sentan un gran gasto para el erario. La desconfianza 
y la falta de cultura de la legalidad, hicieron que a lo 
largo de las décadas se fueran implementando una 
serie de mecanismos que hacen muy caros los pro-
cesos electorales. En ese sentido, el segundo desafío 
sería abaratar el costo de los comicios, lograr que las 
elecciones sean menos onerosas para el erario, sin 
perder la calidad ni dejar de garantizar los resulta-
dos. Evidentemente, esta consecuencia solo puede 
darse si primero se logra obtener la suficiente con-
fianza para ello. 

Por último, el otro desafío respecto del proceso 
electoral y el régimen democrático es: terminar, de 
una vez por todas, de ciudadanizar a las autorida-
des electorales en lo particular, y a los organismos 
constitucionales autónomos en lo general. En este 
aspecto se han dado grandes pasos desde aquella 
Comisión Federal Electoral totalmente dependien-
te del gobierno hasta el INE de hoy, pasando por el 
Instituto Federal Electoral que paulatinamente fue 
ciudadanizándose. Sin embargo, el reto aún consis-
te en lograr que los partidos políticos tengan me-

nos intervención en la designación de los titulares 
de esos órganos, que la designación de los titulares 
de esos órganos autónomos deje de depender de la 
relación de fuerzas políticas en el gobierno y las cá-
maras. 

En cuanto al pluralismo es importante destacar 
que, en nuestro régimen actual, no solo existe una 
cantidad importante de partidos, sino que, además, 
la alternancia está garantizada. A lo largo y ancho 
del país todos los partidos políticos obtienen triun-
fos, a veces más a veces menos, pero ya estamos 
acostumbrados a que haya representantes de todos 
los partidos en nuestros órganos de gobierno, esta 
es una de las características más valiosas de nuestro 
sistema. Sin embargo, el auge de hace unos años de 
las postulaciones a través de candidaturas indepen-
dientes, dejo de manifiesto que, al igual que las au-
toridades electorales, los partidos políticos también 
deben ciudadanizarse, lograr que vayan desapare-
ciendo las elites poderosas, y dar paso a institutos 
políticos de ciudadanos, que representen mejor las 
ideas y las necesidades de la población. Este reto es 
enorme considerando la poca participación política 
que padece nuestro país en muchos comicios, el des-
interés ciudadano debe ser abatido y para lograrlo, 
la educación cívica debe modernizarse y tomar una 
posición central en las acciones, sí de los órganos 
electorales, pero sobre todo de los educativos.

III. Funcionamiento del gobierno

En cuanto al funcionamiento del gobierno habría 
una gran cantidad de retos que superar a fin de 
consolidar la democracia y el Estado de derecho. El 
principal, en mi opinión, es sanear las instituciones 
de corrupción. Es ampliamente conocido que Mé-
xico es un país que padece de un índice alto de co-
rrupción y mientras no se logre eliminar este escollo 
de nuestra cultura gubernamental, será difícil que 
mejore la función pública. La corrupción expresa-
da principalmente a través de sobornos, tráfico de 
influencias y desvío de recursos, lastima profunda-
mente al régimen democrático, genera inoperancia 
de las instituciones, ineficacia de los programas e 
ineptitud en la administración pública. Un Estado 
de derecho depende, en parte, de fortalecer la cultu-
ra de la legalidad, y la corrupción, es el primer obs-
táculo por vencer.

Otro reto para el funcionamiento del gobierno, y 
que puede ser el desafío más difícil de todos, es el de 
abatir la violencia. El Estado de derecho exige que 
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haya paz y seguridad, es uno de sus elementos prin-
cipales. Es indispensable para avanzar en la demo-
cratización y el Estado de derecho, los ciudadanos 
necesitan seguridad no solo en los comicios, sino en 
general, para impulsar el desarrollo económico, so-
cial y cultural. La violencia es sin duda, la principal 
deuda del Estado mexicano para con su sociedad.

IV. Participación política

Como ya mencioné, en el ámbito de la participación 
política el reto inicial es aumentar el interés de la 
ciudadanía, cuando no existe una ciudadanía que 
quiera ingresar al debate público y a la arena de la 
política, los puestos de poder y el rumbo de la políti-
ca seguirán en manos de los mismos grupos. La de-
mocratización del Estado requiere de ciudadanas y 
ciudadanos que estén dispuestos a influir en el rum-
bo, no solo a través del voto, sino también desde los 
institutos políticos, desde los órganos autónomos, 
desde la sociedad civil y desde sus ámbitos profe-
sionales.

V. Cultura política

Evidentemente en este rubro, el desafío es incre-
mentar la cultura política. Durante gran parte 
del silgo XX nuestro país atravesó por un régimen 
en el que las elecciones funcionaban más como una 
simulación que como un mecanismo democrático 
realmente efectivo. En ese contexto, la apertura de-
mocrática en México ha sido lenta, pasaron muchos 
años para que los partidos de oposición pudieran ob-
tener triunfos electorales reconocidos, y para que las 
instituciones electorales tuvieran fuerza como verda-
deras instituciones autónomas. Por ello, no es raro 
que nuestra cultura política constriña muchas veces 
el concepto de democracia solo al ámbito electoral, 
nuestra idea de democracia aún se encuentra direc-
tamente ligada a los resultados de la jornada elec-
toral y no considera los periodos intermedios como 
momentos en los que se puede ejercer la ciudadanía 
y la actividad política. Un síntoma claro de este pro-
blema es el desconocimiento y la escasa activación 
de los mecanismos de participación ciudadana. 
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Esta falta de cultura política se manifiesta de 
muchas formas en la vida diaria de nuestra sociedad 
y es obstáculo para el desarrollo democrático. Ejem-
plo claro es cuando un ciudadano, en descontento 
con su situación económica, afirma que el problema 
son las leyes que hace el gobierno, sin comprender 
que, muchas veces, el problema no son las leyes, 
sino más bien la impunidad o la falta de cultura de 
la legalidad; o por ejemplo, cuando un ciudadano 
considera que hay que eliminar los diputados de re-
presentación proporcional porque son “diputados 
por los que nadie votó”, sin saber por supuesto, que 
sí se votó por ellos, solo que a través de otro sistema 
de representación distinto al de mayoría relativa. 
De todo esto se concluye que el problema de cultu-
ra política es profundo y su resolución no es fácil 
ni rápida, para franquear este obstáculo, quizás las 
únicas herramientas sean políticas públicas de largo 
aliento como la educación, cuyos resultados suelen 
percibirse varias décadas después.

VI. Libertades civiles

En este tema de las libertades civiles, a mi parecer, 
el principal desafío que se debe atender en nuestro 
país para consolidar el régimen democrático es la 
libertad de prensa, por otro lado, para consolidar 
el Estado de derecho, es el debido proceso. 

Actualmente nuestro país atraviesa por una cri-
sis de libertad de prensa, México es uno de los paí-
ses más peligrosos para ejercer el periodismo en el 
mundo, y el gobierno suele dirigir frecuentemente, 
ataques hacia periodistas y medios de comunicación 
en sus apariciones públicas. Es necesario en nuestra 
democracia, garantizar que la prensa no será coac-
cionada, sobornada, perseguida, violentada ni difa-
mada. Una democracia moderna no puede enten-
derse si no existen las condiciones necesarias para 
que haya libertad en la información que se difunde.

En cuanto al debido proceso, éste implica la ga-
rantía de juicios justos y procedimientos certeros 
que son requisito indispensable en un Estado de 
derecho. Nuestro país no ha logrado aún mitigar la 
impunidad ni la falta de acceso a la justicia, muchos 
culpables nunca serán sentenciados y hay muchos 
inocentes purgando condenas. En la medida en que 

un Estado puede garantizar justicia puede conside-
rarse un régimen democrático, el imperio de la ley, 
entendido también como límite a los poderes fác-
ticos y arbitrarios, es fundamental para lograr un 
Estado de derecho, que proporciona a la ciudada-
nía un ambiente propicio, no solo para el desarrollo 
económico y social, sino también para el desarrollo 
político, sobre todo desde el ámbito institucional. 
Este desarrollo político, es uno de los ingredientes 
de la democracia participativa, una democracia sus-
tancial que vaya más allá de la democracia electoral. 

Como conclusión general podemos decir que el 
desarrollo democrático es el resultado de muchas 
condiciones sociales, tanto desde el ámbito eco-
nómico, como político y legal. Nuestro país aún se 
encuentra en proceso de consolidar el Estado de de-
recho, el cual es un requisito fundamental de una 
democracia avanzada. En este camino existen pocas 
acciones sujetas a la voluntad política y de imple-
mentación inmediata, como la ciudadanización de 
las autoridades electorales; siendo la mayoría pro-
cesos que llevan tiempo, pues atraviesan vicios an-
tiguos en nuestra sociedad como la falta de cultura 
política, la falta de participación ciudadana, la co-
rrupción y la impunidad.
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La democracia 
en México, 
reflejo de una 
educación 
cívica

Zaira Morales Burgos*

DEMOCRACIA

Una gran democracia debe progresar o pronto 
dejará de ser o grande o democracia.
Theodore Roosevelt (1858-1919) 
Político estadounidense.

La democracia traspasa gran parte del actuar de 
la ciudadanía desde sus inicios. Sin embargo, 
ante la diversidad de necesidades emergentes 

no se percibe de esta manera. A nivel internacional 
hay un sinfín de instituciones, asociaciones e instru-
mentos dedicados a la promoción de la educación 
cívica. Tal es el caso de la Agencia Federal de Edu-
cación Cívica (BPB del alemán: Bundeszentrale für 
Politische Bildung), que es responsable de promo-
ver la educación cívica partiendo de la comprensión 
de los temas políticos.

Pero, a todo esto, ¿qué es la democracia? Aten-
diendo a la Real Academia Española, la democracia 
es un sistema político que defiende la soberanía del 
pueblo y el derecho del pueblo a elegir y controlar a 
sus gobernantes; es decir, la ciudadanía es la figura 
que tiene la decisión de elegir quién –al menos en 
un gran número de cargos que son de elección po-
pular– y cómo se integra a la estructura de gobierno 
para tomar las riendas y ejercer las decisiones en 
pro del bienestar común, en respuesta a sus deman-
das y necesidades.

Ahora bien, ¿qué es la educación cívica? Es la 
formación de ciudadanía con valores, sabedores de 
sus derechos y obligaciones, conocedores de las ins-
tituciones, comprometidos con su entorno y la par-
ticipación1.

La democracia en México ha evolucionado de 
manera similar a los países que conforman la re-
gión de América Latina. De manera particular se ha 
caracterizado por estar inmersa en una serie de re-
formas político-electorales que implican un cambio 
institucional transversal, es decir, va más a allá del 
mero esquema jerárquico y de atribuciones, y llega 
a impactar en las aptitudes y actitudes que quienes 
desean ocupar un cargo de mando deben tener. De 
manera tal que las instituciones electorales, tanto 
administrativas como jurisdiccionales, comienzan a 

1 Morales, 2018: 9.
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tener un papel de importancia respecto a la credi-
bilidad de estos actores y la justicia electoral surge 
para dar certeza a uno de los aspectos centrales de 
la democracia: las elecciones y los procesos electo-
rales2.

En lo que respecta al marco jurídico, la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 
su artículo 41, apartado C, menciona que en las en-
tidades federativas los organismos públicos locales 
ejercerán funciones en diversas materias, como la 
educación cívica. Si bien es atribuida a ciertas insti-
tuciones, representa una responsabilidad que atañe 
a toda la ciudadanía, porque cuando se trata de to-
mar una decisión colectiva a través del voto están 
involucradas muchas responsabilidades para mu-
chas personas3; sin embargo, la realidad evidencia 
que el derecho al voto no está siendo percibido con 
la importancia que tiene, ser esa facultad de deci-
sión, el incidir en las políticas públicas a través de la 
representatividad, aún menos, las demás expresio-
nes de la democracia que se tienen en la cotidianei-
dad pasan desapercibidas.

El sector al que se enfoca la educación cívica es 
sencillo, desde las infancias hasta la tercera edad. 
Con la barrera del adultocentrismo no se ha ob-
servado la relevancia que tienen las ciudadanías 
tempranas; éste es el punto del desarrollo humano 
en que se interiorizan gran parte de las vivencias, 
conductas aprendidas y la cosmovisión del mundo, 
que suelen consolidarse en la juventud y ejercerse 
en la vida adulta. Sin embargo, dicha educación no 
es de ninguna manera menos significativa durante 
el ejercicio pleno de la ciudadanía, ya que se pre-
sentan hechos que permiten mostrar ciertos sesgos 
respecto a ideas preconcebidas de la funcionalidad 
del sistema electoral.

De esta manera una ciudadanía que busque un 
desarrollo integral de la democracia dentro de su 
país, desde cada una de las trincheras en las que se 
encuentren, deberá de manera indiscutible tener el 
interés en actuar con un sentido de responsabilidad 
y solidaridad con otros4, asumiendo un compromi-
so que tenga como base mínima valores como la 
honestidad, igualdad, libertad, tolerancia, justicia, 
dialogo, solidaridad y respeto. 

De manera relativamente reciente México llevó 

2 Aguiar, 2020: 13.

3  Gutiérrez, 2019: 15.

4 Morales, 2018: 15.

a cabo una serie de trascendentales elecciones, con-
virtiéndose en la elección más paritaria hasta el mo-
mento y, además, con la de mayor implementación 
de acciones afirmativas, siendo ésta una expresión 
clara del alcance que tiene la cultura democrática y 
la participación ciudadana, desde una perspectiva 
intercultural, siempre en búsqueda de maximizar y 
garantizar los derechos inherentes a la propia esen-
cia humana, teniendo como ejes rectores la empa-
tía, sensibilización y concientización.

A manera de conclusión, asevero la firme creen-
cia de que el fomento de la educación cívica dentro 
de la democracia mexicana, así como los valores 
democráticos, no solo reside en las instituciones o 
institutos políticos: es también una tarea ciudadana 
y no se constriñe a la contienda electoral a través 
del derecho a votar y ser votado, en la que se emiten 
votos y se otorgan cargos, va más allá, pues esta es 
solo una expresión.
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Resumen

Por primera vez en nuestra historia, el 
domingo 10 de abril de 2022 la ciudada-
nía mexicana pudo emprender el primer 
ejercicio constitucionalmente instituido, 
para evaluar la gestión del titular del eje-
cutivo federal y determinar si continúa 
en el ejercicio de su encargo hasta la con-
clusión de su mandato o si es removido 
anticipadamente. Con esta modalidad de 
participación ciudadana, México se com-
prometió de forma decidida con la agen-
da de un régimen democrático avanzado. 
Más allá de los resultados, las vicisitudes 
y las condicionantes que este proceso en-
frentó, tomando en cuenta la cantidad de 
los votos emitidos, a favor y en contra, 
se puede señalar que la revocatoria de 
mandato se asentó formalmente como 
un derecho complementario al derecho 
para elegir a las autoridades. Los poco 
más de 16 millones de ciudadanos que 
asistieron a ejercer sus derechos políti-
cos en alguna de las 57 mil 449 casillas, 
alrededor del 64% menos de las instala-
das en comparación con las elecciones 
del 2018, ratificaron la tendencia que se 
viene dando en el país, al mayor involu-
cramiento de la población en los asuntos 

públicos. En este artículo se presentan 
algunas reflexiones sobre estos puntos, 
para contribuir al debate democrático. 

Palabras clave: participación ciu-
dadana, revocación de mandato, demo-
cracia directa, Instituto Nacional Electo-
ral, Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación. 

Introducción

Uno de los efectos del escepticismo 
ciudadano hacia los partidos po-
líticos y la política en general, ha 

sido la urgencia del desarrollo de meca-
nismos de participación que pretenden 
incluir más a las personas en la toma de 
decisiones públicas y así ganar legitimi-
dad y apoyo democrático.

Existen numerosas experiencias in-
ternacionales, tanto de gobiernos locales 
como nacionales, sobre la implemen-
tación de mecanismos de participación 
más allá de lo electoral. Paralelamente, 
también se han afinado las teorías entor-
no a este tema. De manera amplia, pode-
mos mencionar dos grandes enfoques de 
teorías sobre la participación ciudadana. 
Las teorías aglutinadas en torno al prin-
cipio de la elección racional y las teorías 
insertas en el modelo estructural. 

Para las primeras, la participación 
de los individuos depende del coste de 
la misma participación en comparación 
con el beneficio que se pueda obtener y la 
capacidad de influir en la consecución de 
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resultados. El famoso cálculo de obtener el mayor 
beneficio al menor costo, está presente allí. Por el 
contrario, para las segundas, la participación no es 
el producto final de un cálculo racional, sino de la 
configuración de las fuerzas y estructuras sociales 
y políticas que pueden propiciar el involucramiento 
de los ciudadanos en las actividades públicas.

Es cierto que, en la mayoría de los fenómenos 
sociales, las causas son multifactoriales y multini-
veles; por ello, revisten un carácter complejo que 
debe ser analizado desde varios puntos de vista. En 
el caso de la jornada de revocación del pasado 10 de 
abril, no cabe duda de que los resultados alcanza-
dos estuvieron determinados por diferentes facto-
res. Por ejemplo, es posible que para muchos ciu-
dadanos, la asistencia a las urnas careciera de una 
motivación real porque, por un lado, se preveía un 
resultado ampliamente favorable para el actual Eje-
cutivo Federal y, por otro, porque pudieron leer que 
no existía un rival de peso que pusiera en peligro 
evidente a la actual administración.

Los resultados no solo ratifican la fuerza política 
de base del Presidente López Obrador, sino también 
nos permiten extraer lecciones y aprendizajes, para 
profundizar en las transformaciones democráticas e 
impedir el retorno al pasado autoritario.

II. La participación ciudadana en la revocación: 
¿alta o baja?

El 10 de abril, con base en los datos recibidos hasta 
las 21:00 horas de ese día, el INE, a través de los 
Asesores Técnicos del Conteo Rápido, dio a conocer 
el estimado oficial de los resultados de la votación. 
Este informe consideró una muestra de 1,830 casi-
llas, alrededor del 3 por ciento del total instaladas; 
sin embargo, recibió información de 1,753 casillas, 
correspondientes al 95.8 por ciento de la muestra 
total.

Con base en captura de ese número de casillas, 
se estimó que el nivel de participación oscilaba en-
tre el 17 por ciento y el 18.2 por ciento, siendo entre 
el 90.3 por ciento y el 91.9 por ciento quienes ha-
bían marcado la opción “Que siga en la Presidencia 
de la República” y entre el 6.4 por ciento y el 7.8 
por ciento, quienes se habían decidido por cruzar la 
leyenda “Que se le revoque el mandato por pérdida 
de la confianza”. También se advertía que los votos 
nulos se encontraban en el 1.6 por ciento y el 2.1 por 
ciento.

Un día después, alrededor de las 18:00 horas, el 

sitio oficial del INE designado para seguir directa-
mente el cómputo de la revocación, ya con el 100% 
de las actas computadas, contabilizó 16 millones 
502 mil 636 participantes, correspondiente a un 
17.77 en el porcentaje de participación ciudadana, 
con respecto a la Lista Nominal fijada en 92 millo-
nes 823 mil 216 ciudadanas y ciudadanos. En este 
sentido, había claridad sobre el carácter no vincu-
lante de la consulta, puesto que para ello se requería 
de un mínimo de participación del 40 por ciento, es 
decir, 37 millones 129 mil 286 votantes.

Las cifras computadas arrojaron que, frente 
a la pregunta “¿Estás de acuerdo en que a Andrés 
Manuel López Obrador, Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos, se le revoque el mandato por 
pérdida de la confianza o siga en la Presidencia de 
la República hasta que termine su periodo?”, 15 mi-
llones 159 mil 323 participantes, esto es 91.86 por 
ciento, se habían pronunciado a favor de la conti-
nuidad del mandatario y un millón 063 mil 209 se 
habían inclinado porque se le revocara el mandato, 
equivalente al 6.44 por ciento. En cuanto a votos 
nulos, estos alcanzaron los 280 mil 104, un porcen-
taje del 1.69.

Las cifras indican que, guardando la justa pro-
porción y con las reservas necesarias, aunque la vo-
tación obtenida por el Ejecutivo Federal en esta re-
vocatoria fue más o menos la mitad de la conseguida 
en las elecciones presidenciales del 2018, sigue sien-
do mayor a la lograda por otros contendientes en 
ese momento. Por ejemplo, con respecto al entonces 
candidato del Partido Acción Nacional, que llegó a 
poco más de 12 millones 600 mil, la diferencia es de 
más de 2 millones 500 mil sufragios y con relación 
al candidato del Partido Revolucionario Institucio-
nal, que obtuvo poco menos de 9 millones 300 mil, 
es de más de 5 millones 900 mil votos.

Los contextos son diferentes y la comparación 
resulta forzada; sin embargo, permiten comprender 
la hegemonía de un proyecto político sobre el resto. 
En un proceso de reelección presidencial, similar al 
de los Estados Unidos, la difusión y la propaganda 
hubiera sido diametralmente diferente y, segura-
mente, se hubiera puesto en marcha todo el recurso 
de los partidos agrupados en la llamada 4 Transfor-
mación.

Suponiendo este ejercicio de reelección, si tienen 
en consideración los datos periódicos de las empre-
sas encuestadoras más confiables sobre la aproba-
ción presidencial, los cuales se mantienen alrededor 
del 65 por ciento de calificación favorable, los resul-
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tados no hubieran sido alentadores para las fuerzas 
opositoras.

En efecto, en un análisis muy simple de pros-
pectiva, podríamos plantear que los poco más de 15 
millones que votaron por la continuidad de López 
Obrador pueden ser considerados el núcleo duro de 
este movimiento. Considerando, hipotéticamente, 
que el resto de los otros 15 millones se hubieran re-
ducido a 12, por el desgate propio del ejercicio de 
gobierno, la proyección de votos se hubiera situa-
do alrededor de los 27 millones. Si mantenemos 
constante el número de participación ciudadana del 
2018, así como los votos favorables para los parti-
dos Acción Nacional y Revolucionario Institucional 
y, además, les sumamos los 3 millones perdidos por 
el Ejecutivo Federal, este bloque opositor llegaría 
acaso a los 21 o 22 millones.

Ahora bien, hay que tomar en cuenta que en nin-
guna elección la participación ciudadana se sitúa en 
el 100 por ciento. En las democracias más avanza-
das ésta oscila alrededor del 70 por ciento en pro-
medio, siempre y cuando los procesos se refieran 
a cargos públicos relevantes, de lo contrario suele 
disminuir.

Por ejemplo, en las pasadas elecciones francesas, 
la participación rondó cerca del 75 por ciento. Bélgi-
ca y Suecia suelen ser los países europeos con el ma-
yor porcentaje, logrando alcanzar hasta un 88 por 
ciento1. Hay que advertir, sin embargo, que países 
latinoamericanos como Uruguay y Bolivia también 
alcanzan estos últimos porcentajes de participación; 
en tanto, Argentina y Brasil, suelen estar en el 80 
por ciento de votantes2. El cuadro siguiente resulta 
ilustrativo para el punto que se está comentando.

En México, en las elecciones de 2018 la partici-
pación fue del 63 por ciento y en las intermedias de 
2021 alcanzó el 52 por ciento. Aunque estas cifras 
están por debajo de la votación en otros países del 
continente, dentro del contexto nacional, los resul-
tados de la participación en la revocación de man-
dado no son menores. Evidentemente, la participa-
ción no tuvo el alcance de los procesos electorales, 
ya que intervinieron diversos factores.

En la interpretación, se puede traer a cuenta 

1 https://es.statista.com/grafico/23384/participacion-
electoral-basada-en-el-numero-de-votantes-registrados-
en-las-ultimas-elecciones-nacionales/

2 https://es.statista.com/grafico/23404/paises-america-
nos-con-mayor-participacion-electoral/

un elemento para el análisis. En el caso de la revo-
cación de mandato, hay que considerar que es un 
ejercicio de democracia directa inédito, en el cual 
no hay otras fuerzas políticas en competencia. Las 
figuras de participación ciudadana como el plebis-
cito, el referéndum, la consulta y la revocatoria, 
apenas empiezan a cobrar sentido y arraigo entre la 
población; sin embargo, puede verse un notorio cre-
cimiento en su interés. Por ejemplo, si comparamos 
la consulta popular relativa al juicio hacia los expre-
sidentes, efectuada el 1 de agosto del 2021, la cual 
alcanzó menos del 8 por ciento de la Lista Nominal, 
con esta consulta de revocación, encontramos el do-
ble de incremento en la participación. 

III. Las cifras de la revocación en las entidades 
federativas

Ahora bien, con los números presentados en el 
apartado anterior, vale la pena hacer un compa-
rativo de la participación en la revocatoria en las 
entidades federativas. Al respecto tenemos que los 
estados de México, Ciudad de México, Chiapas y Ve-
racruz fueron los que tuvieron el mayor número de 
participación total, rebasando el millón de votantes, 
en comparación con Aguascalientes, Baja California 
Sur y Colima que no alcanzaron los 100 mil. Lo an-
terior se muestra en el cuadro y la gráfica siguiente.

Cuadro 1. Participación total

Entidad Participación

México 1,967,340

Veracruz 1,585,723

CDMX 1,502,531

Chiapas 1,215,057

Puebla 925,684

Oaxaca 710,701

Tabasco 627,590

Guerrero 622,872

Jalisco 555,899

Michoacán 500,226

Tamaulipas 491,196

Hidalgo 458,983

Nuevo León 447,417

Guanajuato 431,052

Sinaloa 429,200
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Baja California 384,918

Yucatán 357,043

Coahuila 354,970

SLP 342,971

Chihuahua 340,497

Sonora 300,127

Quintana Roo 286,852

Morelos 276,179

Tlaxcala 241,933

Querétaro 187,611

Campeche 184,011

Nayarit 179,554

Zacatecas 170,422

Durango 144,983

Aguascalientes 96,142

Baja California Sur 88,102

Colima 86,563

Cuadro 2. Participación con respecto a la lista 
nominal estatal

Entidad % Participación con 
respecto a la LN de 

la entidad

Participación

Tabasco 35.94% 627,590

Chiapas 32.13% 1,215,057

Campeche 27.81% 184,011

Veracruz 26.88% 1,585,723

Tlaxcala 24.90% 241,933

Guerrero 24.41% 622,872

Oaxaca 23.63% 710,701

Yucatán 21.53% 357,043

Quintana Roo 21.46% 286,852

Hidalgo 20.39% 458,983

Nayarit 20.23% 179,554

CDMX 19.74% 1,502,531

Puebla 19.67% 925,684

Sinaloa 19.21% 429,200

Morelos 18.72% 276,179

Tamaulipas 17.92% 491,196

SLP 16.71% 342,971

México 16.06% 1,967,340

Coahuila 15.77% 354,970

Baja California Sur 15.75% 88,102

Colima 15.66% 86,563

Zacatecas 14.20% 170,422

Michoacán 14.16% 500,226

Sonora 13.91% 300,127

Baja California 13.22% 384,918

Chihuahua 11.84% 340,497

Durango 10.82% 144,983

Nuevo León 10.75% 447,417

Querétaro 10.73% 187,611

Guanajuato 9.48% 431,052

Aguascalientes 9.28% 96,142

Jalisco 9.06% 555,899

Gráfica 2. Participación por entidad federativa en la revocación de mandato
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Sin embargo, comparando la participación con res-
pecto a la lista nominal de la entidad federativa, los es-
tados de Tabasco y Chiapas alcanzaron más del 30 por 
ciento de la misma. En contraparte, Guanajuato, Aguas-
calientes y Jalisco no llegaron al 10 por ciento. 

En el caso de las entidades donde los votantes 
alcanzaron el mayor número de opciones para re-
vocar el cargo, sobresalen Nuevo León y Jalisco, por 
ser estados con una participación total de media ta-
bla.

Cuadro 3. Participación a favor de la revocación

Entidad Que se le revoque

México 186,346 9.47%

CDMX 155,591 10.35%

Veracruz 72,369 4.56%

Nuevo León 69,264 15.48%

Jalisco 62,757 11.28%

Puebla 59,962 6.47%

Chiapas 42,479 3.49%

Guanajuato 40,467 9.38%

Michoacán 31,151 6.22%

Chihuahua 25,799 7.57%

Tamaulipas 24,724 5.03%

Baja California 24,394 6.33%

Oaxaca 24,103 3.39%

Hidalgo 23,161 5.04%

SLP 21,677 6.32%

Querétaro 17,569 9.36%

Guerrero 16,858 2.70%

Coahuila 15,741 4.43%

Morelos 15,278 5.53%

Zacatecas 13,945 8.18%

Sinaloa 13,885 3.23%

Yucatán 13,636 3.81%

Tlaxcala 13,516 5.58%

Sonora 12,259 4.08%

Quintana Roo 11,700 4.07%

Aguascalientes 10,447 10.86%

Durango 9,849 6.79%

Tabasco 9,551 1.52%

Nayarit 7,572 4.21%

Campeche 6,373 3.46%

Baja California Sur 4,918 5.58%

Colima 3,953 4.56%

Cuadro 4. Participación a favor de la ratificación

Entidad Que siga

México 1,750,622 88.98%

Veracruz 1,476,850 93.13%

CDMX 1,325,503 88.21%

Chiapas 1,146,335 94.34%

Puebla 840,964 90.84%

Oaxaca 673,278 94.73%

Tabasco 610,385 97.25%

Guerrero 595,028 95.52%

Jalisco 486,279 87.47%

Michoacán 460,331 92.02%

Tamaulipas 459,874 93.62%

Hidalgo 425,421 92.68%

Sinaloa 410,362 95.61%

Guanajuato 382,128 88.65%

Nuevo León 373,693 83.52%

Baja California 356,268 92.55%

Yucatán 337,959 94.65%

Coahuila 335,192 94.42%

SLP 312,691 91.17%

Chihuahua 308,377 90.56%

Sonora 285,060 94.97%

Quintana Roo 272,302 94.92%

Morelos 257,605 93.27%

Tlaxcala 224,656 92.85%

Campeche 174,865 95.02%

Nayarit 169,317 94.29%

Querétaro 167,288 89.16%

Zacatecas 152,888 89.71%

Durango 133,250 91.90%

Aguascalientes 84,731 88.13%

Baja California Sur 82,090 93.17%

Colima 81,407 94.04%
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En el caso de Michoacán, se observa que la participa-
ción de 500,226 ciudadanas y ciudadanos, se distribuyó 
de la siguiente manera: 83,478 correspondió al Distrito 1 
de Lázaro Cárdenas; 47,271 al Distrito 2 de Puruándiro; 
46,130 al Distrito 3 de Heroica Zitácuaro; 34,839 al Dis-
trito 4 de Jiquilpan de Juárez; 30,527 al Distrito 5 de Za-
mora de Hidalgo; 41,613 al Distrito 6 de Ciudad Hidalgo; 
49,630 al Distrito 7 de Zacapu; 33,525 al Distrito 8 de 
Morelia; 30,005 al Distrito 9 de Uruapan del Progreso; 
34,895 al Distrito 10 de Morelia; 42,295 al Distrito 11 
de Pátzcuaro y 26,018 al Distrito 12 de Apatzingán de la 
Constitución. 

Finalmente, en materia jurisdiccional, también 
son importantes los datos. El 27 de abril de 2022 
la Sala Superior del TEPJF emitió el cómputo fi-
nal y declaró concluido el proceso de revocación de 
mandato. En un comunicado oficial, constató la no 
validez del proceso al no alcanzarse el 40 por cien-
to de participación ciudadana inscrita en el listado 
nominal de electores. Asimismo, detalló las diversas 
quejas y denuncias que se presentaron ante el INE y 
los medios de impugnación recibidos por el TEPJF. 

En este recuento, se observa lo que ha sido co-
mún en otros procesos electorales: una creciente 
judicialización. En efecto, con base en las propias 
estadísticas del TEPJF, se tiene que el total de de-
mandas y/o asuntos resueltos llegó a los 6 mil 646. 
De estos, 6 mil 559, es decir, el 98.7 por ciento, prác-
ticamente la totalidad, se presentaron en el mes de 
febrero. La mayoría de ellos se dirigieron a la Sala 
Superior y el estado de Chiapas fue el que concentró 
el mayor número con 6 mil 473. 
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Resumen

¿Cuáles serán los pilares ideológicos, 
históricos, culturales que dan forma a 
nuestro actuar como ciudadanos dentro 
del Sistema Político Mexicano? ¿Será 
acaso que los 71 años de priismo con-
secutivos cimentaron ciertos elementos 
que la alternancia política, no solo no 
borró si no, que las continuó? En re-
membranza a la obra de Daniel Cosío 
Villegas “El sistema político mexicano”; 
este artículo pretende a través de la re-
copilación de distintas fuentes bibliográ-
ficas y encuestas, entender y empezar a 
desarrollar cuales son esos elementos 
que como ciudadanos inmersos dentro 
de una estructura capitalista, sumamen-
te religiosa y cishetero patriarcal hemos 
asimilado a través de los procesos de so-
ciabilidad en las que interactuamos y nos 
desarrollamos día a día.

Palabras clave: sistema político 
mexicano, democracia, reforma política, 
cultura cívica.

I. Introducción

En 1972 Daniel Cosío Villegas pu-
blicó una de sus obras más im-
portantes El sistema político 

mexicano. El libro, a cincuenta años 
de su publicación, sigue siendo parte 
de la bibliografía básica del estudioso 
de la ciencia política en México, aun-
que habría que señalar que al revisar 
esta obra merece ser leída con los ojos 
de su tiempo, donde el país vivía lo que 
Mario Vargas Llosa en 1990 catalogaría 
como la dictadura perfecta1. Medio si-
glo ha pasado desde la publicación de 
esta magna obra. Cierto es que el país 

1 Vargas Llosa participaba en un encuentro 
de intelectuales organizado por Octavio Paz 
cuando dijo; “Yo no creo que se pueda exo-
nerar a México de esa tradición de dictaduras 
latinoamericanas. Creo que el caso de Méxi-
co… encaja en esa tradición con un matiz que 
es más bien el de un agravante: México es la 
dictadura perfecta…No es el comunismo. No 
es la URSS. No es Fidel Castro. La dictadura 
perfecta es México…tiene las características 
de la dictadura: la permanencia, no de un 
hombre, pero sí de un partido”. Años después 
el escritor señaló que se había equivocado y 
que era imperfecta, por lo que México había 
transitado a una democracia incipiente.
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y, en el marco de este artículo, el Sistema Políti-
co Mexicano (SPM) ha vivido transformaciones, 
o eso parecería por las narrativas creadas por los 
intelectuales orgánicos de los distintos gobiernos. 
No obstante, Junquera en su análisis presentado 
en la obra La reforma política (1978) hacía notar 
respecto al SPM “la falta de fe del pueblo mexicano 
en los procesos electorales para elegir desde una 
autoridad municipal hasta un Presidente de la Re-
publica”. Agrega más adelante: “Los gobernados 
han tenido décadas atrás una sensación ajena con 
respecto a sus gobernantes a quienes consideran 
un grupo privilegiado, dedicado a enriquecerse y 
a pronunciar discursos”. Debido al análisis de Ra-
fael es que nos preguntamos si realmente desde 
hace cincuenta años que se publicó la obra de Co-
sío Villegas y 44 años que haya publicado la suya, 
el SPM se ha transformado hasta el punto en el que 
los pilares de éste se sostienen en favor de una ciu-
dadanía que tiene confianza en sus procesos elec-
torales, donde los gobernados se sienten parte de 
la toma de decisiones en el mejor ejemplo de una 
gobernabilidad. La historia de México (limitándo-
nos a los últimos cincuenta años cada que hagamos 
referencia de esto), desde los 70 ha estado llena 
de líderes demagogos incapaces de cumplir las de-
mandas a las masas populares, pero que en cambio 
son expertos en pronunciar discursos. Planteado 
todo lo anterior empecemos a cuestionar qué tanto 
el SPM se ha transformado desde 1972. 

Es importante traer a debate la pregunta: ¿cuáles 
pueden ser los nuevos pilares del SPM? O: ¿qué for-
ma han adquirido estos pilares para mantener su 
vigencia y hegemonía? Son éstas las preguntas de-
tonadoras que nos acompañan en nuestra búsqueda 
por entender cuáles son las características que tiene 
el SPM, y como conociendo éstas podemos construir 
y crear ciudadanía. Es por ello que como técnica de 
investigación se decidió abrir un cuestionario para 
qué cien personas de distintas partes de la Repúbli-
ca, en un rango de edad desde los 18 a los 66 años, 
expresaran qué tanto se identifican con ciertas con-
signas o escenarios que pueden verse reflejadas en 
el SPM, qué tanta confianza o representación tienen 
respecto con sus autoridades de elección popular y 
cuáles consideran que son los fallos del propio SPM.

II. Bases teóricas

Retomando nuestro primer planteamiento acerca 
de los procesos reformistas, mal llamados de trans-

formaciones en el SPM, México ha vivido una se-
rie de procesos y reformas en su historia reciente 
como nación; prueba de esto es la reforma políti-
ca de 1977, que en la práctica no le quitó poder al 
partido hegemónico, el PRI, aunque sí permitió una 
apertura en el sistema de partidos, logrando que or-
ganizaciones político-militares que operaban en la 
clandestinidad pudieran participar por la vía legal. 
En la línea acerca de la desconfianza sobre los pro-
cesos electorales, incrementado con la elección pre-
sidencial de 1988, se llevarían a cabo reformas para 
brindar autonomía al instituto electoral de la Se-
cretaría de Gobernación. Cabe señalar que a pesar 
de la autonomía la desconfianza ante los procesos 
electorales sigue presente, ejemplo de esto son las 
elecciones de 2006 y 2012. Por supuesto que si ha-
bláramos desde un ámbito económico tendríamos 
que hablar de la transición del modelo de Indus-
trialización por Sustitución de Importaciones (ISI) 
al neoliberalismo, procesos que siguen la misma ló-
gica del capitalismo. Estos procesos de reforma en 
los ámbitos electorales, políticos, sociales y econó-
micos cuentan con una característica muy singular, 
no dejan de ser procesos reformistas que respetan la 
misma lógica que escribieron Marx y Engels (1990): 
“El gobierno en el Estado moderno no es más que 
la junta que administra los negocios comunes de la 
clase capitalista”. Así, a pesar de romper con uno de 
los elementos más importantes para Cosío Villegas 
en su análisis como era el partido hegemónico, la 
alternancia partidista y los procesos de “apertura” 
democrática como han llamado al proceso de refor-
mas desde los 90, la democracia mexicana seguía 
representando una forma de dictadura de la clase 
burguesa. “Los marxistas reconocen (reconocemos) 
que ciertas acciones del poder estatal son el resul-
tado de compromisos en los que los intereses de la 
clase dominante se ven afectados […] en beneficio de 
las clases enemigas o de sectores de clase” (Moore, 
2011). Es decir, estos procesos de reforma pueden 
ser entendidos como concesiones necesarias entre-
gadas a las clases populares para el mantenimiento 
de la hegemonía. De ahí que las reformas que el país 
ha vivido en los últimos cincuenta años no vienen a 
transformar la estructura del sistema política y sí, 
en cambio, a darle una continuidad con ciertas dife-
rencias o “aperturas”.

Si la historia de la humanidad es la historia de 
la lucha de clases, producto de las constantes con-
tradicciones que emanan de los intereses de clase 
–la clase dominante contra la clase dominada, los 
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poseedores contra los desposeídos–, esta constante 
e histórica lucha es el motor que transforma a la so-
ciedad. Bajo esta constante del materialismo histó-
rico, si nos proponemos entender y hablar de trans-
formaciones dentro del SPM, no es gracias a la clase 
dominante, caracterizada de políticos y agrupada en 
forma de partido incluso en partidos que se decla-
raban de corte socialista, muestra de esto fue que el 
Partido Popular Socialista (PPS) postuló a Gustavo 
Díaz Ordaz, Luis Echeverría y José López Portillo a 
la Presidencia de la Republica. En cambio, mientras 
la clase dominante jugaba a la política y a “gober-
nar” la vanguardia de las clases populares –caracte-
rizada por estudiantes, obreros y campesinos– daba 
la lucha en las calles, sea con protestas, huelgas o 
militando en organizaciones político-militares de-
clarándole la guerra armada, en un intento de hacer 
la revolución social. De estas luchas es que veremos 
conquistas reflejadas en la reforma política de 1977 
o en 1996 los Acuerdos de San Andres. Es necesario 
hacer la aclaración de que a pesar de los sacrificios 
y la lucha emprendida por estos sectores las conce-
siones conquistadas terminaron invisibilizadas ante 
la opresión de un sistema hegemónico.

Bauman (2019) nos explica que dentro de las 
dinámicas del sistema actual, las personas no son 
libres para enfrentar los riesgos que exige una ac-
ción colectiva, y carecen del valor y tiempo nece-
sario para planear o siquiera imaginar alternativas 
que puedan transformar este sistema. Esto, sumado 
a una ciudadanía formada bajo la herencia de polí-
ticas de terror, permitió a la clase gobernada apren-
der que la inhibición política es su única forma de 
defenderse ante la represión. La politóloga Dresser 
(2011) plantea que en México, después de gobiernos 
desastrosos, tener un gobierno mediocre es sentido 
como un alivio; después de tener presidentes depre-
dadores, presidentes que imiten el lema del político 
brasileño Ademar Pereira de Barros “Yo robo, pero 
trabajo” es un progreso. En ese escenario, seamos 
honestos y preguntémonos: ¿cómo pedirles a las 
personas que habitan una comunidad que se invo-
lucren y formen parte de la política, si cuando escu-
chan la palabra “política” las palabras que le pasan 
por la cabeza son: corrupción, partidos políticos, 
leyes y elecciones? 

III. Fallos característicos del SPM

Al momento de preguntar a las personas encuestas 
si consideraban que el SPM funciona, el 71.1 por 

ciento de las personas encuestadas contestó que no 
funcionaba; posteriormente se les solicitó que pro-
fundizaran acerca de qué consideraban que fallaba 
dentro del SPM y podemos englobar los fallos del 
sistema político en las siguientes áreas: 

Corrupción

¿Cómo podemos entender un sistema político 
funcional cuando una de las grandes razones por la 
que existe desconfianza a este es por sus escándalos 
de corrupción, cuando el objetivo del SPM se ve 
pervertido y deja de velar por la representación 
de la ciudadanía y satisfacer sus necesidades más 
complejas, para en cambio los actores de este 
sistema utilicen los mecanismos gubernamentales 
para enriquecerse y satisfacer su ego? Producto de 
esta corrupción, los actores que forman parte del 
SPM conquistan el poder no por sus cualidades para 
ser gobierno y sí por su apellido, relaciones o capital. 
En general la constante que la historia del SPM nos 
ha enseñado es que para que éste pueda continuar 
prevaleciendo bajo la lógica del enriquecimiento 
e impunidad para una pequeña clase gobernante, 
es imperante que cuando sus actores se vuelven 
ruidosos por sus escándalos de corrupción, ocupan 
llegar políticos que en el discurso aboguen por 
la “transparencia”, pero que en la práctica de 
continuidad a la impunidad imperante.

Régimen presidencialista

Anteriormente ya habíamos planteado que el SPM 
actual tiene sus bases en el siglo XX; en esta herencia 
destaca la continuidad del régimen presidencialista2 
a pesar de la alternancia política. Señalamos la cues-
tión de la alternancia política debido que podrían 
eludir dicho régimen en los sexenios panistas 2000-
2012, aunque aquí argumentamos la presencia del 
régimen presidencialista a través de pactos con el 
PRI, especialmente con gobernadores priistas en el 
sexenio de Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012).

2 Jorge Carpizo señaló que el presidencialismo en Méxi-
co denomina la predominancia del Poder Ejecutivo so-
bre los pesos y contrapesos del régimen político y sobre 
los mecanismos de decisión política en el periodo citado, 
gracias a que la institución presidencial pudo hacer uso de 
facultades constitucionales y metaconstitucionales que le 
otorgaron al Presidente poderes por encima de los demás 
órganos del Estado.
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Dictadura de la burguesía 

Cuando revisamos la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) encontramos 
que la democracia debe ser entendida más allá de 
votar y ser votado, por lo que podemos entender a la 
democracia como el constante mejoramiento de las 
condiciones y calidad de vida. Pero ¿cómo entender 
el constante mejoramiento de la calidad de vida en 
un sistema donde las masas populares vive en una 
constante contradicción de clase, donde en la bús-
queda de la ganancia máxima la precarización se ha 
vuelto la constante?

En la misma línea de la dictadura burguesa del 
SPM vemos cómo el acceso al poder político vía can-
didaturas independientes se vuelve una labor titáni-
ca debido a legislaciones que favorecen un sistema 
partidocrático. 

La dictadura de clase burguesa se da como una 
forma en la que la clase política se ve coludida con 
los grandes capitales para el constante enriqueci-
miento de estos acompañados de una impunidad 
a cambio del respaldo en la agenda política. Esta 
colusión queda evidenciada cuando ciertos actores 
se volvieron grandes empresarios gracias a “présta-
mos” de la partida secreta del Presidente de la Re-
publica3 o la lógica de las políticas neoliberales que 
conllevaron a privatizaciones a modo. 

Vivimos en una democracia representativa, pero 
una en la que quienes representan los servidores 
públicos no es a los gobernados y sí a los grandes 
capitales, respetando así el SPM una de las funcio-
nes primarias del Estado: proteger la propiedad de 
los explotadores y preservar el status quo de los ex-
plotados. 

Demagogia 

La demagogia es otro gran fallo que las personas en-
cuestadas identificaron en el SPM. La demagogia, al 
ser la parte perversa del populista, en la que el polí-
tico es incapaz de cumplir las demandas de las ma-
sas populares, pero en el discurso busca generar un 
efecto alienante. Esto les podemos sumar a políticos 
que en el discurso se venden como izquierda y anti 

3 La partida secreta operaba como una caja negra con re-
cursos de ingresos federales para ser gastados en a comple-
ta discrecionalidad del Presidente de la República. 

neoliberales, pero que en la práctica únicamente 
funcionan como una válvula de escape, y la eviden-
cia de las concesiones dadas por las clases dominan-
tes para la continuidad del SPM. En el accionar de 
estos políticos demagogos veremos un proceso de 
alienación, pues su discurso podrá engañar a gran-
des sectores la población aunque en las estadísticas 
y los números la lógica del neoliberalismo –la lógica 
de la derecha política– siga operando en el país.

IV. Escenarios y consignas del SPM

Con relación a los fallos del sistema se plantearon 
frases, consignas y escenarios para que las perso-
nas encuestadas pudieran expresar su opinión del 
1 al 10, siendo 1 nada identificada y 10 totalmente 
identificada. Se seleccionaron los porcentajes que 
iban del 6 al 10 de identificación, con excepción en 
los casos donde se consideró pertinente compartir 
el porcentaje de personas identificadas en el 5, el 
cual consideramos una posición neutral respecto a 
la consigna; se sumaron para dar el porcentaje total 
presentado en 6 bloques titulados: acceso a la jus-
ticia, ARE legal e ilegal, democracia, derecho a la 
verdad, la secularidad del Estado y la alternativa. A 
continuación prestamos los bloques con el porcen-
taje de identificación en cada planteamiento.

Acceso a la justicia

57.8% - En México la ley es para quien la pueda 
comprar, para todos los demás esta la cárcel.
23.7% / 21.1%(5) - La corrupción no puede ser 
combatida.
47.3% / 18.4% (5) - La corrupción no puede ser 
combatida dentro de un régimen capitalista.

ARE legal e ilegal

68.4% - México es una narco-nación.
71% - La policía y las fuerzas armadas no me cui-
dan y protegen.
39.5% - México es un Estado fallido.
81.6% - La policía y fuerzas armadas violentan y 
amedrentan.
92.1% - La policía y fuerzas armadas cuida más 
la propiedad privada de los grandes capitales y el 
status quo que a la ciudadanía.
79% - El Ejército Mexicano debe responsabili-
zarse por las torturas, desapariciones y asesina-
tos cometidos a la sociedad civil.
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Democracia

92.1% - La democracia va más allá de votar y ser 
votado.
68.5% - México no es un país democrático.
60.6% - La escuela forma ciudadanos activos y 
preocupados por los problemas de la comuni-
dad.
52.6% - Los institutos electorales cumplen con 
su función de formar ciudadanía y brindar edu-
cación cívica.
55.2% / 18.9% (5) - El Estado mexicano es pro-
motor y defensor de los derechos humanos.
97.4% - La desigualdad económica produce y re-
fuerza la desigualdad política.

Derecho a la verdad

76.3% - Más de 70 años de priismo en el poder 
construyo un México con instituciones sanas, 
democráticas y protectora de los derechos hu-
manos.
68.4% / 21.1% (5) - Es complicado tener acceso a 
información verídica y entendible.
97.5% - El político en México está más preocupa-
do en la próxima elección o hacer dinero que en 
representar a los ciudadanos.

La secularidad del Estado

81.6% - La moral religiosa poco o nada debe im-
portar a la hora de legislar.
76.3% - La iglesia impulsa leyes y políticas pú-
blicas que atentan contra grupos históricamente 
vulnerados y oprimidos.
89.4% - La iglesia no debería ser consultada a la 
hora de legislar.
63.2% - No se puede tolerar al intolerante 15.8% 
no se identifica.

	
La alternativa 

94.7% - Al campesino una parcela de tierra 
productiva, al obrero un empleo digno, a niños y 
jóvenes educación gratuita y de calidad.

97.4% - La idea de un mundo donde seamos so-
cialmente iguales, humanamente diferentes y 
totalmente libres.

V. Comentarios finales

Iniciamos este artículo en alusión a la obra de Da-
niel Cosío Villegas preguntándonos ¿qué tanto ha 
evolucionado el SPM desde que lo analizo Villegas? 
Pero al momento de ir desarrollando la pregunta y 
analizando las características y escenarios en con-
junto con lo que opinaban las personas encuestadas 
nos queda concluir que los cambios vividos en el 
SPM no terminan por solucionar las problemáticas 
estructurales existentes.

 Cierro este artículo retomando mi identificación 
al igual que el 97.4 por ciento de los encuestados 
con la consigna de Rosa Luxemburgo, en vista de 
que solo los colores han cambiado, pero la tradición 
de un sistema que no representa a la ciudadanía si-
gue vigente. Toca confiar y trabajar para construir 
un mundo donde todos seamos socialmente iguales, 
humanamente diferentes y totalmente libres.
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Resumen

A propósito de los cuestionamientos que 
eventualmente llegan a realizarse sobre 
la legitimidad de los órganos administra-
tivos electorales, me parece pertinente 
hablar sobre el modelo de órganos elec-
torales que tenemos en el país y el nivel 
de independencia que pueden o no tener 
derivado del propio diseño establecido 
constitucionalmente, los resultados sin 
duda son favorables, aunque con valio-
sas áreas de oportunidad.

Palabras clave: autonomía, inde-
pendencia, órganos electorales, diseño 
institucional, confianza ciudadana.

i. Introducción

En el presente documento me re-
feriré al diseño y estructura ins-
titucional de los órganos admi-

nistrativos electorales que organizan las 
elecciones en México, porque su creación 
y su existencia ha sido muy importante 
en la consolidación de la democracia y 
porque juegan un papel protagónico en 

la vida pública y democrática de un país; 
pero, además, del diseño institucional 
depende mucho la confianza que la ciu-
dadanía pueda o no tener en los procesos 
electorales. 

Estoy convencida de que el diseño y 
autonomía de los órganos electorales se 
fortaleció a partir de la paradigmática re-
forma electoral de 2014, por las razones 
que más adelante describiré.

Por lo anterior, en el contenido del 
texto identificaremos el modelo de ór-
ganos electorales administrativos que 
tenemos en México, de acuerdo con la 
clasificación propuesta por Alan Wall, 
así como el nivel de autonomía e inde-
pendencia que tenemos, tomando como 
base un estudio publicado por Jonathan 
Hartlyn, Jennifer McCoy y Thomas M. 
Mustillo.

El objetivo es que las y los lectores 
identifiquen la relevancia del avance 
democrático que nuestro país ha tenido 
a partir de la estructura de sus órganos 
electorales.

II. Diseño, funcionamiento e 
independencia de los órganos 
electorales

En este rubro resulta imperativo desta-
car la importancia de la existencia de los 
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organismos administrativos electorales tanto nacio-
nal como locales y cómo esto ha contribuido al for-
talecimiento tanto del sistema electoral como de la 
propia construcción democrática en el país. 

De acuerdo con López Pintor, los órganos electo-
rales son instituciones importantes en la construc-
ción de la democracia, ya que manejan directamente 
la organización de las elecciones, e indirectamen-
te, la gobernanza y el Estado de derecho.1 Además 
quiero destacar que cada vez hay mayor evidencia 
de que en el ámbito local existen variantes intere-
santes que hasta el momento son poco conocidas. 

Hartlyn, Mustillo y McCoy argumentan que, la 
organización de elecciones de calidad está directa-
mente relacionada con la existencia de órganos de 
administración electoral autónomos e independien-
tes, reconocen que la independencia institucional 
formal o legal debe estar asociada al respeto y re-
forzamiento de las reglas electorales y el contexto 
sociopolítico2. 

Durante los años noventa se afianzó la convic-
ción de que mediante un adecuado diseño institu-
cional se aumentan las posibilidades de alcanzar 
objetivos políticos determinados. En un contexto 
en que el principal objetivo ya no era la transición, 
sino más bien la consolidación democrática, se bus-
có determinar las reglas institucionales que debían 
establecerse o modificarse para lograr este fin3.

El Instituto Federal Electoral fue creado en 
1990, mientras que la mayoría de los órganos elec-
torales locales surgieron a mediados de la década de 
los 90. Veamos en la siguiente tabla, los años en los 
que fueron creados los Institutos electorales de los 
estados.

1 López Pintor,  2000:  13, citado en Méndez  De  Hoyos 
Irma  y  Loza  Otero Nicolás, Informe general del proyecto “la 
calidad de las elecciones a nivel subnacional en México, pp. 7, 
disponible en: https://www.flacso.edu.mx/sites/default/files/in-
formegeneralcalidadelecccionesmexico_0.pdf, consultado el 20 
de febrero de 2019

2 Hartlyn et al. p. 7, en Méndez de Hoyos Irma y Loza Otero 
Nicolás, Informe general del proyecto “la calidad de las eleccio-
nes a nivel subnacional en México, pp. 7,  disponible en: https://
www.flacso.edu.mx/sites/default/files/informegeneralcalidade-
lecccionesmexico_0.pdf, consultado el 20 de febrero de 2019

3 Paramio, 1992; Alcántara y Crespo, 1995, en Torrico Terán 
Mario Alejandro, Gobernanza electoral y confianza ciudadana 
en el Estado de México, Espiral, Estudios sobre Estado y Socie-
dad, Vol. XXII No. 62 Enero / Abril de 2015, p. 103, disponible 
en https://www.redalyc.org/pdf/138/13832782004.pdf, p. 101 

Estado Año de 
creación Estado Año de 

creación

1 Aguascalientes 1995 17 Morelos 1993

2 Baja California 1995 18 Nayarit 1995

3 Baja California 
Sur

1995 19 Nuevo León 1993

4 Campeche 1997 20 Oaxaca 1995

5 Chiapas 1994 21 Puebla 1995

6 Chihuahua 1995 22 Querétaro 1996

7 Coahuila 1998 23 Quintana Roo 1995

8 Colima 1996 24 San Luis Potosí 1994

9 Distrito Federal 1997 25 Sinaloa 1995

10 Durango 1997 26 Sonora 1996

11 Guanajuato 1994 27 Tabasco 1994

12 Guerrero 1996 28 Tamaulipas 1997

13 Hidalgo 1995 29 Tlaxcala 1998

14 Jalisco 1994 30 Veracruz 1991

15 Estado de 
México

1996 31 Yucatán 1994

16 Michoacán 1995 32 Zacatecas 1995

Fuente. Informe general del proyecto “la calidad de las elecciones a nivel 
subnacional en México”.4

Éstos siguieron el diseño institucional del 
IFE, formado por ciudadanos independientes y 
designados a través de un proceso político. Pero 
¿por qué es importante hablar de los órganos 
electorales?5 Para López-Pintor, la influencia de los 
órganos electorales puede ser observada en la re-
conciliación nacional, la estabilidad política, la con-
solidación de la democracia y el Estado de derecho. 
Su contribución más importante, a largo plazo, es la 
generación de confianza en las elecciones, entre los 
partidos y la sociedad civil6. 

4 Méndez de Hoyos Irma y Loza Otero Nicolás, Informe general 
del proyecto “la calidad de las elecciones a Nivel subnacional 
en México”, disponible en https://www.flacso.edu.mx/sites/de-
fault/files/informegeneralcalidadelecccionesmexico_0.pdf, con-
sultado en febrero de 2019.

5 Cuando digo órganos electorales me refiero concretamente 
a los órganos administrativos que se encargan de organizar las 
elecciones, lo que evidentemente excluye a los tribunales u órga-
nos jurisdiccionales. 

6 López-Pintor, Rafael (2004). Administración electoral y con-
solidación democrática. Lima: Idea, en Flores Díaz Jorge Gerar-
do y Torres Antonio Faustino, Los órganos electorales estata-
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Se ha justificado la creación de órganos electo-
rales cada vez más autónomos e independientes, 
porque en los Estados democráticos el fundamento 
de legitimidad de los gobernantes reside en el he-
cho de haber sido elegidos mediante sufragio, por 
lo tanto, su mandato se debe a la voluntad de los 
ciudadanos7. De esta manera las elecciones deben 
ser organizadas de forma tal, que exista la certeza de 
que quienes ejercen el poder son quienes represen-
tan a la ciudadanía. Esta importante función para la 
democracia justifica la implementación de órganos 
electorales encargados de la administración de las 
elecciones, ya que tienen la finalidad de dar confian-
za en la autenticidad de las mismas.

Ahora bien, vale la pena identificar con base en 
la autonomía cuáles son los modelos de órganos 
electorales que hay en el plano internacional. La 
principal característica que se toma en cuenta al cla-
sificar un órgano electoral suele ser su posición den-
tro del Estado, es decir, la relación que guarda res-
pecto a los poderes de la Unión y consecuentemente 
su autonomía respecto a ellos. En este sentido, de 
acuerdo con Alan Wall podemos ubicar fundamen-
talmente tres modelos de órganos electorales: el in-
dependiente, el gubernamental y el mixto8:

“a) El independiente, lo es institucionalmente. 
Además de ser autónomo del poder ejecutivo, define 
y administra su propio presupuesto. No rinde cuenta 
alguna al gobierno o departamento gubernamental y si 
lo hace tal vez sea a la legislatura, poder judicial o al jefe 
del Estado (en el caso de un sistema parlamentario). 
Este modelo está integrado por agentes ajenos al 
gobierno en turno;

b) El tipo gubernamental, el poder ejecutivo 
administra las elecciones por medio del ministro 
del interior, su similar o alguna otra autoridad 
perteneciente al gobierno. Tiene presencia a 
nivel nacional, está dirigido por un funcionario 
perteneciente al gobierno y rinde cuentas ante 

les y la reforma política de 2013, apuntes electorales, Año XIII 
núm., 50, enero-junio 2014, p. 133. Disponible en https://dialnet.
unirioja.es/servlet/articulo?codigo=6426351

7 Ibídem, pp. 131-132

8 nWall, Alan et al. (2006), Electoral management design: The 
international IDEA handbook. Sweden: Idea, en Flores Díaz, 
Jorge Gerardo, y Torres, Antonio Faustino, Los órganos electo-
rales estatales y la reforma política de 2013, apuntes electora-
les, Año XIII núm., 50 enero-junio 2014, p. 133. Disponible en 
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=6426351

el ministerio del gabinete. Su presupuesto le es 
designado y;

c) El diseño híbrido o mixto, compuesto por dos 
partes (una política y una local). La pieza política se 
encarga de monitorear y supervisar que nada se salga 
de los planes, es independiente del poder ejecutivo. La 
segunda parte se encarga de implementar a nivel local 
el proceso electoral, ubicado en un departamento del 
gobierno estatal, provincial o según sea el caso.”

De acuerdo con esta clasificación, el autor referido 
nos explica que a nivel internacional el modelo de ór-
gano electoral gubernamental ha perdido presencia 
ya que sólo se encuentra en 24 países de 155. Los mo-
delos independientes son los más practicados, ya que 
su existencia se reporta en 89 países, los cuales se 
concentran en Latinoamérica y el Caribe (24) y Asia 
y el Pacífico (27 casos). Pero además destaca, que

“(…) en las democracias consolidadas como EE. UU. 
y Europa predominan modelos de administración 
gubernamental y mixta, lo cual sugiere que la 
normalidad democrática en estos países tiene tal 
arraigo que difícilmente se ponen en duda los 
resultados electorales debido a prácticas fraudulentas 
o tendenciosas. No obstante, en los países 
latinoamericanos debido a su pasado de gobiernos 
autoritarios (caracterizados por la centralización de 
funciones, la irrelevancia del voto y el control sobre 
la sociedad) los modelos de órganos electorales han 
tendido hacia los independientes.9

En este espacio quiero destacar un dato muy re-
levante: resulta curioso que en las democracias 
más consolidadas tengan un modelo electoral de 
administración gubernamental y mixta donde las 
elecciones se organizan por una autoridad perte-
neciente al gobierno (en el caso gubernamental) o 
bien, por un modelo hibrido que se compone por 
un departamento del gobierno y una parte que es 
independiente, y esto tiene todo que ver con la con-

9 Jaramillo, Juan (2007), “Los órganos electorales supremos”. 
En Dieter Nohlen et al., Tratado de derecho electoral compara-
do de América Latina. México: Instituto Interamericano de Dere-
chos Humanos/Universidad de Heidelberg/International IDEA/
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación/Instituto 
Federal Electoral/Fondo de Cultura Económica. En FLORES 
DÍAZ Jorge Gerardo y TORRES Antonio Faustino, Los órganos 
electorales estatales y la reforma política de 2013, apuntes elec-
torales, Año XIII núm., 50 enero-junio 2014, p. 133. Disponible 
en https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=6426351
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fianza que tienen los ciudadanos en la autoridad, la 
consolidación democrática tiene todo que ver con la 
confianza ciudadana, y la confianza al menos en los 
países de América Latina se refleja más en un mode-
lo independiente y autónomo. 

Ahora, ¿cómo medir la autonomía o el nivel de 
independencia de un órgano electoral? Medir la au-
tonomía es todo un reto, hay un estudio muy intere-
sante publicado por Jonathan Hartlyn, Jennifer Mc-
coy y Thomas M. Mustillo10, en el que explican que el 
primer tipo de medición se realiza con base al grado 
de partidismo de un órgano local, lo que se hace con 
base en un examen de la naturaleza de la institución 
que nombra a los integrantes del órgano electoral 
y la independencia que se percibe en las personas 
nombradas al momento de su designación11.

En esta forma de medición, se clasifican cuatro 
tipos de órganos electorales:

Partido dominante. Cuando un partido, usualmente 
en el poder, tiene suficientes representantes como 
para tomar solos la mayoría de las decisiones (ya sea 
que lo hagan o no).

Mixto partidarizado. Cuando hay una 
representación equilibrada de los partidos políticos 
en un órgano electoral o una representación mixta, de 
tal forma que ningún partido pueda tomar decisiones 
por cuenta propia.

Independiente/mixto partidarizado. 
Cuando algunos miembros son nombrados con base en 
representación partidaria y otros son independientes.

Independiente de los partidos. Cuando 
los miembros pueden ser nombrados por el poder 
legislativo (o más comúnmente por jueces o 
grupos cívicos), pero están conscientes de que son 
profesionales, independientes y que no han sido 
nombrados por su afinidad partidaria sino por sus 
méritos12.

10 Profesores Investigadores de la Universidad de Carolina del 
Norte, Chapel Hill, del Centro Carter y Universidad Estatal de 
Georgia y de la Universidad de Indiana-Universidad de Purdue 
en Indianápolis (consecutivamente).

11 Hartlyn, Jonathan, McCoy, Jennifer, y Mustillo, Thomas M., 
La importancia de la gobernanza electoral y la calidad de las 
elecciones en la América Latina Contemporánea, Ediciones 
Universidad de Salamanca, América Latina Hoy, 51, 2009, p. 
22. Disponible en http://revistas.usal.es/index.php/1130-2887/
article/view/1330/1401, consultado en febrero de 2019

12 Idem

El segundo método denominado Índice de 
independencia, se basa en el proceso de nombra-
miento y en la duración de los periodos que fungi-
rán, tanto los que nombran como los que son nom-
brados. Esta medición se fundamenta en la sencilla 
idea de que a mayor número de actores y de institu-
ciones en el proceso de nombramiento, más inde-
pendencia tendrán los órganos electorales de un es-
tricto control partidario. Los menos autónomos son 
aquellos que son nombrados sólo por una cámara 
de la legislatura; la autonomía va en aumento en 
la medida en que los miembros del organismo son 
nombrados a través de procesos en los que partici-
pan varios poderes, pasando por aquellos que son 
dirigidos por el poder judicial hasta llegar a proce-
sos dominados por la sociedad civil.

Podríamos decir que en el caso de México tene-
mos el tipo de órgano independiente de los partidos, 
porque los órganos electorales locales son nombra-
dos por otro órgano autónomo como es el Consejo 
General de Instituto Nacional Electoral (INE) un 
concejo integrado por once Consejeros, pero ade-
más, las consejerías locales no son nombrados por 
su afinidad partidaria, estos pasan por una serie de 
procedimientos que implican la participación de 
otros organismos como El Colegio de México (que 
participó en la última designación de consejeros, 
y es una universidad de gran prestigio en nuestro 
país) y que se encargó del diseño y aplicación de un 
examen de conocimientos y un ensayo presencial; 
el Consejo General del INE en la etapa final hizo 
las designaciones de una lista selecta integrada por 
quienes resultaron ser los mejores en esa etapa de 
valoración de conocimientos. 

Ahora bien, suponiendo, sin conceder, que a pe-
sar del procedimiento señalado alcanzara a darse 
una intervención partidaria en esa etapa final, una 
vez que se han pasado todos los filtros de conoci-
miento, el hecho de que sean siete consejerías por 
cada organismos electoral local, donde las decisio-
nes de toman de manera colegiada, por mayoría de 
votos o bien, por las dos terceras partes del consejo, 
hace muy difícil que un partido político pueda tener 
el control mayoritario en la toma de decisiones, a 
través de una o dos consejerías. 

Lo mismo sucede con el Consejo General del 
INE, que, si bien es cierto las consejerías del INE 
son nombradas por las dos terceras partes de la Cá-
mara de Diputados, también lo es que, al tratarse 
de diez consejerías y una presidencia, y al tomarse 
las decisiones de manera colegiada o por mayoría de 
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votos, esto hace complejo que haya control de una 
fuerza política. 

Y en ambos casos hay que decir que hay un con-
trapeso importantísimo, y es que esos consejos tan-
to el nacional como locales se integran además con 
una representación de cada partido político, que vi-
gila no solo al órgano electoral, también a los otros 
partidos políticos, se vigilan entre sí. En el caso del 
INE, adicionalmente se integran consejerías del Po-
der Legislativo. 

Entonces, la composición de los órganos 
electorales en México sí garantiza un grado impor-
tante de autonomía e independencia, sobre todo a 
partir de la reforma de 2014. Con esta reforma se 
aumentó el periodo de duración en el cargo de las 
consejerías nacionales y estatales, por lo que su 
nombramiento es más largo que el de la autoridad 
que los nombró, además de establecer garantías 
para su inamovilidad, y el hecho de prohibir que 
los consejerías ocupen cargos públicos después de 
cierto periodo, una vez terminado su encargo, y pro-
hibir su reelección constituyen una forma de no es-
timular que dichas funcionarias y funcionarios bus-
quen congraciarse con quienes tienen el poder de 
reelegirlos o con quienes les prometan otro cargo.

No obstante lo anterior, el Informe País sobre la 
Calidad de la Ciudadanía en México publicado por 
el INE con colaboración de El Colegio de México13 
precisa que la ciudadanía que se caracteriza, en 
términos muy generales, por una desconfianza en 
el prójimo y en la autoridad –especialmente en las 
instituciones encargadas de la procuración de justi-
cia–, pero la construcción de confianza no solo es un 
trabajo de los órganos electorales, es un trabajo de 
todas las instituciones del Estado, 

Hoy existen voces a favor de la desaparición de 
los institutos electorales locales. Hay una iniciativa 
en el Congreso buscando que la organización de las 
elecciones se concentre completamente en un órga-
no nacional. Indudablemente se estaría cometien-
do un grave error: los organismos electorales de los 
estados conocen las realidades de sus estados. Son 
tan diferentes las costumbres, y las formas del nor-
te, con las del centro y con las del sur del país. Sólo 
en Michoacán, por ejemplo, no es lo mismo comu-
nicarse con gente de la tierra caliente, que la de la 

13 Informe País sobre la Calidad de la Ciudadanía en México, 
Instituto Nacional Electoral, México 2015, disponible en https://
portalanterior.ine.mx/archivos2/portal/DECEYEC/Educacion-
Civica/informePais/, consultado en febrero de 2019.

zona de oriente o la de la costa; la gente es diferente, 
cultural e ideológicamente, de hecho ésa es una de 
la razones por las que no funciona el centralismo, 
porque el país es muy diverso y las políticas que se 
aplican en el norte, quizá no tienen el mismo resul-
tado en el sur, y por eso cada estado tiene su propia 
legislación que se ajusta a sus necesidades y a su 
ideología. 

Hay organismos públicos locales que tienen co-
misiones de pueblos y comunidades indígenas, hay 
otros que tienen comisiones de asuntos internacio-
nales, algunos combinan las capacitaciones con la 
organización electoral, etc., además, está compro-
bado que las grandes evoluciones del sistema jurídi-
co se han venido dando desde el ámbito local. 

El argumento fundamental por el que se busca la 
centralización de la organización de las elecciones 
(y también de los tribunales electorales) es la auste-
ridad y la reducción del gasto público. 

No hay un estudio real que demuestre el supues-
to ahorro que se tendría si se desaparecen los órga-
nos electorales locales. Hoy se juzga a los institutos 
electorales de los estados porque se dice que el pre-
supuesto que tienen es muy alto, pero quienes están 
a favor de esta reforma no separan el presupuesto 
operativo del organismo local de las prerrogativas 
de los partidos políticos, mas de 60 por ciento del 
presupuesto que se destina al órgano electoral son 
prerrogativas de los partidos políticos. Es mucho 
más alto el recurso que se destina a los partidos que 
el recurso con que operan los institutos electorales.

Hay especialistas, como José Woldenberg, quie-
nes ven poco probable un ahorro considerable, ya 
que para organizar los comicios locales el INE ten-
dría que multiplicar la estructura con la que ahora 
cuenta14. Actualmente el INE debe organizar 397 
procesos electorales: una elección presidencial, 96 
de senadores y 300 de diputados federales. Si ade-
más organiza las locales, atendería 3 mil 576 pro-
cesos: a los 397 federales se sumarían 691 de los 
distritos locales, 2 mil 456 de los municipios y de-
legaciones y 32 de las gubernaturas y del jefe de go-
bierno de la Ciudad de México15. 

14 Woldenberg, José (2013, 17 de octubre). “¿INE?”. Reforma. 
En FLORES DÍAZ Jorge Gerardo y TORRES Antonio Faus-
tino, Los órganos electorales estatales y la reforma política 
de 2013, apuntes electorales, Año XIII núm., 50 enero-junio 
2014, p. 133. Disponible en https://dialnet.unirioja.es/servlet/
articulo?codigo=6426351

15 Mirón, 2013, p. 75. En Flores Díaz, Jorge Gerardo, y Torres, 
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Además de las Juntas y Consejos Locales (esta-
tales) y Distritales se tendrían que crear Juntas y 
Consejos Distritales Locales (691) y Municipales (2 
mil 456), lo que no se vislumbra de bajo costo. Por 
lo que al optar por la reducción del financiamiento 
democrático (incluyendo principalmente recursos a 
partidos políticos y organismos electorales) sin ma-
yor objetivo que el ahorro de recursos, esto podría 
sin duda dañar la calidad de la representatividad y 
la confianza en las instituciones. La función princi-
pal de los órganos electorales, nacional y locales, es 
la de brindar confianza en las elecciones, de modo 
que los efectos de hacer eficiente el uso de los recur-
sos podrían redundar en el menoscabo de su con-
fiabilidad16.

En todo caso, si de lo que se trata es de ahorrar 
costos, se tendría que fortalecer a los organismos 
públicos locales, para que estén en condiciones de 
implementar nuevas tecnologías, como el diseño 
de PREP propios o como el voto electrónico (que la 
complejidad para su implementación está primor-
dialmente en la desconfianza de los ciudadanos); 
la capacitación y la educación cívica tendría que 
ser una actividad primordial en los estados, desde 
luego en un trabajo conjunto y coordinado con el 
órgano nacional; la independencia financiera, el he-
cho de que estén sometidos a las decisiones y buena 
voluntad del ejecutivo de los estados merma en su 
autonomía, el fortalecimiento de los institutos elec-
torales locales permite que puedan trabajar con ple-
nitud en la construcción de la confianza ciudadana 
y que puedan seguir innovando; sin lugar a dudas, 
al concentrar las decisiones en un solo arbitro na-
cional, se estaría sobrecargando de funciones a una 
autoridad.17

III. A manera de conclusión 

No obstante los esfuerzos institucionales para tra-
bajar coordinadamente y construir confianza ciu-

Antonio Faustino, Los órganos electorales estatales y la reforma 
política de 2013, apuntes electorales, Año XIII núm., 50 enero-
junio 2014, p. 133. Disponible en https://dialnet.unirioja.es/ser-
vlet/articulo?codigo=6426351  

16 FLORES DÍAZ Jorge Gerardo y TORRES Antonio Faus-
tino, Los órganos electorales estatales y la reforma política 
de 2013, apuntes electorales, Año XIII núm., 50 enero-junio 
2014, p. 133. Disponible en https://dialnet.unirioja.es/servlet/
articulo?codigo=6426351

17 Idem

dadana, aún tenemos muchos retos hacia adelante; 
debemos fortalecer a los institutos electorales loca-
les; así como permitir un mayor campo de acción 
de los mismos en sus distintas regiones, con las 
legislaciones que han sido diseñadas acorde a sus 
necesidades. 

Claro que con el sistema nacional electoral que 
actualmente existe lo deseable sería una normativi-
dad única a nivel nacional; sin embargo, existe todo 
un bagaje de regulaciones locales, que hacen com-
plejo un funcionamiento eficiente a través de este 
diseño dual.

El reto más grande está en construir confianza 
de la ciudadanía, porque son ellos quienes legitiman 
el trabajo de los órganos electorales, la confianza 
ciudadana y de los actores políticos son factores cla-
ves para el fortalecimiento de la democracia.
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¿Qué sigue 
después de la 
revocación de 
mandato?

Sergio Lemus Calderón*

SISTEMAS Y PROCESOS ELECTORALES

Por primera vez en la historia de México se 
desarrolló una jornada de democracia parti-
cipativa para revocarle el mandato a un Presi-

dente de los Estados Unidos Mexicanos durante el 
pasado 10 de abril, en la cual se tuvo una votación 
de 16 millones 502 mil 636 sufragios, lo que repre-
senta el 17.77 por ciento del total del padrón de la 
lista de electores en el país. 

De esa votación total, 15 millones 159 mil 323 
optaron a favor de que el Presidente continua-
ra, que representa el 91.86 por ciento de los sufra-
gios. Sin embargo, el resultado descartó cualquier 
tipo de procedimiento de confirmarle la confianza 
al mandatario federal porque no se alcanzó el 40 
por ciento requerido para ser vinculante, es decir, 
jurídicamente las cosas quedan procesalmente sin 
efecto. El actual Presidente de México deberá de 
concluir su cargo el 30 de septiembre de 2024. 

Después de este ejercicio de democracia partici-
pativa la pregunta es: ¿qué sigue después de la revo-
cación de mandato? Tal cuestionamiento se lo hace 
mucha de la sociedad civil que considera que se debe 
de ampliar la figura a otros funcionarios de cualquier 
cargo público como a las personas con cargos de di-
putaciones federales y senadurías de la República, en 
el caso de los estados a las personas en gubernaturas, 
presidencias municipales y legislaturas locales. 

En este texto resalto algunas reflexiones y apor-
taciones que se hicieron en el Foro Regional orga-
nizado por la Junta Local del Instituto Nacional 
Electoral (INE), al cual fui invitado junto con otros 
panelistas como la maestra Elizabeth Vázquez Ber-
nal, actual presidenta del Comité de Participación 
Ciudadano del Sistema Estatal Anticorrupción; la 
doctora Susana Madrigal, académica y ex consejera 
electoral de la Junta Local del extinto IFE en Mi-
choacán, y del doctor Héctor Chávez, especialista 
en ciencias políticas y ex director de la Facultad de 
Derecho de la UMSNH. 

Una primera reflexión que quisiera hacer es que 
estos foros permitieron promover, difundir y co-
municar el mecanismo de cómo se desarrollaría la 
jornada de la revocación de mandato, las implica-
ciones jurídicas y legales, así como el impacto social 
que repercutiría en caso de retirarle el mandato al 
presidente de México. 

* Maestro en Derecho de la Información por 
la Universidad Michoacana de San Nicolás 
de Hidalgo. Licenciado en Ciencias de la 
Comunicación por la Universidad Vasco de 
Quiroga.
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La palabra “participación”, aplicada al sustan-
tivo “democracia”, supone que la participación 
ciudadana en procesos decisorios no es una condi-
ción necesaria ni suficiente de la existencia de un 
régimen democrático. No obstante, en presencia de 
regímenes democráticos –caracterizados por go-
biernos electos a través del sufragio universal, libre, 
secreto e igualitario a través de procesos electorales 
recurrentes e íntegros–, el atributo de la participa-
ción ciudadana supone una menor distancia entre el 
gobierno de los representantes y las preferencias de 
quienes los seleccionan para hablar y tomar decisio-
nes en su nombre.

Para Bovero hay dos formas de entender la de-
mocracia como poder (krátos) del pueblo (demos). 
En clave representativa, la democracia supone el 
gobierno de los más capacitados que toman decisio-
nes en nombre de la nación. 

Sin embargo, una segunda acepción entiende 
a la democracia como el poder de la mayoría. Di-
cho de otra forma, el gobierno de la clase  no-no-
ble de la sociedad. La idea moderna de democracia 
participativa representa una amalgama de ambas 
concepciones.

La democracia participativa puede hacerse efec-
tiva a través de mecanismos electorales o delibera-
tivos. Los primeros implican que la ciudadanía acu-
de a las urnas para decidir por opciones de políticas 
previamente diseñadas y presentadas de manera 
dicotómica por las autoridades. 

Por su parte, los espacios deliberativos son edi-
ficados para que ciudadanas, ciudadanos, represen-
tantes de actores sociales y autoridades políticas se 
involucren en procesos de diálogo y escucha activa 
para decidir entre todos, las mejores respuestas a 
los problemas públicos. Si bien estos mecanismos 
pueden ser meramente consultivos (no siempre las 
decisiones son vinculantes o mandatorias para las 
autoridades), la acción comunicativa “habermasia-
na” es un componente fundamental de estos espa-
cios, que está ausente en el caso de los mecanismos 
electorales (también conocidos como mecanismos 
de democracia directa: MDD).

La idea que postula esta propuesta es que la de-
mocracia participativa –específicamente cuando ad-
quiere el formato deliberativo– implica un salto de 
calidad (y complejidad, ciertamente) para el funcio-
namiento del régimen democrático; supone pensar 
y vivir la democracia en tercera dimensión (D3D). 
Si bien la realidad tridimensional es más difícil de 
concebir mentalmente, convivimos con ella todo el 

tiempo. Tal como lo postuló Condorcet, un régimen 
político con mayor cantidad de espacios de partici-
pación e interacción social, será también más repre-
sentativo, y más satisfactorio para la ciudadanía.

La democracia en 3D

Una concepción  unidimensional  implica pensar 
al régimen democrático como aquel conjunto 
de instituciones que garantizan la participación 
ciudadana en la elección de sus representantes. 
Los votos son “piedras de papel”, que resuelven 
pacíficamente el conflicto político. Przeworski po-
pularizó esta imagen para defender una noción mí-
nima de democracia en la que gobiernos electos por 
el voto ciudadano se sucedían regularmente en el 
poder bajo el supuesto de que cualquier alternativa 
(golpes de estado o procesos de autocratización) era 
indeseable en el largo plazo, y por tanto irracional. 
Para Przeworski, las elecciones periódicas y la al-
ternancia de representantes en el poder, son con-
diciones suficientes para la existencia de regímenes 
democráticos.

Sin embargo, el abuso de poder existe. Esta cons-
tatación llevó a Robert Dahl a imaginar la democra-
cia como una poliarquía. Un régimen político donde 
diversas instituciones controlan al gobierno, lo so-
meten al escrutinio del debate público, y le exigen 
cuentas a través de organismos de contraloría, espe-
cialmente constituidos con ese fin. Esta concepción 
de democracia es bidimensional (2D): supone, por 
un lado, una amplia participación ciudadana eli-
giendo a sus representantes a través de elecciones 
regulares, y por otro, la existencia de mecanismos 
de contestación al poder, que impiden su uso abusi-
vo por parte de los gobernantes electos.

Finalmente, la democracia participativa –no 
sólo a través mecanismos electorales como los ple-
biscitos  o  referéndums, sino fundamentalmente a 
través de espacios de consulta, deliberación y deci-
sión como los presupuestos participativos o los fo-
ros ciudadanos– implica pensar a los regímenes 
democráticos en tercera dimensión (3D). Bajo esta 
lógica, una mayor calidad democrática requiere de 
interfaces gobierno-sociedad, donde los procesos 
de incidencia tengan lugar. Más allá de los espacios 
institucionales de rendición de cuentas propios del 
modelo representativo, las interfaces socio-estata-
les permiten que los ciudadanos sean parte de la 
historia democrática de una comunidad política. La 
democracia 3D supone –para la ciudadanía– dejar 
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de asistir al devenir de la historia social como me-
ros espectadores que emitirán su juicio al final de la 
proyección, y participar de la trama como protago-
nistas.

Lejos del concepto del “ciudadano total” con que 
Bobbio designó a los “revolucionarios”, la democra-
cia participativa promueve ciudadanos más atentos, 
informados, e involucrados en los asuntos públicos 
que los típicos perfiles desafectos, propios de nues-
tras sociedades de consumo y opinión. Individuos 
que quieren, saben y pueden participar en decisiones 
colectivas sobre temas que afectan sus vidas, sin li-
mitar su esfera privada ni sus intereses particulares.

¿Qué sigue después de la revocación de mandato 
en México?

Dejo unas reflexiones personales y de mis compañe-
ros panelistas del pasado foro organizado por el INE 
Michoacán el día 29 de marzo de 2022. 

La revocación de mandato llegó para quedarse y 
para eso en materia legislativa se requieren fortale-
cer algunos aspectos que son los siguientes:

•	 Es necesario crear una Ley General de Meca-
nismos de Participación Ciudadana porque 
actualmente es facultad de cada entidad fede-
rativa del país legislar en la materia, pero en 
la realidad tenemos leyes de participación ciu-
dadana heterogéneas. En el caso de Michoacán 
no se tiene la figura de revocación de mandato 
y Jalisco es la única entidad federativa que ha 
promulgado la “ratificación” de mandato al go-
bernador. Conceptos totalmente distintos. 

•	 El legislador debe obligar en esta Ley General 
de Mecanismos de Participación Ciudadana 
a que se extienda a todos los cargos públicos 
emanados por el voto ciudadano. 

•	 Reducir el porcentaje de vinculación en cargos 
federales como de Presidente a un margen del 
35 por ciento y en el caso de gobernadores y 
presidentes municipales a un 40 por ciento. 

•	 Necesario fortalecer técnica y económicamen-
te a los OPLE para que desarrollen estas tareas 
porque serán las instancias que estén facul-
tadas para ejecutar cualquier mecanismos de 
participación ciudadana en su entidad federa-
tivo contra cualquier autoridad. 

En materia de transparencia

•	 La revocación de mandato es un ejercicio para 
exigirle y pedirle cuentas al funcionario o re-
presentante que se le dio la confianza al mo-
mento de ser electo por el sufragio universal, 
secreto y ciudadano. 

•	 La ciudadanía debe promover el procedimien-
to de revocación ciudadano y no un partido 
político o el propio servidor público a quien se 
le va a votar en la boleta, tal como fue el caso 
del Presidente de México y su partido político 
que solicitaron al INE este ejercicio. 

•	 Se debe actualizar el catálogo de delitos electo-
rales para que cualquier funcionario que inci-
da o coopte el voto en estas figuras de partici-
pación ciudadano sea procesado penalmente, 
esa es una asignatura pendiente que dejó el 
Poder Legislativo Federal en el pasado ejerci-
cio de revocación de mandato del 10 de abril 
de 2022. 

•	 Como cualquier elección se debe garantizar el 
Programa de Resultados Electorales Prelimi-
nares para otorgar certeza y máxima publici-
dad en los resultados. 

Impacto social y político

•	 Desde hace al menos dos décadas, la demo-
cracia de nuestro tiempo padece una crisis de 
representación. La sociedad ve a los partidos 
como los principales responsables. 

•	 Los avances de las democracias realmente 
existentes en materia de desarrollo econó-
mico ponen en duda su vigencia, particular-
mente en contextos como América Latina. En 
varios países de la región, las condiciones de 
vida de los ciudadanos en democracia no han 
mejorado, o tardaron mucho en hacerlo, para 
después caer en retrocesos que actualmente 
provocan una gran incertidumbre. 

•	 A los problemas políticos de las democracias 
en construcción o reconstrucción se sumaron 
los económicos, que menguaron la legitimi-
dad de la forma de gobierno.

•	 La crisis de representación se manifiesta en la 
intermitente participación de los ciudadanos 
en la esfera pública, la debilidad de los parti-
dos como vehículos de representación de in-
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tereses sociales, las precarias condiciones de 
vida de gran parte de la población, la débil o 
nula rendición de cuentas de los gobernantes 
y la persistencia de problemas que la demo-
cracia no ha resuelto ni con gobiernos de iz-
quierda ni de derecha, aunque todos ellos ten-
gan legitimidad democrática.

•	 Hoy la revocación de mandato y cualquier 
figura de participación ciudadana es el ejer-
cicio del poder social y político en el control 
de abusos que hacen los representantes ante 
cualquier ilegalidad, acto de deshonestidad y 
de corrupción. 

Quiero concluir que con la resolución emitida por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación el pasado 1 
de julio de 2022, en la que se invalidó el presupuesto 
que la Cámara de Diputados asignó al Instituto Na-

cional Electoral (INE) para este 2022, que se tradujo 
en un recorte de casi cinco mil millones de pesos.

Obliga a que sea necesario que el órgano admi-
nistrativo electoral cuente con la suficiencia presu-
puestal para organizar elecciones, implementar los 
mecanismos de participación ciudadana y cumpla 
con sus funciones constitucionales. Por lo que el de-
clarar invalidez del decreto por el que se expide el 
Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) para 
el Ejercicio Fiscal 2022 en lo concerniente al presu-
puesto asignado al INE, anexos 1 y 32 en el ramo 22, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 
de noviembre de 2021, es una conquista de las ciu-
dadanas y los ciudadanos en contar con un árbitro 
fuerte y con una Suprema Corte que debe de estar 
a la altura en momentos históricos para ejercer su 
facultad de terminar controversias entre poderes y 
organismos autónomos.
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I. Introducción

A partir de la reforma de 2014 en la 
que se creó el Instituto Nacional 
Electoral (INE) se hizo una redis-

tribución de facultades al otorgársele a 
dicha autoridad nacional la obligación de 
organizar las elecciones federales y coor-
dinarse con los organismos públicos elec-
torales locales para la organización de los 
procesos estatales, buscando homologar 
los estándares con los que se organizan 
los procesos electorales federales y loca-
les, con la finalidad de elevar los niveles 
de calidad de la democracia en México.

Entre las atribuciones que le fueron 
conferidas al INE, de acuerdo con lo se-
ñalado en el artículo 32 numeral 1, inciso 
a) fracción V, de la Ley General de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales 
(LGIPE), se encuentra el emitir las reglas, 
lineamientos, criterios y formatos en ma-

teria de impresión de documentos y pro-
ducción de materiales electorales, respec-
to a los cuales dicha autoridad nacional 
al emitir el Reglamento de Elecciones, en 
el artículo 165, numeral 1, establece que 
tanto el INE como los Organismos Pú-
blicos Electorales Locales (OPLE), en el 
ámbito de su competencia, establecerán 
acciones en la recuperación de los mate-
riales electorales de las casillas para su 
posterior reutilización y que para realizar 
los trabajos de conservación y desincor-
poración de materiales electorales, se po-
drán seguir las acciones precisadas en el 
Anexo 4.1 de dicho ordenamiento.

Con base en lo anterior, en este artí-
culo se expondrán las acciones realizadas 
por el Instituto Electoral de Michoacán 
con el fin de cumplir con su obligación 
de recuperar el mayor número de ma-
teriales electorales para su posterior 
reutilización, destacando los beneficios 
económicos y ecológicos obtenidos con 
tales medidas y se hará un comparativo 
respecto a la misma tarea elaborada por 
el resto de los OPLE.

II. Marco normativo nacional y 
lineamientos locales

La obligación tanto para el INE como 
para los OPLE de establecer acciones en 

* Consejera Electoral 
del Instituto 
Electoral de 
Michoacán.
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el ámbito de su respectiva competencia para la recu-
peración de los materiales electorales de las casillas 
para su posterior reutilización, tiene su fundamento 
en lo establecido en el artículo 165 del Reglamento 
de Elecciones y para realizar los trabajos de conser-
vación y desincorporación de materiales electorales, 
se podrán seguir las acciones precisadas en el Anexo 
4.1 de dicho ordenamiento.

En el citado anexo se especifica que los compo-
nentes del cancel, los separadores o mamparas, la 
mampara especial y su aditivo, las urnas para los 
distintos tipos de elecciones, así como la Base porta 
urnas y las cajas paquete electoral, deberán ser pro-
ducidos en materiales resistentes que permitan su 
reutilización en más de un proceso electoral, al igual 
que las marcadoras de credenciales.

Y con relación a la conservación o desincorpora-
ción de los materiales electorales establece que, al 
material recuperado de las casillas se le deberá apli-
car el tratamiento o criterios para su conservación, 
con el propósito de mantenerlos en buen estado, 
además de que deberá asegurarse su almacenamien-
to en las mejores condiciones posibles, mientras que 
los materiales en mal estado, deberán identificarse 
perfectamente hasta su tratamiento final, para evitar 
que se confunda con el que está en buen estado.

Para conseguir lo anterior deberán mantenerse 
actualizados los inventarios de materiales electo-
rales reutilizables y se realizará periódicamente un 
monitoreo al espacio donde se encuentren almace-
nados, debiendo realizar una revisión aleatoria para 
verificar el estado físico y si hay afectaciones por las 
condiciones ambientales, describiendo los trabajos 
que se deberán realizar para su selección, manteni-
miento y conservación.

En cuanto a la normativa emitida a nivel local, 
en el proceso electoral 2017-2018 fue la primera 
ocasión en que el Instituto Electoral de Michoacán 
(IEM), llevó a cabo por primera vez la revisión y 
clasificación del material electoral para su posterior 
reutilización en base a la normatividad federal así 
como a los Lineamientos para la revisión, clasifica-
ción y rehabilitación de los materiales electorales 
recuperados de pasados procesos electorales, para 
efectos de su reutilización, emitidos por la Comi-
sión de Organización Electoral el 12 de noviembre 
de 2018.

En el pasado proceso electoral 2020-2021 a pro-
puesta de la Comisión de Organización Electoral, el 
Consejo General del IEM aprobó el procedimien-
to para la revisión y clasificación de los materiales 

electorales mediante acuerdo IEM-CG-206/2021, el 
3 de mayo de 2021.

III. Reutilización del material electoral en el IEM 
en el Proceso Electoral 2020-2021

Con base en el marco normativo señalado, en el pasa-
do Proceso Electoral 2020-2021 el IEM llevó a cabo 
la revisión y clasificación del material electoral para 
su posterior reutilización aplicando el procedimiento 
aprobado por el Consejo General, el cual consistió en 
que las Vocalías de Organización de cada órgano des-
concentrado en Michoacán, con el apoyo de los super-
visores y capacitadores asistentes electorales locales, 
llevarían a cabo la revisión y clasificación de los ma-
teriales para su envío a la bodega central de este Ins-
tituto a través de los enlaces de Órganos Desconcen-
trados, tarea que se realizó antes de la conclusión de 
funciones en cada uno de los Comités,  con lo que se 
incrementó el porcentaje de materiales recuperados.

Dicho procedimiento de revisión y clasificación del 
material electoral1, inició con el análisis de cada uno de 
ellos, en el caso de las urnas y base porta urnas se revisa-
ron las estructuras de plástico, mientras que en las cajas 
contenedoras de material electoral se revisó la estructura 
de cartón, para determinar que no presentaran alguna de-
formidad, quiebre o fisura y que cada una de sus pesta-
ñas o sujetadores para armar se encontraran en perfectas 
condiciones para reutilizarse. Verificado lo anterior, se 
separaron el material en buen y mal estado, y se armaron 
los paquetes con el número de piezas recomendado para 
cada uno de ellos en el procedimiento, para lo cual se 
utilizó cinta transparente o rafia.

De la misma forma, para los canceles electorales se 
revisó que la estructura tubular se encontrara completa, 
sin fisuras y que cada una de las extensiones contara con 
su propio regatón, asimismo que los insertos contaran 
con el sistema “pin botón” integrado y en buen estado. 
En el caso de plásticos, se revisó que se encontraran com-
pletos, sin fisuras y que las pestañas presentaran la resis-
tencia para ser integradas en las ranuras de la base y el di-

1 Procedimiento para la revisión y clasificación de los materiales 
electorales recuperados al término de la jornada electoral, consulta-
ble en http://www.iem.org.mx/documentos/acuerdos/2021/IEM-
CG-206-2021_%20Acuerdo%20CG_%20Que%20aprueba%20
el%20procedimiento%20para%20la%20revisi%C3%B3n%20
y%20clasificaci%C3%B3n%20de%20los%20materiales%20
electorales%20recuperados%20al%20termino%20de%20la%20
jornada%20electoral_%2003-05-2021.pdf
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visor y que cada uno de los extremos del cortinero tuviera 
su tapón. Verificado lo anterior, se separaron cada tipo de 
los materiales en buen y mal estado y se agruparon en las 
cantidades señaladas en el procedimiento.

Lo anterior se llevó a cabo en el lapso de un mes in-
cluidas todas las etapas del procedimiento. Gracias a su 
puesta en marcha, se recuperaron los siguientes materia-
les electorales:

Csc. Material electoral Cantidad 
recuperada

1 Urna de Gubernatura 6,021

2 Urna de Diputaciones Locales 6,114

3 Urna para Ayuntamiento 6,009

4 Base porta urna 17,584

5 Caja contenedora de material electoral 
para la elección

N/A

6 Cancel electoral 899

Es importante mencionar que una vez que la Direc-
ción de Organización concluyó con las actividades de 
conteo y clasificación de los materiales electorales que 
fueron recibidos en la Bodega Central del Instituto, prove-
nientes de la recuperación que efectuaron los 116 comités 
distritales y municipales en el Proceso Electoral Ordina-
rio Local 2020-2021, se pudo apreciar que se alcanzó un 
porcentaje de material recuperado del 92.4 por ciento de 
manera global, y por tipo de material, urnas entre el 93 y 
95 por ciento; las bases porta urnas en un 91 por ciento; y 
los canceles electorales arriba del 85 por ciento2.

Del total de materiales electorales recuperados repre-
sentaría un ahorro para el siguiente proceso electoral, con 
costos actuales de un monto aproximado $12,893,534.64. 
(doce millones, ochocientos noventa y tres mil, quinien-
tos treinta y cuatro pesos 64/100 M.N.), lo que sin duda 
significará una importante reserva económica que este 
Instituto podrá utilizar en otro rubro para el adecuado de-
sarrollo de sus funciones. 

IV. Comparativo nacional en reutilización de 
materiales electorales

Para tener un parámetro más preciso de compara-
ción respecto al tema de reutilización de materiales 

2 Datos obtenidos del 2º Informe Cuatrimestral de la Comisión 
de Organización consultable en http://www.iem.org.mx/docu-
mentos/informes_de_comisiones/coe/2021/Informes%20de%20
la%20Comisi%C3%B3n/2o%20Informe%20cuatrimestral%20
ORGANIZACION_mayo-agosto_2021.pdf

electorales por parte de los OPLE, se envió a to-
dos ellos una solicitud de información a través de 
la plataforma nacional de transparencia en el que 
esencialmente se les preguntó si reutilizan material 
electoral, cuánto han logrado reutilizar y el ahorro 
estimado por dicha reutilización, solicitud a la cual 
todos dieron respuesta en tiempo y forma, respecto 
de las cuales por cuestiones didácticas en este traba-
jo se sintetizará dicha información exponiendo en 
la siguiente tabla únicamente los OPLES que pro-
porcionaron los datos relativos a la recuperación del 
material en los procesos electorales efectuados entre 
2020 y 2021 y el ahorro estimado para el siguiente 
proceso electoral (tabla de la página siguiente).

De lo anterior se puede apreciar el esfuerzo que han 
realizado los OPLE en materia de recuperación de los 
materiales para su posterior reutilización, obteniendo un 
ahorro estimado tan solo en los procesos electorales lle-
vados entre 2020 y 2021 de $249,869,255.37 (doscientos 
cuarenta y nueve millones ochocientos sesenta y nueve 
mil doscientos cincuenta y cinco pesos 37/100 M.N.); 
ello sin contar los institutos que en su respuesta señalaron 
que al momento de la contestación se encontraban reali-
zando los trabajos de revisión y clasificación, por lo que 
no contaban con el dato del ahorro estimado, cantidad 
que sin duda se utilizará en alguna de las otras muchas 
necesidades operativas de cada instituto.   

En el caso de Michoacán se encuentra entre los seis 
estados con mayor ahorro, debiendo tomar en cuenta 
otros factores como el número de electores que tiene 
cada entidad, que se refleja de forma directa en la can-
tidad necesaria de material electoral que debe adquirir 
cada instituto y por tanto una mayor capacidad de recu-
peración y ahorro.

V. Conclusiones

Sin duda la conservación de los materiales electora-
les para su reutilización en más de un proceso elec-
toral es un tema que va cobrando mayor relevancia 
ante la necesidad de optimizar los recursos eco-
nómicos con los que cuenta la autoridad electoral 
nacional y los institutos electorales locales para la 
organización de las elecciones así como de los meca-
nismos de participación ciudadana, lo cual además 
implica un impacto positivo al medio ambiente al 
reutilizar la mayor cantidad de estos materiales.

En este artículo se puede apreciar que tanto el 
IEM como la gran mayoría del resto de los OPLE 
están llevando a cabo los trabajos de recuperación 
y resguardo establecidos en el Reglamento de Elec-
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ciones del INE en su artículo 165, cuyo procedimien-
to se describe en el Anexo 4.1 del mismo, lo que ha 
logrado un ahorro significativo para cada Instituto 
que permitirá utilizar ese dinero en otras de las mu-
chas tareas conferidas en favor de la democracia y 
procedimientos que sin duda se irán perfeccionan-
do en cada proceso y se logrará reutilizar la mayor 
cantidad de estos materiales, con el impacto que en 
consecuencia tendremos para el medio ambiente.

Para dicho perfeccionamiento es importante que 
se implementen medidas eficaces en la recupera-
ción y resguardo de los materiales electorales para 
obtener porcentajes cada vez más altos de mate-
riales recuperados en buen estado, susceptibles de 
ser reutilizados en más procesos electorales, como 
fue en el caso de Michoacán con la aprobación por 
parte del Consejo General del procedimiento para 
la revisión y clasificación de los materiales electora-
les recuperados al final de la jornada electoral, en el 
que se describan las acciones pormenorizadas que 
se deberán realizar para que al recibir los materiales 
electorales provenientes de las casillas estos sean 
separados, acomodados y empaquetados de una 
forma que permita la máxima recuperación de los 
mismos en buen estado para su reutilización.
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Organismo Público Local Electoral Ha reutilizado material Ahorro aproximado

Instituto Estatal Electoral de Baja California Sí $ 29,364,426.00

Instituto Estatal Electoral de Baja California Sur Sí $3,382,576.60

Instituto Estatal Electoral de Chihuahua Sí $ 19,882,488.16

Instituto Electoral de la Ciudad de México Sí $81,381,878.97

Instituto Electoral del Estado de Colima Sí $2´475,488.98

Instituto Electoral del Estado de Guanajuato Sí $25´445,632.48

Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco Sí $4´584,404.66

Instituto Electoral de Michoacán Sí $12,893,534.64

Instituto Estatal Electoral de Nayarit Sí $5,000,000.00

Comisión Estatal Electoral de Nuevo León Sí $38,000,000.00

Instituto Electoral del Estado de Querétaro Sí $4,513,152.00

Instituto Electoral de Quintana Roo Sí 3,842,094.00

Instituto Electoral del Estado de Sinaloa* Sí $658,532.00

Instituto Electoral de Tamaulipas Sí $9´693,856.88

Instituto Tlaxcalteca de Elecciones Sí $1,492,300

Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Yucatán Sí $2´188,800.00

Instituto Electoral del Estado de Zacatecas. Sí $5´070,090.00

* Informaron que el material reciclado lo utilizan de forma intensiva en simulacros.



79

Democracia representativa  
en México, víctima  
del sistema partidista
 
 
Maribel Valdez Solís* / Edgar Alejandro Ramírez Hernández**

Régimen de Partidos Políticos

SUMARIO: I. Democracia representativa; 
II. Sistema Partidista en México. III. 
Representación en las Cámaras. IV. 

Propuesta de reducción de diputados y 
senadores plurinominales. V. Conclusión. 

VI. Fuentes de consulta.

Resumen

El sistema de partidos políticos que pre-
domina en México tanto a nivel nacional 
como en cada uno de los estados que lo 
componen, está afectando a uno de los 
pilares de la República Mexicana, el pilar 
de la democracia representativa. Lo an-
terior en razón de que una parte consi-
derable de los representantes que están 
ocupando los curules en ambas Cámaras 
del Congreso de la Unión son represen-
tantes de los partidos políticos y no de la 
sociedad. Los representantes designados 
por el principio de proporcionalidad no 
velan por los intereses de la ciudadanía, 
sino por los de las dirigencias de partido. 
La existencia de esta figura, tal como está 
prevista en nuestra Constitución, ataca 
el pilar de democracia representativa al 
imponerle a la ciudadanía representan-
tes que no eligieron, cuyas capacidades, 
experiencia, propuestas e incluso nom-
bre nunca se pusieron a valoración del 
pueblo al que se supone representan.

Palabras clave: democracia, repre-
sentación, partidos políticos, plurinomi-
nales, elección popular. 

I. Democracia representativa

Para que en México exista una efi-
caz protección de los derechos y 
libertades humanas es necesario 

que las personas representantes que son 
electas para un cargo de elección popu-
lar, es decir, quienes ocupan cargos en 
el Poder Ejecutivo y Legislativo, que son 
electas mediante el sufragio de los gober-
nados, hagan saber, y llevar a las Cáma-
ras del Poder Legislativo, ya sea a nivel 
federal o estatal, a través de iniciativas, 
las necesidades de la sociedad que confío 
en ellas. Deben dejar de lado la simula-
ción y proteger solo los intereses de su 
partido o corriente política. Eso es lo que 
ha conllevado a la actual crisis democrá-
tica que se vive en el país.

Para comprender un poco sobre lo 
que se ha señalado con antelación es 
necesario comprender el significado de 
democracia. La palabra desde su con-
cepción etimológica se debe de entender 
como poder (kratos) del pueblo (demos). 
Según Schumpeter, la teoría clásica en-
tiende que “el método democrático es 
aquel sistema institucional de gestación 
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de las decisiones políticas que realiza el bien común, 
dejando al pueblo decidir por sí mismo las cuestio-
nes en litigio mediante la elección de individuos que 
han de congregarse para llevar a cabo su voluntad” 
(Schumpeter, 2014: 119).

En conceptos más recientes y especializados pue-
de ser entendida como la “igualdad, como libertad, 
como participación, o, incluso, como estado de De-
recho, aunque esto no significa que sean términos 
sinónimos, porque ya la ciencia política tiene bien 
perfilados los contornos de cada uno de esos con-
ceptos” (Garita: 284). Es decir, a partir de las bases 
de la democracia se puede estructurar y delinear las 
bases esenciales para el desarrollo y bienestar de la 
sociedad.

En México, el tema de la democracia represen-
tativa se encuentra reconocido dentro de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
misma que a la letra señala: 

Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano 
constituirse en una República representativa, 
democrática, laica y federal, compuesta por Estados 
libres y soberanos en todo lo concerniente a su 
régimen interior, y por la Ciudad de México, unidos 
en una federación establecida según los principios de 
esta ley fundamental (CPEUM, 1917, art. 40).

Del precepto constitucional en cita es necesario ha-
cer la siguiente interrogante: ¿qué fin busca la de-
mocracia representativa? Busca resolver el “proble-
ma del método para elegir gobernantes, garantizar 
algunos derechos básicos y procesar las demandas 
sociales, con formas indirectas de participación. La 
democracia es, entonces, solamente el primer paso 
hacia el bienestar. No obstante, por su naturaleza, 
la democracia no se puede consolidar sin avanzar 
hacia la segunda meta: el bienestar social y econó-
mico” (González, 2021: 57). A través de este modelo 
de democratización se da la pauta para avanzar al 
perfeccionamiento de las instituciones del Estado, 
puesto que se hace participe directa a la sociedad en 
la toma de decisiones del país.

La democracia representativa, o el elemento re-
presentación, viene a entenderse también como la 
libertad de mandato que tienen aquellas personas 
que fueron electas para un cargo de elección popu-
lar. Es decir, el gobernante o la gobernante confía 
y cede sus intereses a una persona para que repre-
sente sus intereses. Aquí se configura la democracia 
delegativa, en ideas de O’Donnell. 

La democracia no puede limitarse solamente a 
ejercer nuestro derecho a votar a cada jornada elec-
toral (según nos corresponda en cada entidad fede-
rativa), sino que, también, tenemos que evaluar y 
supervisar a nuestras representaciones electorales. 
Eso es lo que en realidad debería de imperar en un 
Estado democrático. Pero, en México, a la clase po-
lítica no le interesa, ya que en vez de crear mecanis-
mos eficaces para que la sociedad pueda ser partici-
pe activa en la toma de decisiones, por el contrario, 
el legislador se centra esencialmente en modificar la 
ley a su conveniencia para proteger los intereses de 
su partido o corriente política, y limitar a la socie-
dad en la toma de decisiones del país. Ahí es donde 
encontramos la falla del sistema político mexicano. 

II. Sistema partidista en México

Hay quienes señalan que la política en México es un 
circo y es mera simulación. Muestra de ello es cuan-
do en las sesiones públicas de la Cámara de Diputa-
dos y Senadores se discute un tema (iniciativa), en 
vez de generar debate y argumentos para perfeccio-
narla se cae en las reclamaciones, en insultos entre 
las diferentes bancadas partidistas. Esto, en vez de 
generar un bienestar en México, genera un hermo-
samiento y debilitamiento institucional. Esto es lo 
que comprende en esencia y, en primer momento, 
el tema del sistema partidista. En un concepto más 
especializado, el sistema partidista se puede definir 
como “el conjunto de interacciones derivadas de la 
competencia entre partidos, así como las relacio-
nes y dinámica que se presentan entre ellos en un 
Estado determinado” (Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, 2010: 33). Así mismo, las 
características que componen a dicho sistema son:

•	 Competencia e interacción entre partidos. 
•	 Número de partidos. 
•	 Tamaño de los partidos. 
•	 Distancia ideológica entre ellos. 
•	 Su relación con la sociedad o con grupos so-

ciales. 
•	 Su actitud frente al sistema político (ídem).

Ahora bien, en México, hasta junio de 2022, existen 
siete partidos políticos (PAN, PRI, PRD, PT, PVEM, 
MC y MORENA); así mismo, existen candidatos in-
dependientes que figuran como los representantes 
de la sociedad. Basta señalar que “la representación 
política en México es posible mediante los partidos 
políticos y los candidatos independientes. Los prime-
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ros deben organizarse en una estructura formal en 
torno a un programa político determinado que sea 
ejecutable, para lo cual cuentan con derechos y obli-
gaciones establecidos en la Ley” (Soriano, 2018: 26).

De lo anterior debe mencionarse que los proce-
sos de selección para elegir a quienes fungirán como 
representantes para los cargos de elección popular 
son dirigidos por los dirigentes de los partidos polí-
ticos; quienes buscan poner a alguien afín a sus in-
tereses, sin importar o voltear a ver a la ciudadanía. 
Eso es lo que conlleva a que la democracia mexicana 
siga sometida y controlada por unos cuantos. 

El fracaso del sistema partidista en México se 
debe a ello. Por ello, para retozar la democracia en 
el país, es necesario que se reestructure de fondo la 
forma en que se eligen a las y los aspirantes que fun-
girán como representantes del pueblo. La democra-
cia no puede seguir sujeta a los partidos políticos; 
por ello, es necesario que la sociedad sea participe 
directa en los procesos de selección de esos aspiran-
tes, para efectos de que ellos mismos puedan elegir 
a un representante de origen, mas no a alguien im-
puesto y protegido por un partido político. Hay mu-
cho que trabajar sobre el tema, pero como sociedad 
debemos de empezar hacer presión para consolidar 
una verdadera democracia que nos permita tener 
acceso a una eficaz protección de nuestros derechos 
y libertades humanas. 

III. Representación en las Cámaras 

El sistema partidario tiene gran incidencia en la Cá-
mara de Diputados y en la Cámara de Senadores, ya 
que en México en ambas Cámaras hay curules re-
servadas para funcionarios electos por el principio 
de representación proporcional, conocidos como 
plurinominales, correspondiendo 200 a la Cámara 
de Diputados y 32 a la Cámara de Senadores. (Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
1917, arts. 52 y 56).

Es decir, 232 representaciones del Congreso de 
la Unión son elegidas por el principio de representa-
ción proporcional. ¿Qué quiere decir esto? La repre-
sentación proporcional busca regular el porcentaje 
de diputados de cada partido político en la Cámara, 
según el porcentaje de votos que hayan obtenido en 
la elección al interior de cada circunscripción elec-
toral, esto para que cada grupo tenga la cantidad de 
representantes en la Cámara, según el apoyo de la 
población que tenga. Dicha elección plurinominal 
está fundada en el artículo 52 de la Constitución Po-

lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en el que se 
establece que estos 200 diputados serán electos me-
diante el sistema de listas regionales, mientras que 
los 32 senadores plurinominales, como lo establece 
el artículo 56 constitucional, “serán electos median-
te el sistema de listas votadas en una sola circuns-
cripción plurinominal nacional, conformadas de 
acuerdo con el principio de paridad, y encabezadas 
alternadamente entre mujeres y hombres cada pe-
riodo electivo”(ídem).

Ahora bien, las listas regionales están compues-
tas por 40 candidaturas, de las que según el porcen-
taje de votos alcanzados se designarán las diputa-
ciones plurinominales que le correspondan a cada 
partido político. En la asignación se seguirá el orden 
que tuviesen las candidaturas en las listas corres-
pondientes. Para la asignación de diputaciones de 
representación proporcional se procederá a la apli-
cación de una fórmula de proporcionalidad pura, 
integrada por los siguientes elementos: a) cociente 
natural, que es el resultado de dividir la votación 
nacional emitida entre los 200 diputados de repre-
sentación proporcional; y, b) resto mayor, que es el 
remanente más alto entre los restos de las votacio-
nes de cada partido político, una vez hecha la dis-
tribución de curules mediante el cociente natural. 
En cuanto a las senadurías se refiere, los partidos 
políticos deberán registrar una lista nacional de 32 
fórmulas de candidaturas para ser votadas por el 
principio de representación proporcional y para su 
asignación se utilizará la fórmula de proporcionali-
dad (Sistema de Información Legislativa, 2022).

Este sistema de representación proporcional ge-
nera descontento y dudas en la sociedad, por surgir 
una justa interrogante: ¿a quién se está represen-
tando con la representación proporcional? En una 
democracia aprisionada por el sistema de partidos, 
con la representación proporcional en lugar de re-
presentar a la sociedad se está dando curules a los 
partidos políticos para que pongan en ellos a repre-
sentantes de los intereses del partido político al que 
pertenecen y no de los intereses de la sociedad. Son 
representantes que ni siquiera han sido elegidos, 
sino que han acabado ocupando esos cargos porque 
candidatos que pertenecen al mismo partido polí-
tico han ganado una competición por los votos de 
los ciudadanos; candidatos que, si convencieron al 
pueblo de depositar su confianza en ellos, ya sea con 
su experiencia en la gestión pública, su buena re-
putación, sus propuestas o cualquier otra cualidad 
que se sometió a la valoración de los ciudadanos, 
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los cuales terminaron por ponerlos en los curules. 
Por el contrario, de los representantes electos, por 
no decir designados, por proporcionalidad muchas 
veces no sabemos ni sus nombres, mucho menos 
si son o no aptos para el cargo. La decisión de po-
ner a esos 232 representantes plurinominales no 
es de la ciudadanía, es de los dirigentes de los par-
tidos políticos y a ellos es a quienes representan.  

IV. Propuesta de eliminación de diputados y 
senadores plurinominales 

La inconformidad de la ciudadanía respecto a los 
representantes se ha hecho presente en los últi-
mos años, de ahí que sea un tema de discusión en 
la agenda de nuestro actual gobierno. En abril de 
2022 el Presidente de la República habló en su con-
ferencia matutina sobre proponer una reforma a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos en materia electoral que contempla, entre va-
rios puntos, el eliminar a los diputados y senadores 
plurinominales, lo que no solo implicaría un ahorro 
económico, también implicaría dejar de imponer a 
la sociedad representantes que no buscan lo mejor 
para la ciudadanía, ya que están ahí gracias a sus di-
rigentes partidistas y, por lo tanto, deben su lealtad 
a los mismos. 

V. Conclusión 

El sistema partidista mediante el que se postula la 
mayoría de las candidaturas que se someterán a elec-
ción popular y mediante el que se elige a los dipu-
tados y senadores plurinominales está atacando a la 
democracia representativa al no permitirle al pueblo 
elegir alrededor del 37 por ciento de sus representa-
ciones en el Poder Legislativo; se trata de funciona-
rios que no representan a la sociedad ni a sus intere-
ses y cuyas aptitudes, experiencias y propuestas no 

fueron valoradas ni mucho menos respaldadas por 
la ciudadanía, a través del voto popular. 

Si bien eliminar a los diputados y senadores elec-
tos por el principio de proporcionalidad es una posi-
ble solución a este problema que tiene como víctima 
a la democracia representativa en México, puede no 
ser la única. La reforma electoral es necesaria, pero 
también muy difícil. El tema debe ser estudiado a 
profundidad para garantizar que la representación 
proporcional verdaderamente represente los intere-
ses de la sociedad. 
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Resumen

El presente trabajo ofrece una idea ya estudiada en 
la ciencia política, cuyo constante surgimiento de 
propuestas y escenarios políticos brinda motivos 
para seguir estudiando los efectos que tienen el ta-
maño de las circunscripciones (y sus propuestas de 
cambio) en el número efectivo de partidos políticos.

Estas reglas del sistema electoral repercuten 
en el sistema de partidos y en las interacciones en-
tre estos órganos políticos y el panorama electoral 
presentado según el número de puestos que una 
circunscripción elija. Las recientes propuestas de 
reformas electorales en México proponen modificar 
el tamaño de las circunscripciones en ese sentido y 
abren la puerta a cuestionamientos tales como ¿qué 
ocurriría con el sistema de partidos?, ¿cuáles son los 
efectos esperados? o ¿qué pasaría con los partidos 
políticos y sus alianzas?

Palabras clave: sistema electoral, sistema de 
partidos, partidos políticos, circunscripciones, nú-
mero efectivo de partidos.

El tamaño de las circunscripciones es uno de 
los elementos más valorados en el estudio de 
los sistemas electorales de los países. Redu-

cir o aumentar los tamaños de las circunscripciones 
electorales tiene diversos efectos, particularmente 
en los partidos políticos, su competencia, posibles 
alianzas y en su actuar en general.

Si bien estos efectos han sido ya estudiados, el 
panorama es siempre cambiante en los sistemas 
electorales, tanto por consecuencias deseadas como 
no deseadas (ni esperadas), “todo sistema electoral 
genera efectos sobre los resultados electorales y el 
sistema de partidos resultante” (Duverger, 1972: 
245). La propuesta de reforma electoral en México 
(2022) impulsada por el presidente López Obrador 
ha sido motivo de estudio y análisis politológico en 
las distintas dimensiones en que esta propone cam-
bios en diversas mecánicas del sistema político elec-
toral mexicano. 

Uno de esos cambios que dicha reforma propo-
ne es el cambio en el número y tamaño de circuns-
cripciones, por lo que este análisis se propone dar 

* Licenciado en Administración Pública y Ciencias 
Políticas por la BUAP. Actualmente se desempeña 
como profesor de la Universidad Alianza Hispana 
Chignahuapan y es estudiante del último 
semestre de la Maestría en Análisis Político de la 
Universidad de Guanajuato.



84

respuesta a las preguntas sobre: ¿qué sistemas elec-
torales tienen o han tenido estas reglas? ¿cuáles son 
sus efectos? ¿qué ocurrirá con las alianzas electora-
les? y, ¿cómo cambia esto las mecánicas de compe-
tencia electoral de los partidos políticos?

Comenzaremos por definir circunscripción como 
“una conformación (o delimitación) territorial que 
se compone por un conjunto de secciones electora-
les (donde nos toca votar) (…); estas secciones son 
agrupadas según su población…” (IECM, 2022, pág. 
1) La utilidad de dichas circunscripciones es justa-
mente la delimitación de la representatividad en la 
que se eligen representantes.

Por otro lado, el número efectivo de partidos po-
líticos es un indicador de los sistemas electorales (y 
sistemas de partidos) que aún es debatido por cómo 
debería calcularse. Básicamente, y para efectos de 
este estudio, se entenderá al número efectivo de 
partidos (NEP) como un índice de fragmentación 
partidista utilizado en la política comparada, que 
indica un número de partidos que son competitivos 
dentro del sistema de partidos de un país.

El estudio de las principales características y de los 
elementos identificativos que definen a un sistema 
o subsistema de partidos dado y que permiten 
compararlo con otros, esto es, el estudio de las 
dimensiones del sistema de partidos, constituirá, 
por tanto, uno de los aspectos fundamentales para 
conocer la configuración y el funcionamiento del 
sistema político en su conjunto. Y los sistemas de 
partidos son, ab initio al menos, una consecuencia de 
la distribución de las preferencias electorales de los 
ciudadanos, quienes manifiestan esas preferencias 
en forma de votos que, en virtud del sistema 
electoral, se convierten en distribución de autoridad 
gubernamental (generalmente escaños)” (Rae, 1971).

El sistema electoral italiano vivió una situación simi-
lar a la que justifica el planteamiento de este trabajo. 
Durante la Primera República Italiana (1946-1993) 
se estableció un sistema electoral proporcional, en 
el que los partidos competían de manera indepen-
diente y mostraban mayor o menor fortaleza en dis-
tintas regiones (circunscripciones) permitiendo un 
“voto sincero” por parte de la ciudadanía; al llegar al 
parlamento, los partidos conformaban gobierno de 
una manera similar a la proporcionalidad con la que 
habían sido votados. Al ser un sistema proporcio-
nal, los electores votaban por el partido con el que 
simpatizaban y los partidos repartían los escaños 

que obtenían a sus partidarios según listas.
Tras la reforma electoral en 1994, el sistema 

electoral de la llamada Segunda República Italiana 
se convirtió en un sistema mixto, que no solo per-
mitió sino que conformó dos grandes polos ideo-
lógicos que se disputan el gobierno y el control 
del parlamento italiano. Este cambio en el sistema 
electoral trajo consigo la conformación de grandes 
alianzas electorales en estos dos bloques ideológi-
cos. Al convertirse en un sistema electoral mixto, las 
circunscripciones aumentaron de tamaño, pues no 
solamente había un voto hacia el partido que se ele-
gía (proporcional) sino que también había un voto 
directo por su representante.

De tal manera que, al reducir el tamaño de las 
circunscripciones (como en la Primera República 
Italiana), las alianzas electorales pierden incentivos 
para formarse, pues se depende más del actuar lo-
cal y los partidos políticos se ven obligados a ganar 
en este contexto. Por el contrario, circunscripciones 
más grandes, obligan a los partidos a buscar alian-
zas estratégicas en regiones en que se encuentran 
con menor apoyo electoral.

Para profundizar sobre los efectos del tamaño de 
la circunscripción en los partidos políticos, se uti-
lizará la base de datos Word.sav de Philip Pollock 
que contiene datos de 167 países, entre los que se 
incluye México. Particularmente, se utilizarán dos 
variables de esta base de datos, obtenidos de la En-
cuesta Mundial de Valores (WVS por sus siglas en 
inglés); la primera de ellas es el promedio numé-
rico de miembros por distrito, dicho de otra 
forma, el número de representantes elegidos por 
circunscripción (tamaño de la circunscripción); la 
segunda de estas variables es el número efectivo 
de partidos.

En cuanto al tamaño de circunscripciones, y 
como se puede observar en la Tabla 1, aunque solo 
118 de los 167 casos que contiene esta base de datos 
proporcionan datos al respecto, los datos nos indi-
can que la mayoría de sistemas electorales (55 para 
ser precisos) eligen un solo miembro en cada cir-
cunscripción electoral. 
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Tabla 1. Tamaño de las circunscripciones (WVS)

Frecuencia Porcentaje válido

Un solo miembro 55 46.6

>1 a 5 miembros 26 22

6 ó más miembros 37 31.4

Total 118 100

En cuanto al número efectivo de partidos, los da-
tos de la Encuesta Mundial de Valores clasifican en 
tres categorías los casos del número efectivo de par-
tidos en los 81 países en que se cuenta con el dato: 
de 1 a 3 partidos, de 4 a 5 partidos y de 6 hasta 11 
partidos políticos. Aunque se muestran muy balan-
ceados los casos dentro de las categorías ya mencio-
nadas, destaca como valor más alto en el número 
efectivo de partidos, aquellos países donde este ru-
bro se encuentra entre los 6 y hasta los 11 partidos.

Tabla 2. Número efectivo de partidos (WVS)

Frecuencia Porcentaje válido

1-3 partidos 28 34.6

4-5 partidos 23 28.4

6-11 partidos 30 37

Total 81 100

La ilustración número 1 nos muestra el resulta-
do del cruce entre ambas variables (tamaño de las 
circunscripciones y número efectivo de partidos), 
donde nos percatamos que en aquellos países donde 
las circunscripciones son menores (eligen a un solo 
miembro) el número efectivo de partidos (NEP) 
también es menor (1 a 3 partidos), mientras que en 
aquellos casos en que circunscripciones electora-
les crecen (eligiendo hasta 5 miembros) el número 
efectivo de partidos se nivela más para, finalmente, 

Ilustración 1. Los efectos del tamaño de las circunscripciones en el NEP
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verse beneficiado cuando el tamaño de las circuns-
cripciones es mayor (eligiendo 6 miembros o más), 
aumentando como valor más alto del número efec-
tivo de partidos en el parlamento hasta la categoría 
de entre 6 y hasta 11 partidos políticos.

Los hallazgos de este cruce de variables, sinteti-
zados en el gráfico de barras, nos indican una clara 
tendencia también reconocida en el cambio del sis-
tema electoral ocurrido en Italia: a mayor tamaño 
de las circunscripciones mayor el número efectivo 
de partidos en los parlamentos. 

De manera que una reforma en materia electoral 
que modifique el tamaño de las circunscripciones 
repercutirá en el sistema de partidos haciendo in-
necesarias (o necesarias si se aumentan los tama-
ños de circunscripciones) las alianzas electorales, 
obligando a los partidos a tener más presencia local 

y tal vez a la competencia interna, y disminuyendo 
el número efectivo de partidos, lo que nos hace po-
ner atención también en el límite mínimo de votos 
obtenidos para que un partido pueda mantener su 
registro.
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Resumen

A partir del 2006, por mandato del Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, la autoridad administrativa 
electoral federal se vio obligada a ins-
taurar un procedimiento administrativo 
seguido en forma de juicio para efectos 
de conocer y resolver las infracciones 
electorales surgidas durante un proce-
so electoral, que permitiera resolver el 
caso de manera pronta, a fin de proteger 
el principio de equidad en la contienda 
electoral. Con la reforma electoral de 
2007-2008, el Procedimiento Especial 
Sancionador adquirió un estatus nor-
mativo; posteriormente, con la reforma 
electoral de 2014, se crea la Sala Regio-
nal Especializada, y el procedimiento 
adquirió una naturaleza mixta, pues la 

autoridad administrativa electoral solo 
integra el expediente y la Sala Regional 
Especializada resuelve el asunto. A la par 
el Tribunal Electoral fue confeccionando 
diversos criterios jurídicos que permiten 
salvaguardar el principio de equidad y 
proteger los derechos humanos. 

Palabras clave: Procedimiento Es-
pecial Sancionador, Sala Regional Espe-
cializada, principio de equidad, proceso 
electoral, propaganda político-electoral.

I. Introducción

En México no sólo el Poder Legis-
lativo a través de las múltiples 
reformas político-electorales han 

llevado a los procesos electorales más 
equitativos, sino que también el Poder 
Judicial a través del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de Federación (TE-
PJF) ha emitido normas individualiza-
das y criterios jurisprudenciales ten-
dientes a salvaguardar la equidad en la 
contienda electoral.

El TEPJF, a través de la sentencia 
SUP-RAP-17/2006, “estableció la ins-
tauración de un procedimiento adminis-
trativo seguido en forma de juicio” (Gar-
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cía 2011: 13), con el objetivo de que las elecciones se 
conduzcan por el cauce constitucional y legal. 

Lo anterior dio origen al criterio “PROCEDI-
MIENTO SUMARIO PREVENTIVO. FACULTAD 
DE LA AUTORIDAD ELECTORAL PARA INSTAU-
RARLO” (Jurisprudencia 12/2007), criterio que 
constituyó una “fuente formal” (Alanís 2008: 5) 
para que el legislador federal instituyera el Procedi-
miento Especial Sancionador (PES). 

II. El PES como procedimiento compartido entre 
el INE y la SRE del TEPJF

El PES es de “creación originalmente jurisdiccional” 
(Madrazo 2011: 52) en 2006, al dotarse al entonces 
Instituto Federal Electoral (IFE) de un mecanismo 
administrativo para hacer frente a distintas infrac-
ciones electorales durante un proceso electoral.

En el 2007-2008 se logró incorporar el PES en 
la legislación electoral federal, ratificando la atribu-
ción del IFE para tramitar, sustanciar y resolverlo, 
a través del Consejo General del entonces IFE, con 
apoyo de la Comisión de Quejas y Denuncias y de la 
Secretaría del órgano superior de dirección de ese 
organismo electoral. 

Se trata de un procedimiento que se puso a mer-
ced de la ciudadanía y actores de un proceso electo-
ral para actuar de manera inmediata y resolver con 
prontitud las presuntas infracciones electorales, 
como es la violación a las normas sobre propaganda 
política, electoral, uso de medios de comunicación 
social o difusión de propaganda de servidores pú-
blicos, actos anticipados de precampaña y campaña, 
acceso a radio y televisión (COFIPE, artículos 367-
371). Asimismo, se previó la adopción de medidas 
cautelares (COFIPE, artículo 368), cuya finalidad 

es “prever la dilación en el dictado de la resolución 
[del PES], así como evitar que el perjuicio se vuelva 
irreparable” (SUP-REP-133/2018, 6).

Dicha reforma resultó insuficiente para algunas 
fuerzas políticas, pues estimaron que las resolu-
ciones del PES en manos del IFE contribuían a la 
“polarización del IFE con los partidos políticos [al 
constituirse como] organizador de los comicios [y] 
en el juez sancionador” (Iniciativa PAN 2013). Ade-
más de que las quejas generan una gran “carga de 
trabajo” (Iniciativa PAN 2017).

Lo anterior llevó a una nueva reforma en el 2014, 
en la que se optó que las resoluciones sean resuel-
tas por el TEPJF a través de la Sala Regional Espe-
cializada (SER). Esta nueva SRE fue impugnada al 
estimarse que su creación violaba el procedimiento 
legislativo y que carecía de sustento constitucional y 
contravenía la Supremacía constitucional, inconfor-
midades que limitó a la Sala Superior del TEPJF a 
emitir una opinión al respecto, ya que consideró que 
pertenecía al ámbito del Derecho en general y del 
Derecho constitucional (SUP-OP-3/2014). 

Pero la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
sí refutó dichos alegatos al sostener que las dispo-
siciones que crean la SRE están contenidas en una 
norma sustantiva y autónoma, y que existe autori-
zación constitucional para que en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación se estableciera 
la especialidad de una de las Salas del TEPJF con 
el carácter de regional (Acción de Inconstituciona-
lidad 22/2014).

Con esta reforma de 2014 se diseñó un nuevo 
esquema del PES, ya que presenta un carácter mix-
to –administrativo-jurisdiccional–, al INE –nace 
con esta reforma– se le cedió una parte del proce-
dimiento del PES, al quedarse solo con la investi-
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gación de las presuntas infracciones, integrar el 
expediente y someterlo al conocimiento de la SRE 
para su resolución, y en su caso, imponer sanciones 
por violaciones a la propaganda política, electoral y 
gubernamental, actos anticipados de campaña y ac-
ceso a los medios de comunicación (CPEUM 2015, 
artículo 41, Base III, apartado D y 99, base IX, LE-
GIPE 2015, artículos 470, 475).

Este nuevo diseño del PES ha permitido que el 
acceso a la justicia sea con mayor prontitud a dife-
rencia del anterior modelo, en el que existían reso-
luciones administrativas no jurisdiccionales. Asimis-
mo, la SRE ha rebasado las expectativas, pues se ha 
convertido en una sala eficaz al dictar resoluciones de 
forma expedita, que además son “sentencias progre-
sistas y […] orientadoras en diferentes temas, como 
[en] violencia política en razón de género; […] inte-
rés superior de la niñez; […] libertad de expresión” 
(SRE, Informe de labores 2017-2018), derechos de 
las personas con discapacidad (SRE-PSC-49/2016).

III. El PES como vía para proteger el principio 
de equidad en los procesos electorales y los 
derechos humanos

El PES a lo largo de los años se ha fortalecido a raíz 
de los diversos criterios que el TEPJF ha emitido, a 
fin dar mayor claridad y certidumbre a los procesos 
electorales, salvaguardando el principio de equidad 
en la contienda electoral y, por supuesto, protegien-
do los derechos humanos.

Una línea jurisprudencial ha surgido, que con el 
tiempo se convertirá en ley, pues la “actividad ju-
risdiccional se ha convertido en referencia para la 
actividad del Constituyente permanente, al aporta 
nuevas visiones y criterios sobre aspectos por defi-

nir al reformar el marco normativo en materia elec-
toral” (Alanís 2008: 10).

En efecto, en el TEPJF han germinado diversos 
criterios jurídicos1, pues ha velado por el principio 
de interés superior de la niñez, al proteger el de-
recho a la imagen, el derecho a la intimidad, 
el derecho al honor de la niñez que aparecen 
en propaganda electoral, al señalar que cuando en 
la propaganda político-electoral aparezcan meno-
res de 18 años de edad, el partido político deberá 
recabar por escrito el consentimiento de quien 
ejerza la patria potestad o tutela y, en caso de que 
no cuente con el mismo, deberá difuminar, ocultar 
o hacer irreconocible la imagen, la voz o cualquier 
otro dato que haga identificable a los niños, niñas 
o adolescentes, a fin de salvaguardar su imagen y, 
por ende, su derecho a la intimidad (Jurisprudencia 
20/2019); se deben cumplir ciertos requisitos míni-
mos para garantizar sus derechos, como el consen-
timiento por escrito o cualquier otro medio de quie-
nes ejerzan la patria potestad o tutela, así como la 
opinión de la niña, niño o adolescente en función de 
la edad y su madurez (Jurisprudencia 5/2017); pro-
paganda político-electoral en redes sociales donde 
aparezcan menores de edad se debe cumplir con los 
requisitos de ley (Tesis XXIX/2019); medidas cau-
telares proceden cuando la propaganda ponga en 
riesgo el interés suprior de los niños, niñas y adoles-
centes (Tesis VIII/2017).

En esa línea de protección de los derechos hu-
manos a través de la vía del PES, es el referente a 

1 Todas las jurisprudencias y tesis en materia electoral que se 
citan, están disponibles en https://www.te.gob.mx/IUSEapp/ 
(consultada el 20 de mayo de 2022).
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los derechos de las personas con discapa-
cidad, al sostenerse por la SRE que  los promo-
cionales de los partidos políticos  deben incluir 
elementos de pluralidad para propiciar la partici-
pación política informada de las personas con algu-
na discapacidad, lo cual implica que los materiales 
pautados deben privilegiar la inserción de subtí-
tulos para garantizar un acceso óptimo a la 
información política electoral de las personas 
con discapacidad auditiva (SRE-PSC-27/2016).

En el tema de violencia política en razón de 
género la SRE ha sostenido que se puede decirse 
que las condiciones de participación de las mujeres 
en los procesos electorales, si bien tiene una mejo-
ría, todavía es de desigualdad, respecto a los varo-
nes entre otros temas, tocante al acceso a los recur-
sos económicos, ya sea monetarios o en tiempos de 
radio y televisión (SRE-PSC-67/2016).

En ese hilo de protección a derechos humanos, 
se ubica la protección a los periodistas, pues la 
SRE ha determinado que los periodistas tienen una 
labor fundamental en el Estado Democrático, gozan 
de especial protección en el ejercicio de sus 
derechos humanos fundamentales reconocidos 
y garantizados en los instrumentos internacionales 
en la materia, en la Constitución Federal, así como 
en las leyes internas, especialmente por cuanto hace 
el desempeño de su labor, por lo que, los periodis-
tas son un sector al que el Estado Mexicano está 
compelido a otorgar una protección especial al 
constituir el eje central de la circulación de ideas 
e información pública (SRE-PSC-13/2015); Los 
periodistas y medios de comunicación en 
ejercicio de su labor no son sujetos responsa-
bles de calumnia electoral (Tesis XXXI/2018).

En sintonía con el derecho a la libertad de 
expresión la Sala Superior se ha pronunciado vía 
recurso de revisión del PES que el hecho de que va-
rias personas famosas publiquen mensajes en 
redes sociales a favor de un partido político, sus 
candidatos o su plataforma ideológica, es un as-
pecto que goza de una presunción de espon-
taneidad, propio de las redes sociales, por lo que 
al resolver el procedimiento especial sancionador 
atinente, la autoridad competente deberá realizar 
un análisis riguroso de cada mensaje denunciado 
en lo individual y adminiculadamente, tomando en 
cuenta el contexto de su difusión, pues sólo así po-
drá identificar si existen elementos comunes entre 
sí que permitan desvirtuar la citada presunción en 
la emisión de los mensajes y, por ende, determinar 

si se actualizó alguna infracción a las prohibiciones 
legales (Tesis LXVIII/2016); Al analizar conductas 
posiblemente infractoras de la normativa electoral 
respecto de expresiones difundidas en inter-
net, en el contexto de un proceso electoral, se deben 
tomar en cuenta las particularidades de ese medio, 
a fin de potenciar la protección  especial  de la 
libertad de expresión (Jurisprudencia 17/2016).

Un criterio relevante en protección a los dere-
chos humanos es el referente al derecho de répli-
ca, el cual debe ser tutelado a través del PES, 
al sostenerse que para tutelar el derecho de réplica 
de los partidos políticos, precandidatos y candida-
tos, son aplicables las reglas del procedimiento es-
pecial sancionador. Lo anterior, porque debe resol-
verse con prontitud, ya que si este derecho se ejerce 
en un plazo ordinario, posterior a la difusión de la 
información que se pretende corregir, la réplica ya 
no tendría los mismos efectos, por lo que su expe-
ditez se justifica por la brevedad de los plazos del 
proceso electoral (Jurisprudencia 13/2013). 

Hablando sobre la vía del PES para resolver ca-
sos sobre el derecho de réplica, también se ha sos-
tenido que es la vía para analizar las presuntas 
violaciones vinculadas con la legalidad de la 
propaganda electoral en radio y televisión, 
por la brevedad del trámite y resolución que distin-
gue a este procedimiento, y la necesidad de que se 
defina con la mayor celeridad posible sobre la lici-
tud o ilicitud de las conductas reprochadas, las que 
pueden llegar a provocar afectaciones irreversibles 
a los destinatarios de esas expresiones, debido a la 
incidencia que tienen los medios masivos de comu-
nicación en la formación de la opinión pública (Ju-
risprudencia 10/2008).

En atención a los principios de equidad en la 
contienda electoral, imparcialidad, certeza de los 
procesos electorales, se tienen, entre otros crite-
rios los siguientes: El hecho de que la conducta 
cese, sea por decisión del presunto infractor, de 
una medida cautelar o por acuerdo de voluntades 
de los interesados, no deja sin materia el pro-
cedimiento ni lo da por concluido (Jurispru-
dencia 16/2009); Las medidas cautelares de-
ben resolverse de manera inmediata sobre 
su procedencia (Tesis XI/2015); Procedencia de la 
medida cautelar cuando se advierta propagan-
da de partidos que identifiquen a un servidor 
público con la probable promoción de su persona 
(Tesis XXXVIII/2015); Medidas cautelares pro-
cede concederlas respecto de la transmisión en 
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televisión de propaganda colocada en vallas 
u otros objetos durante un evento público (Tesis 
XLIV/2015); Los servidores públicos deben abste-
nerse de acudir a actos proselitistas en días 
hábiles (Tesis L/2015); Propaganda político-elec-
toral prohibido el uso de estereotipos discri-
minatorios de género (Tesis XXXV/2018); In-
tegrantes de las legislaturas pueden acudir 
a actos partidistas si son dirigentes de un par-
tido político para realizar funciones de representa-
ción (Tesis XXVIII/2019).

De esta manera, el TEPJF refrenda su visión 
sobre el PES, pues ha manifestado que este proce-
dimiento en materia electoral constituye un pilar 
fundamental para proteger los principios del Es-
tado democrático constitucional, ya que tiene por 
objeto garantizar el correcto desarrollo de los pro-
cesos comiciales, el libre ejercicio de los derechos 
político-electorales de la ciudadanía y la adecuada 
utilización de los medios de comunicación social 
para preservar la competencia equitativa entre los 
partidos políticos y los candidatos.2

IV. La SRE imparte una justicia pronta y expedita

La SRE desde el 2014 ha mantenido una ardua ac-
tividad jurisdiccional expedita, que ha permitido 
direccionar a los procesos electorales por los cauces 
legales, haciendo prevalecer la equidad en la con-
tienda electoral y el respeto a los derechos humanos.

Así, según el informe de labores de 2014-2015 de 
la SRE, recibió y resolvió 1,358 expedientes, resol-
viéndose los asuntos en un promedio de 36 horas; 
de acuerdo con el informe de labores 2015-2016, 
la Sala resolvió 392 expedientes, en un promedio 
de 21 horas; durante el periodo de informe de la-
bores 2016-2017, la Sala resolvió 310 expedientes, 
dentro del plazo de 72 horas que prevé el artículo 
476, párrafo segundo, inciso d, de la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales; de 
acuerdo con el informe de labores 2017-2018, la 
Sala resolvió 908 expedientes dentro del plazo le-

2 El TEPJF en su micrositio “Consulta Reforma Electoral 2014” 
expone sobre la reforma electoral de 2014, en
https://www.te.gob.mx/consultareforma2014/
node/5780#:~:text=El%20procedimiento%20espe-
cial%20sancionador%20en,electorales%20de%20la%20
ciudadan%C3%ADa%20y

gal de 72 horas; en el informe de labores 2018-2019, 
se advierte que la Sala resolvió 309 expedientes en 
un promedio de 19 horas; en el informe de labores 
2019-2020, se prevé que la Sala resolvió 123 expe-
dientes en un promedio de 28 horas; en el informe 
de labores 2020-2021, se da cuenta que la Sala re-
solvió 719 expedientes, en un tiempo promedio de 
21 horas y 50 minutos.3

Como se puede observar, la SRE ha mantenido 
una ardua actividad jurisdiccional, pues al 2021 ha 
resuelto 4119 expedientes, los cuales constituyen 
normas individualizadas que han fortalecido la jus-
ticia electoral y han coadyuvado en la mejora cons-
tantes de la democracia representativa, y salvaguar-
dado los derechos humanos.

V. Conclusión

La SER, diseñada para el conocimiento exclusivo 
del PES, ha permitido que los “procesos electorales 
se desarrollen con imparcialidad, equidad y certeza 
jurídica” (Coello, Villafuerte, Mata, 2015). 

Así, actualmente existe un mejor sistema de im-
partición de justicia a través del PES, cuya misión es 
que las contiendas electorales estén libres de impu-
rezas y no se afecten los resultados electorales. Ade-
más, los jueces de esta Sala tienen una visión garan-
tista, pues a través del PES se han tutelado derechos 
humanos, lo cual es un hecho notorio y no refutable. 

Ahora bien, como propuestas se consideran las 
siguientes:

•	Primero. Debería existir la figura del acom-
pañamiento, es decir, que servidor público del 
INE que lleve la investigación e integración del 
expediente del PES, tenga asesoría de un se-
cretario de Estudio y Cuenta de la SRE, para 
que marquen las directrices de la investigación 
o indique el requerimiento de los documentos 
necesarios para resolver, con el fin de obtener 
una debida integración del expediente, y así 
evitar devoluciones de expedientes por estar 
indebidamente integrados. 

•	Segundo. También podría legislarse para que 
la SRE dictara las medidas cautelares, a efecto 
de que tengan naturaleza jurisdiccional y no 

3 Los informes de labores de la SRE están disponibles en https://
www.te.gob.mx/front3/workReport/index/7/ (consultado el 20 
de mayo de 2022).
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administrativo, pues al ser los jueces electo-
rales de la SRE quienes en un momento dado 
dictaran las sentencias correspondientes. 

•	Tercero. Otra propuesta vinculada con la 
creación de la SRE se considera que en lugar 
de denominarse regional, debería ser solo Sala 
Especializada o bien, Sala Nacional Especiali-
zada, dado que esta Sala no solo resuelve casos 
de una determinada región, pues conoce y re-
suelve asuntos de todo el país, desde luego del 
ámbito nacional. 
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Resumen

Toda controversia jurídica concluye de 
manera ordinaria con la emisión de una 
sentencia que resuelva lo planteado. Es 
un hecho conocido por la sociedad que, 
las decisiones emitidas por los órga-
nos jurisdiccionales especializados, por 
ejemplo, en materia electoral, se en-
cuentran repletas de formalismos, tec-
nicismos y términos particulares que, de 
ninguna manera, en ocasiones, reflejan 
el mensaje o el sentido que verdadera-
mente se quiso enviar, generando con 
ello una incertidumbre para los justi-
ciables, quienes en la mayoría de casos, 
son ciudadanas y ciudadanos ajenos a la 
materia. 

Así, al momento del dictado de una 
sentencia, entre muchas acciones a to-
mar, quienes imparten justicia en la ma-
teria, deben tomar en cuenta, en lo que 
interesa, el redactar resoluciones con 
formato de lectura fácil que sean enten-
dibles para cualquier persona, con lo cual 
se genera el cumplimiento al mandato 

constitucional señalado y, más aún, un 
verdadero acercamiento a la sociedad.

I. Introducción

En el presente trabajo se exponen 
de manera concreta fundamentos, 
ideas y opiniones con relación al 

dictado de las sentencias en formato fácil 
y accesible por los órganos jurisdicciona-
les, para lo cual se toma como referencia 
el antecedente emitido por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, mismo 
que dio origen a la obligación de dictado 
de sentencias en dicho formato.

A partir de ahí, el estudio se enfoca a 
la materia electoral conforme a los pre-
cedentes emitidos por la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación y el Tribunal Electoral 
del Estado de Michoacán y; posterior-
mente, se abordan conclusiones. 

II. Protección judicial efectiva 

En términos generales, el acceso a una 
tutela judicial efectiva comprende aquel 
derecho de toda persona para acudir 
ante un tribunal, a efecto de que se le 
imparta justicia de manera pronta, com-
pleta e imparcial. Esto es, que todas las 

Las sentencias en formato 
de lectura fácil y su emisión  
en la justicia electoral
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Justicia electoral
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ciudadanas y ciudadanos que instan al órgano juris-
diccional pretenden que se resuelva su pretensión a 
través del dictado de una sentencia y su ejecución1.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en jurisprudencia determinó que cons-
tituye el derecho público subjetivo que toda persona 
tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las 
leyes, para acceder de manera expedita a tribunales 
independientes e imparciales, a plantear una pre-
tensión o a defenderse de ella, con el fin de que a 
través de un proceso en el que se respeten ciertas 
formalidades, se decida sobre la pretensión o la de-
fensa y, en su caso, se ejecute esa decisión2. 

Asimismo, la tutela jurisdiccional efectiva impli-
ca también la sensibilidad del juzgador –respetan-
do las formalidades esenciales del debido proceso–, 
además de dictar una sentencia con la debida fun-
damentación y motivación, pensar en la utilidad del 
fallo, esto es, en sus implicaciones prácticas y la me-
jor solución para resolver el conflicto social3.

Esta última premisa resalta una de las aristas 
principales en el presente, como lo es el sentido y 
beneficio social para el justiciable, dado que, como 
se verá en líneas posteriores, son supuestos espe-
cíficos en los que el dictado de estas sentencias es 
procedente. 

1 Conforme a lo previsto en el artículo 17 de la Constitución 
federal. 

2 Época: Novena Época.-Registro: 172759.-Instancia: Pri-
mera Sala.-Tipo de Tesis: Jurisprudencia.- Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta.-Tomo XXV, Abril de 
2007.-Materia(s): Constitucional.-Tesis: 1a./J. 42/2007.-Pági-
na: 124.-“GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS 
ALCANCES”.

3 Conforme a la tesis III.2o.C.33 K (10a.), de rubro: “TUTELA 
JURISDICCIONAL EFECTIVA. EXIGE TRES CUALIDA-
DES ESPECÍFICAS DEL JUZGADOR EN EL DESEMPEÑO 
DE SU FUNCIÓN (FLEXIBILIDAD, SENSIBILIDAD Y SE-
VERIDAD)”, refiere que este principio implica que el juzgador 
debe ser flexible en la etapa previa al juicio, a fin de remover toda 
traba debida a un aspecto de índole formal que no esté justifica-
da; sensible desde la admisión de la demanda hasta el dictado de 
la sentencia, para fijar correctamente la litis, suplir la deficiencia 
de la queja, evitar vicios, emitir una sentencia debidamente fun-
dada y motivada y pensar en la utilidad del fallo; así como severo 
en la ejecución eficaz de la sentencia. Registro digital: 2017044

III. Conceptos generales

Sentencia 

El Diccionario de la Lengua Española afirma que es 
aquella actividad en que el juzgador, concluido el 
juicio, resuelve finalmente sobre el asunto principal 
declarando, condenando o absolviendo. 

Para el suscrito, la sentencia es aquel documento 
jurídico en donde el juzgador se pronuncia sobre lo 
pedido por las partes en el juicio, de manera que, 
expone las razones -motivación- y preceptos jurídi-
cos -fundamentación-, aplicables, a fin de sustentar 
su decisión. 

Lectura fácil

La lectura fácil es un formato dirigido mayormente 
a personas con una discapacidad que influye en su 
capacidad de leer o de comprender un texto. Debido 
a ello, tal formato se realiza bajo un lenguaje sim-
ple y directo, en el que se evitan los tecnicismos, así 
como los conceptos abstractos, ello mediante el uso 
de ejemplos. Por tanto, en el mismo se deberá em-
plear un lenguaje cotidiano, personificando el texto 
lo más posible4.

Por ello, cuando un juzgador conozca de un 
asunto en el cual la resolución verse sobre una per-
sona con alguna diversidad funcional, deberá redac-
tar la misma bajo un formato de lectura fácil, misma 
que no sustituye la estructura “tradicional” de las 
sentencias5. 

Como se observa, tanto la academia como la 
doctrina judicial encaminan dicho formato para un 
grupo determinado; sin embargo, para el de la voz 
existe una posibilidad cierta de que dicho formato 
se extienda a cualquier ciudadano que lo solicite o 
bien, de manera oficiosa se implemente por el órga-
no judicial correspondiente.

4 En torno al formato, para la elaboración de un texto de lectura 
fácil es recomendable emplear una tipografía clara, con un tama-
ño accesible de la misma, y también se suele sugerir que los pá-
rrafos sean cortos y sin justificar, a efecto de que el seguimiento 
de la lectura sea más sencillo. Sobre tal tema véase J.L. Ramos 
Sánchez, “Enseñar a leer a los alumnos con discapacidad intelec-
tual: una reflexión sobre la práctica”, en Revista Iberoamericana 
de Educación, no. 34, Madrid, 2004, pp. 201-216.

5 Así lo determinó la Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación al resolver el amparo en revisión 159/2013
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IV. Precedentes y criterios jurisdiccionales

1. Suprema Corte de Justicia de la Nación

En 2013, la Primera Sala de la Suprema Corte de la 
Nación emitió una sentencia dentro del amparo en 
revisión 159/2013, en el que, a la par de la sentencia 
dictada en formato tradicional, ordenó la elabora-
ción de una sentencia en formato de lectura fácil6. 

Dicho asunto fue el inicio del entramado jurídico 
del dictado de estas sentencias, y no es para menos, 
pues fue el alto tribunal quien se pronunció respec-
to a ello. 

De tal precedente derivó la tesis: “SENTEN-
CIA  CON FORMATO DE  LECTURA  FÁCIL. EL 
JUEZ QUE CONOZCA DE UN ASUNTO SOBRE 
UNA PERSONA CON DISCAPACIDAD INTELEC-
TUAL, DEBERÁ DICTAR UNA RESOLUCIÓN 
COMPLEMENTARIA BAJO DICHO FORMATO7”.

Asimismo, existen diversos criterios jurídicos 
emitidos en cuanto al tema por los Tribunales Cole-
giados de Circuito, de rubros: 

“SENTENCIA  EN FORMATO DE  LECTU-
RA  FÁCIL. DEBE ELABORARSE UNA RESOLU-
CIÓN COMPLEMENTARIA EN DICHO FORMA-
TO CUANDO SE ACREDITE UNA VIOLACIÓN 
GRAVE A LOS DERECHOS HUMANOS DE UNA 
PERSONA PRIVADA DE LA LIBERTAD EN UN 
CENTRO DE RECLUSIÓN, A FIN DE HACER DE 
SU CONOCIMIENTO DE FORMA BREVE Y CLA-
RA LA DECISIÓN EMITIDA Y LAS MEDIDAS DIC-
TADAS A SU FAVOR8”.

“SENTENCIA EN FORMATO DE LECTURA FÁ-
CIL O CULTURALMENTE ADECUADO. LA PRO-
PUESTA PARA SER ELABORADA PUEDE PRO-
VENIR DE LAS PARTES Y LA DETERMINACIÓN 
DE SI ES PROCEDENTE O IMPROCEDENTE ES 
PROPIA DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL9”.

“FORMATO DE  LECTURA  FÁCIL. PARA GA-
RANTIZAR EL DERECHO HUMANO DE ACCESO 
A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUAL-
DAD DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, 
LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL DEBE RE-

6 La parte quejosa del asunto detentaba el síndrome de asperger. 

7 Tesis: 1a. CCCXXXIX/2013, registro digital: 2005141, con-
sultable en: https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2005141

8 Registro 2024820. 

9 Registro 2024711. 

DACTAR UNA RESOLUCIÓN COMPLEMENTA-
RIA EN DICHO FORMATO10”.

2. Materia electoral

a) Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación 

Recientemente, la máxima autoridad en la materia, 
al resolver el expediente SUP-JDC-1458/202111, en 
donde el actor12 en dicha instancia planteó que, la 
sentencia dictada por el Tribunal local del Estado 
de Oaxaca, carecía de una resolución complemen-
taria en formato de fácil lectura, pues no contaba 
de conocimientos técnicos para entender la senten-
cia con tecnicismos y lenguaje especializado, sien-
do que dicho tribunal estaba obligado a adoptar las 
medidas necesarias para garantizar la igualdad sus-
tantiva y estructural, así como la no discriminación 
de las personas con discapacidad. 

Al respecto, la superioridad determinó que le 
asistía la razón al actor, y concluyó, en esencia, que 
se vulneró el principio de tutela judicial efectiva, ya 
que, de las constancias de autos, así como de la pro-
pia resolución reclamada, se advierte que el Tribu-
nal responsable ordenó diligencias para que el actor 
tuviera pleno conocimiento de su determinación, no 
obstante, no emitió la sentencia en un formato de 
fácil comprensión. 

Sostuvo que, que existe la obligación por parte 
del tribunal local de adoptar medidas especiales que 
faciliten el acceso a la justicia electoral del promo-
vente, siempre respetando la diversidad funcional y 
siendo incluyentes y empáticos para no generar una 
discapacidad derivada del contexto en el que se des-
envuelve la persona.

Y, además, resaltó que, una de las acciones a ob-
servar al momento de dictar una resolución es la re-
dactar con formato de lectura fácil entendibles para 
cualquier persona, con independencia del grado de 
discapacidad. 

En consecuencia, ordenó al Tribunal local emi-
tir la sentencia en formato de lectura fácil, misma 
que debería ser explicada al actor por el actuario 

10 Registro 2022667. 

11 En sesión de doce de enero de esta anualidad. 

12 Quien se auto adscribió como integrante de una comunidad 
indígena y perteneciente a un grupo de situación de vulnerabili-
dad de personas con discapacidad. 
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adscrito a ese tribunal. Como se observa, la justicia 
electoral, a través de la Sala Superior, ratifica y con-
solida ese mandato de la Suprema Corte, con lo que, 
se cimienta un escalón más para una justicia social; 
sin embargo, se advierte que, va dirigida a un grupo 
especial de la ciudadanía. 

b) Tribunal Electoral del Estado de Michoacán

Todo lo anterior no escapa de la justicia electoral en 
el estado, pues el año antepasado el Tribunal Electo-
ral del Estado de Michoacán, al resolver el procedi-
miento especial sancionado TEEM-PES-053/2021, 
en donde se ventilaron derechos de la niñez, una vez 
que tuvo por acreditadas las conductas denunciadas 
e impuso la sanción respectiva, ordenó la realiza-
ción de un resumen en formato accesible dirigido 
a las tres niñas que fueron involucradas en la litis 
del asunto. 

Esta situación revela que en la materia electoral 
cada vez existe la preocupación por lograr una justi-
cia social y accesible para todos, dado que evidencia 
que la impartición de justicia no solo se agota con 
el dictado de las sentencias, sino que se requiere ir 
más allá; esto es, tomar verdaderas acciones para 
lograr una comunicación eficaz entre los justiciables 
y los órganos jurisdiccionales. 

El común denominador en el presente trabajo es 
que, en las sentencias referidas, el formato de lec-
tura fácil fue dirigido a grupos específicos –perso-
nas con discapacidad y personas pertenecientes a 
grupos de vulnerabilidad–; sin embargo, conviene 
realizar la siguiente interrogante: ¿puede ampliarse 
el dictado de sentencias en formato fácil para todos 
los ciudadanos qué así lo soliciten, sin necesidad de 
pertenecer o auto adscribirse a un grupo o sector en 
vulnerabilidad? O, bien, ¿resulta contrario a dere-

cho que los impartidores de justicia puedan decidir 
de manera oficiosa el dictado de las sentencias para 
quienes acudan ante su instancia? Sin duda son in-
terrogantes que tienen aspectos para reflexionar y 
debatir, pero eso, eso será materia de otra investi-
gación.

V. Conclusiones

El acceso a la justicia no se limita al dictado de las 
sentencias y su cumplimiento, pues como se adujo, 
se requiere dar un siguiente paso, a fin de que la de-
cisión adoptada tenga un efecto útil y social para su 
destinatario; esto conlleva que el operador jurídico 
debe cuidar el lenguaje utilizado en sus determina-
ciones, a fin de que todos sin distinción puedan com-
prender lo plasmado, pues de no hacerlo de esa ma-
nera todo se traduciría en letra muerta en el papel. 
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derechos político-electorales

El reconocimiento jurídico
de la identidad no binaria
como garante de la paridad 
de género y no discriminación 
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Resumen

Desde 2014 la paridad de género es un 
principio consagrado en la Constitución, 
derivado de las reformas que se realiza-
ron a la misma en materia electoral, y 
por medio de las cuales a partir de ese 
momento se buscó asegurar la inclu-
sión de los sexos desde una postura de 
igualdad para ejercer cargos públicos. 
Como consecuencia de ello se abrió un 
espacio para diversas interpretaciones 
constitucionales y reflexiones a la mis-
ma, ya que si bien es cierto que se buscó 
la incorporación de hombres y mujeres 
en los procesos electorales, también lo 
es que, el legislador en ese momento no 
consideró los grupos minoritarios como 
lo son aquellos de la diversidad sexual, 
entre los que se encuentran las personas 
no binarias, quienes no se identifican 

totalmente ni como masculino ni como 
femenino, por lo tanto nos encontramos 
ante un sistema electoral inminente-
mente binario que los excluye y violenta 
en sus derechos políticos electorales, de 
tal suerte que, es preciso ampliar el reco-
nocimiento de derechos para la categoría 
no binaria, a fin de lograr verdaderamen-
te la igualdad y armonizar la forma de 
convivencia entre normas LGBTTTIQ+ y 
el principio de paridad.

Palabras clave: identidad de géne-
ro, no binario, grupo minoritario, exclu-
sión, principio de paridad.

1. Identidad de género

De conformidad con lo señalado 
por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH), la 

identidad de género es la vivencia indivi-
dual que cada persona siente respecto al 
género, el cual puede corresponder o no 
con el que biológicamente le fue asignado 
al nacer; es decir, la identidad de género 
no se determina por aquellas condicio-

*  Maestra en 
Derecho Procesal 
Constitucional por la 
División de Estudios 
de Posgrado de la 
Facultad de Derecho 
y Ciencias Sociales 
de la Universidad 
Michoacana de San 
Nicolás de Hidalgo. 
Actualmente es 
asesora jurídica 
en la Dirección de 
Derechos Humanos, 
Mediación y 
Conciliación del H. 
Ayuntamiento de 
Morelia. Abogada 
postulante.



98

nales “normales” o socialmente aceptadas, sino que 
todo ser humano de acuerdo a sus creencias, valo-
res, orientaciones, y circunstancias, puede autode-
terminarse y escoger con total libertad su modo de 
ser, pensar e identificarse con un género o incluso 
puede no hacerlo plenamente con ninguno (CIDH, 
2017: párr. 85, 88 y 90), por lo tanto, “las personas 
no binarias son aquellas que no se identifican única 
o completamente como mujeres o como hombres; 
es decir, que trascienden o no están incluidas den-
tro del binario mujer-hombre. Las identidades no 
binarias reúnen, entre otras categorías identitarias, 
a personas que se identifican con una única posición 
fija de género distinta de mujer u hombre, personas 
que se identifican parcialmente como tales, perso-
nas que fluyen entre los géneros por períodos de 
tiempo, personas que no se identifican con ningún 
género y personas que disienten de la idea misma 
del género” (OEA, 2021).

A razón de lo anterior, los Estados en cum-
plimiento a las recomendaciones emitidas por la 
CIDH deben promover el reconocimiento legal de 
las identidades no binarias mediante alternativas, 
políticas públicas y procedimientos legales para que 
dentro de un marco de convencionalidad y constitu-
cionalidad establezcan los procesos legales que les 
permita no solo identificase plenamente sino tam-
bién adecuar su registro civil dentro del género al 
que pertenecen, para que en consecuencia puedan 
desarrollar libremente su personalidad en todos los 
escenarios de la vida cotidiana, tales como: el ám-
bito laboral, escolar, servicios de salud y, por su-
puesto, en materia electoral (Jaime M. Grant, et al., 
2011: 26), siendo en este último aspecto en el que se 
ven trastocados los derechos políticos electorales de 
las personas no binarias en México pese al esfuerzo 
que ha realizado el Estado para lograr una inclusión 
de los diversos grupos minoritarios que histórica-
mente se han visto discriminados refiriéndonos en 
este caso a la comunidad LGBTTTIQ+ (Lesbiana, 
Gay, Bisexual, Transgénero, Travesti, Transexual, 
Intersexual, Queer y otros) (CEDHJ, 2022), al cual 
pertenecen y que como parte integrante de la ciuda-
danía tienen derecho a votar y ser votados, pero que 
debido a la falta de reconocimiento legal del género 
con el cual se identifican, y de normas en las que 
se prevea a las personas no binarias se vulneran su 
derecho a la igualdad y no discriminación dentro de 
la participación política.

II. Las normas LGBTTTIQ+ y el principio de 
paridad en materia electoral

La paridad de género es un principio consagrado 
en la Constitución en 2014 y reformado en el 2019, 
se encuentra contemplado el artículo 41, fracción I, 
que establece:

… los partidos políticos son entidades de interés 
público; la ley determinará las normas y requisitos 
para su registro legal, las formas específicas de su 
intervención en el proceso electoral y los derechos, 
obligaciones y prerrogativas que les corresponden. 
En la postulación de sus candidaturas, se observará el 
principio de paridad de género. 

Los partidos políticos tienen como fin promover 
la participación del pueblo en la vida democrática, 
fomentar el principio de paridad de género, contribuir 
a la integración de los órganos de representación 
política, y como organizaciones ciudadanas, hacer 
posible su acceso al ejercicio del poder público, 
de acuerdo con los programas, principios e ideas 
que postulan y mediante el sufragio universal, 
libre, secreto y directo, así como con las reglas que 
marque la ley electoral para garantizar la paridad de 
género, en las candidaturas a los distintos cargos de 
elección popular. Sólo los ciudadanos y ciudadanas 
podrán formar partidos políticos y afiliarse libre e 
individualmente a ellos; por tanto, quedan prohibidas 
la intervención de organizaciones gremiales o con 
objeto social diferente en la creación de partidos y 
cualquier forma de afiliación corporativa.

De lo anterior se colige que los partidos políticos 
deberán postular paritariamente sus candidaturas 
para los Congresos federal y locales, es decir, la pa-
ridad “es un principio constitucional que tiene como 
finalidad la igualdad sustantiva entre los sexos, que 
adopta nuestro país como parte de los compromi-
sos internacionales que ha adquirido con el objeto 
de que los derechos político electorales de las y los 
ciudadanos se ejerzan en condiciones de igualdad” 
(Leticia Bonifaz Alfonzo, 2016: 1). 

En este sentido, las autoridades electorales y los 
partidos políticos para dar cumplimiento con dicho 
mandamiento constitucional han establecido medi-
das que tienen como objetivo incluir los derechos de 
la comunidad LGBTTTIQ+, para lograr una inclu-
sión e intentar no cometer actos de discriminación 
en su contra por medio de las candidaturas a cargos 
de elección popular. Por lo que, cuando “se postu-
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len personas no binarias, en reconocimiento 
de los derechos humanos, políticos y electo-
rales de la comunidad LGBTTTIQ+, las mis-
mas no serán consideradas en alguno de los 
géneros” (Consejo General, 2021), además de que 
no se podrán postular más de tres personas perte-
necientes a dicho grupo, lo anterior con la finalidad 
de prevenir fraudes o simulaciones electorales. 

No obstante lo anterior, el 1 de junio de 2022, 
la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación resolvió dentro del expe-
diente SUP-REC-256/2022, que las personas 
no binarias, no pueden ocupar los lugares 
designados para las mujeres, sino de los 
hombres, en las listas de candidaturas de 
representación proporcional, en virtud de que 
el principio de paridad constitucional, se encuentra 
regulado bajo la dinámica del binarismo de géne-
ro, es decir en la “concepción, prácticas y sistema 
de organización social que parte de la idea de que 
solamente existen dos géneros en las sociedades, fe-
menino y masculino, asignados a las personas al na-
cer, como hombres (biológicamente: machos de la 
especie humana) y como mujeres (biológicamente: 
hembras de la especie humana), y sobre los cuales 
se ha sustentado la discriminación, exclusión y vio-
lencia en contra de cualquier identidad, expresión 
y experiencia de género diversas” (CONAPRED, 
2016: 13), por lo que representa un verdadero gra-
do de complejidad el determinar la integración las 
personas no binarias dentro de un sistema electoral 
inminentemente binario.

De tal manera, que para lograr una igualdad 
dentro de los procesos electorales las personas no 
binarias deberán ser ubicadas dentro de los luga-
res de las personas que no han sido desfavorecidas 
históricamente en la representación política, que 
en este caso son los varones, pues de lo contrario 
al incorporar a las personas LGBTTTIQ+ en los es-
pacios destinados para mujeres podría vulnerar en 
determinado momento su inclusión en la postula-
ción a un cargo público, lo que tendría como conse-
cuencia una involución en este sector, puesto que ha 
sido uno de los más vulnerados dentro de la historia 
democrática del país, a si pues con esta medida se 
pretende garantizar el cumplimiento del principio 
de paridad para las mujeres, sin violentar el prin-
cipio de igualdad constitucional para las personas 
no binarias, ya que se les esta garantizando de igual 
manera su participación dentro de las postulaciones 
a un cargo público (SUP-REC-277/2020:28).

III. Conclusión

La paridad de género es un principio que si bien 
se encuentra consagrado constitucionalmente y es 
obligación del Estado hacer efectivo su cumplimien-
to mediante las diversas autoridades electorales y 
partidos políticos, también lo es que se nos enfren-
tamos a diversas situaciones que reflejan la brecha 
que separa el debido ejercicio de los derechos políti-
co electorales con los diferentes actores de la socie-
dad, como en este caso acontece con el grupo mino-
ritario de las personas no binarias pertenecientes a 
la comunidad LGBTTQ+, quienes también, al igual 
que las mujeres son un grupo que ha sido discri-
minado, violentado y estigmatizado a lo largo de la 
historia, por lo que la resolución emitida por la Sala 
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación, es cierto que en un ejercicio de 
ponderación y armonización de derechos determina 
que los espacios para mujeres son exclusivos para 
dicho sector de la población, sin embargo en cierta 
medida podría suponerse preferencia hacia las mu-
jeres frente a las personas no binarias. 

De tal manera que es preciso el reconocimien-
to jurídico del género no binario en la legislación 
mexicana, pues la falta de ello genera discrimina-
ción y exclusión hacia el ejercicio de sus derechos 
tanto en lo general, como en particular a los dere-
chos político-electorales. De existir el tercer género 
no binario representaría el efectivo goce de los dere-
chos político electorales en igualdad de condiciones 
para todos, así como una paridad de género univer-
sal sin un binarismo hombre-mujer, que impide, 
cumplir con el Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos, que México ha ratificado, y exige 
que los estados reconozcan plenamente la identidad 
de género de sus residentes, así como también con 
la recomendación emitida por la Comisión Intera-
mericana de Derechos que señala“ el pensar en lo 
binario del mundo deja afuera múltiples realidades 
que, al no entender o ir en contra de preceptos so-
ciales o culturales, privan y excluyen a las personas 
LGBTI del efectivo goce de sus derechos”.
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Tutela efectiva 
de los derechos 
político-
electorales y 
los Organismos 
Públicos 
Locales 
Electorales
Sergio Palma Rosales*

Derechos Político-Electorales

Los Organismos Públicos Locales Electorales 
–también denominados OPLE por su acró-
nimo– han colaborado con relevancia en las 

elecciones de nuestro país, desde su creación con la 
reforma electoral de 2014, atendiendo a la imparcia-
lidad como organismos constitucionales autónomos 
por excelencia. Entre las principales actividades que 
realizan los OPLE, en sentido erga omnes, destaca 
la preparación de la Jornada Electoral, efectuar el 
escrutinio y cómputo con base en los resultados de 
las actas de cómputo distritales y municipales, la 
declaración de validez y la entrega de las constan-
cias de las elecciones locales, por citar algunas. 

Si bien en el último año han sido objeto de crí-
tica con relación a las funciones que les confiere la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos en el artículo 41 y el artículo 104 de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales, y ante la discusión de una inminente reforma 
electoral, se han denostado las diversas actuaciones 
de estos organismos cuya tarea no únicamente se 
esgrime en organizar elecciones de acuerdo con las 
limitantes que se establecen en la legislación electo-
ral –referente a las elecciones de los diversos cargos 
de elección popular, tales como lo son: gubernatu-
ras, presidencias municipales y diputaciones loca-
les–, sino en proteger y garantizar ciertos derechos 
político electorales, reconocidos a los ciudadanos, 
en los denominados mecanismos o instrumentos de 
participación ciudadana, cuyo fin es accionar a las 
personas en la toma de decisiones públicas, su eje-
cución y seguimiento (Martínez, Palazuelos y Gar-
cía, 2020: 23).

Es menester precisar que, nuestro país ha adop-
tado tratados internacionales en la materia como el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
cuyo precepto dispone la premisa legal de los meca-
nismos de participación ciudadana en su artículo 25, 
que menciona que todas las ciudadanas y los ciuda-
danos gozarán sin ninguna distinción y restricción 
indebida de los derechos y oportunidades a parti-
cipar en la dirección de los asuntos públicos, direc-
tamente o por medio de representantes libremente 
elegidos, y tener acceso, en condiciones generales 
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de igualdad, a las funciones públicas de su país. Con 
relación a lo anterior se tiene, a su vez, lo estipulado 
en nuestro país en el artículo 35 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que re-
conoce una serie de derechos instaurados en dicha 
norma, tales como lo son: derecho a votar y ser vo-
tado; de asociarse individual y libremente para to-
mar parte en forma pacífica en los asuntos políticos 
del país; y el derecho de presentar iniciativas de ley 
y votar en las consultas populares, mismos que son 
de gran importancia en la vida democrática, puesto 
que acercan a todo ciudadano y ciudadana a opinar 
en las decisiones de mayor interés, incidir en el di-
seño de políticas públicas (TEPJF Ugalde y Loret, 
2014: 281) y que legítima la gobernanza y la admi-
nistración pública, por lo que hablar de democracia 
no resulta limitativo a elegir a quienes nos represen-
tan en un cargo público.

Los mecanismos o instrumentos de participa-
ción ciudadana reconocidos en la Constitución y 
en algunas legislaciones de las entidades federa-
tivas son instrumentos tutelares de derechos po-
lítico electorales, por lo que resulta inocuo pensar 
que eliminar a los OPLE abona al sistema político 
mexicano, puesto que los OPLE son los encargados 
de organizar dichos mecanismos de participación 
ciudadana, que son distintos en cada entidad fede-
rativa, atendiendo a su libre soberanía; a su vez, con 
relación a que los derechos tienen como caracterís-
ticas (Carbonell, 2016: 35) la interdependencia, la 
cual precisa que los derechos se encuentran vincula-
dos entre ellos (votar, ser votado, de asociación, de 
participación ciudadana en los asuntos públicos), y 
el de progresividad que busca que las diversas auto-
ridades de acuerdo con sus facultades cumplan con 
la protección de los derechos de manera expedida 
y eficaz, por lo que existe la obligación de la tutela 
efectiva por parte de nuestro país para no retroce-
der en la observancia de derechos ya reconocidos en 
la norma nacional e internacional.

Cabe mencionar que cada entidad federativa 
cuenta con una legislación local que le confiere di-
versas atribuciones endémicas. Es el caso de la Ley 
de Mecanismos de Participación Ciudadana del Es-
tado de Michoacán, que prevé la iniciativa ciudada-
na, el referéndum, el plebiscito, la consulta ciuda-
dana, el observatorio ciudadano y el presupuesto 
participativo. El Código de Elecciones y Participa-
ción Ciudadana del Estado de Chiapas considera 
como instrumentos de participación el plebiscito, el 
referendo, la iniciativa popular, la audiencia públi-

ca y la consulta popular, o en el caso de la Ley del 
Sistema de Participación Ciudadana y Popular para 
la Gobernanza del Estado de Jalisco que considera, 
entre otros, el referéndum, la ratificación constitu-
cional, la ratificación de mandato, el presupuesto 
participativo, la comparecencia pública, el proyecto 
social, la asamblea popular, el ayuntamiento abier-
to, la colaboración popular, la planeación participa-
tiva, el diálogo colaborativo y la contraloría social, 
por citar algunos.

No obstante, en casos particulares como el del 
estado de Puebla, donde aún no se aprueba su pro-
yecto de Ley de Participación Ciudadana, resulta 
evidente el grado de limitación al que se ven afec-
tado los derechos político-electorales de cada ciu-
dadano en comparación con otros estados de la Re-
pública.

Con relación a la citada entidad federativa, se 
tiene otro claro ejemplo de la importancia de los 
OPLE. Puesto que los municipios que le integran 
organizan las elecciones para determinar a las au-
toridades de las juntas auxiliares, que son pequeñas 
subdivisiones que sirven de apoyo en la adminis-
tración municipal, y cuyo proceso ha sido objeto de 
verificación por parte de la Sala Regional del Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Federación, al 
resolver dentro del expediente SCM-JDC-32/2019 
inaplicar los artículos 225 y 228 de la Ley Orgánica 
Municipal en el caso en concreto, puesto que no se 
garantizan los principios constitucionales observa-
bles en la función electoral (certeza, legalidad, in-
dependencia, imparcialidad, objetividad y máxima 
publicidad), por lo que se ordenó que el Instituto 
Electoral del Estado de Puebla sea la autoridad en-
cargada de dichos comicios, la cual se encuentra 
conformada por personal profesionalizado y capaci-
tado para la organización de procesos electivos. Los 
ayuntamientos no deben actuar como “juez y parte” 
al organizar sus propios comicios para elegir a sus 
propias autoridades, puesto que se corre el riesgo de 
que el partido en el poder tenga interés sobre estas 
elecciones.

Por lo anterior se colige la importancia de los 
OPLE, con relación a la tutela efectiva de los dere-
chos político-electorales como lo son los mecanis-
mos de participación ciudadana, que abonan en la 
toma de decisiones importantes de la administra-
ción pública y en la evaluación del desempeño de las 
autoridades electas por la vía democrática. Resulta 
una necesidad fortalecer a estos organismos en los 
diversos mecanismos de participación ciudadana y 
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ampliar el marco de protección legal en todos los 
estados del país, con el objeto de empoderar a todo 
ciudadano mexicano en la vida política, en la admi-
nistración pública y eliminar la pasividad que se tie-
ne históricamente en los procesos electorales, pues-
to que, de lo contrario, caeríamos en una autocracia.
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Las 3 vs la 
violencia de 
género en las 
candidaturas

Adriana Zamudio Martínez*

DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES

Análisis de la propuesta aprobada en comisiones legis-
lativas de Michoacán sobre “las 3 vs la violencia hacia 
las mujeres” en la cual no podrán ser postulados como 
aspirantes a cargos de elección popular los agresores, 
deudores alimentarios y acosadores. 

Resumen

El hecho de que a los candidatos a cargos de elec-
ción se obligaran a presentar una declaración de no 
existencia de antecedentes penales por cualquiera de 
los tipos de violencia en contra de las mujeres, o a 
no tener adeudos alimentarios fue sólo un primer es-
labón en la cadena de acciones que deberán asumir 
los partidos políticos para demostrar su compromiso 
con la lucha en contra de la violencia por razones de 
género. El INE se hizo eco de propuestas suscritas 
por mujeres que agrupan no sólo a legisladoras fede-
rales y locales, sino a integrantes de organizaciones 
feministas y a activistas de derechos humanos que 
buscan que las directivas de los partidos políticos y 
las instituciones se comprometan a adoptar medidas 
para dejar fuera de sus listas de candidatos a quie-
nes hayan sido sancionados por cualquiera de las tres 
modalidades de violencia de género, es decir la vio-
lencia por agresiones en el ámbito privado, la violen-
cia sexual y los deudores alimentarios, la propuesta 
de dictamen legislativo en vísperas de ser presenta-
da por parte de las comisiones legislativas al Pleno 
de Congreso del Estado de Michoacán1, tiene como 
objetivo evitar que los agresores o deudores alimen-
tarios puedan llegar a ser candidatos a elección po-
pular, es decir, se busca proteger los derechos huma-
nos de las mujeres al promover la prevención de la 
violencia institucional, garantizando los estándares 
de probidad en la ética política de la responsabilidad 
institucional de la función pública.

Palabras clave: violencia por agresiones en el 
ámbito privado, la violencia sexual y deudores ali-
mentarios, acceso a las candidaturas en el Estado.

1 Analizan diputados impedir a deudores alimentarios y agresores 
sexuales participar en elecciones. https://www.elsoldemorelia.
com.mx/local.analizan-diputados-impedir-a-deudores-alimen-
tarios-yagresores-sexuales-participar-en-elecciones-88440372.
html
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La propuesta de dictamen legislativo en víspe-
ras de ser presentada por parte de las comi-
siones legislativas al Pleno de Congreso del 

Estado de Michoacán2, tiene como objetivo proteger 
los derechos humanos de las mujeres al promover 
la prevención de la violencia institucional, garanti-
zando los estándares de probidad en la ética políti-
ca de la responsabilidad institucional de la función 
pública.

Como antecedente, resulta muy relevante que el 
Instituto Nacional Electoral (INE) haya aprobado 
los “Lineamientos 3 de 3 Vs la Violencia de Género”, 
para que los partidos políticos nacionales y locales 
soliciten a quienes aspiren a ser candidatos a cargos 
de elección a firmar un formato bajo protesta de de-
cir verdad, donde manifiesten que no han sido con-
denados o sancionados por: 1) violencia familiar o 
doméstica, 2) delitos en contra de la libertad sexual, 
o la intimidad corporal, así como 3) no estar regis-
trado como deudor de una pensión alimentaria.

Con estos lineamientos, el INE se hace eco de 
propuestas suscritas por mujeres que agrupa no 
sólo a legisladoras federales y locales, sino a inte-
grantes de organizaciones feministas y a activistas 
de derechos humanos que buscan que las directivas 
de los partidos políticos y las instituciones se com-
prometan a adoptar medidas para dejar fuera de sus 
listas de candidatos a quienes hayan sido sanciona-
dos por cualquiera de las tres modalidades de vio-
lencia de género.

Es cierto que una altísima proporción de las de-
nuncias por violencia contra las mujeres no derivan 
en castigos, debido a la muy elevada tasa de impuni-
dad que existe en nuestro país, es decir, no se espe-
ra que los lineamientos ni la modificación al Código 
Electoral del Estado de Michoacán (CEEM) en caso 
de ser aprobado el dictamen respectivo, transfor-
men de inmediato conductas arraigadas, sin em-
bargo, se trata de un ejercicio que dará visibilidad y 
relieve al tema de los derechos de las mujeres a una 
vida libre de violencia, ni más ni menos que en el 
ámbito político-electoral.

A través de la modificación del marco normativo 
del CEEM, se garantiza que no accedan a las candi-
daturas, personas que cuenten con sentencias como:

2 Analizan diputados impedir a deudores alimentarios y agresores 
sexuales participar en elecciones. https://www.elsoldemorelia.
com.mx/local.analizan-diputados-impedir-a-deudores-alimen-
tarios-yagresores-sexuales-participar-en-elecciones-88440372.
html

1. Deudores de pensión alimenticia.
2. En materia de delitos sexuales.
3. Por agresiones de género en el ámbito privado 

o público.

De ser aprobadas las propuestas al CEEM se res-
petarían a los derechos humanos y la cero (0) tole-
rancia a la violencia de género empezando por las 
intuiciones.

Recordemos que la Organización de los Estados 
Americanos (OEA) ha sostenido que no se debe sos-
layar la importancia de la probidad en la función 
pública, por lo tanto, no debe permitirse que aco-
sadores, agresores o deudores alimentarios sean 
funcionarios públicos, se encuentren en cargos de 
gobierno, administración de justicia o que funjan 
como legisladores.

Esta medida conformaría una herramienta fun-
damental para fortalecer la política de la prevención 
de la violencia contra las mujeres, además de ser 
una medida de reparación transformadora y de jus-
ticia correctiva que busca la abonar al ejercicio de 
las mujeres en el ámbito público.

También esta medida coadyuva con la imagen 
de los hombres en la función pública pues abona 
a romper un paradigma: los hombres acosan a las 
mujeres en las oficinas, además de que suma a que 
las acciones de la función pública se realicen con 
perspectiva de género.

Los datos estadísticos oficiales sobre la violencia 
en contra de las mujeres por razones de género no 
pueden ser más alarmantes, agraviantes e indignan-
tes: 11 feminicidios al día y, según el Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica, de enero a septiembre del año 2020 se abrie-
ron 166,810 carpetas de investigación por delitos 
de violencia familiar (4,879 más que en el mismo 
periodo de 2019) y por delitos de violación sexual, 
12,241carpetas de investigación, dando cuenta de 
que 44 mujeres son violadas diariamente. La En-
cuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relacio-
nes en los Hogares (ENDIREH) de 2016 confirma 
esta circunstancia, al revelar que 43.9 por ciento de 
las mujeres en nuestro país sufren de violencia de 
pareja3.

El hecho de que a los candidatos a cargos de elec-

3 Congreso del Estado de Michoacán (2021) Iniciativa con Pro-
yecto de Decreto por medio de la cual se reforma el artículo 13 
del Código Electoral del Estado de Michoacán.
http://congresomich.gob.mx/file/3-de-3.pdf
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ción se obligaran a presentar una declaración de no 
existencia de antecedentes penales por cualquiera 
de los tipos de violencia en contra de las mujeres, o 
a no tener adeudos alimentarios fue sólo un primer 
eslabón en la cadena de acciones que deberán asu-
mir los partidos políticos para demostrar su com-
promiso con la lucha en contra de la violencia por 
razones de género.

Dar a dichos lineamientos la fuerza de una le-
gislación, incorporando al marco electoral la obli-
gación como parte de los requisitos de elegibilidad 
para cualquier cargo de elección, resultaría trascen-
dente. De hecho, algunos Congresos locales como 
Chihuahua, Estado de México, Jalisco, Oaxaca y 
Puebla ya han legislado al respecto.

Por supuesto, que los lineamientos y la eventual 
legislación están lejos de ser suficientes para enfren-
tar el gravísimo problema de las variadas modalida-
des de violencia en contra de las mujeres, incluso en 
el terreno de la política. Las distintas medidas tie-
nen que ser parte de una estrategia más ambiciosa 
que, idealmente, deberían liderar los partidos polí-
ticos, porque las demandas no son nuevas. Hay que 
recordar que hace tres años, en el contexto de las 
elecciones de 2018, los partidos firmaron una de-
claración de adhesión a la campaña de “He for she” 
promovida por la ONU4, con la cual se obligaron a 5 
acciones: promover los derechos de las mujeres en 
sus plataformas políticas; capacitar a sus candida-
tos en materia de no discriminación; garantizar la 
paridad de género en sus órganos directivos; impul-
sar mecanismos de prevención frente a la violencia 
dentro de sus organizaciones y a verificar que en las 
campañas electorales, las mujeres tuvieran acceso a 
recursos en igualdad con los hombres. Estas medi-
das tendrían que replicarse en cada contienda elec-
toral si aspiramos a que se conviertan en prácticas 
cotidianas y regulares.

Como parte de la agenda legislativa nacional se 
analiza que la violencia política contra las mujeres 
ha sido uno de los principales problemas relaciona-
do con la participación democrática. Permanente-
mente las mujeres son violentadas antes y durante 
los procesos de selección interna de los partidos, los 
procesos de elección popular o en el ejercicio de sus 
derechos políticos electorales. 

4 ONU Mujeres (2018). Adhesiones a la Campaña HeForShe en 
México 2014-2018
https://mexico.unwomen.org/es/noticias-y-eventos/articu-
los/2016/08/adhesiones-heforshe-mexico

Por otro parte, la probidad pública, es la obliga-
ción de los funcionarios de desempeñarse en forma 
honesta y tener una conducta éticamente 
intachable, entregándose por entero y en forma leal 
al desempeño de su  cargo, haciendo prevalecer el 
interés público sobre el privado.

A manera de ejemplo se encuentra que la Cons-
titución Política del Estado Libre y Soberano de Mi-
choacán en su artículo 69 señala que: “La elección 
de los magistrados y jueces integrantes del Poder 
Judicial, será hecha preferentemente entre aquellas 
personas que hayan prestado sus servicios con efi-
ciencia y probidad en el Poder Judicial del Estado o 
que lo merezcan por su honorabilidad, competencia 
y antecedentes en la profesión jurídica”5. 

Puede llegar a cambiar la escena política en el 
estado, más de lo que se puede calcular, que los fun-
cionarios públicos que se postulan a cualquier car-
go, por elección o designación, no deben ser agreso-
res, deudores alimentarios o acosadores. Bajo esta 
premisa, la Constitución y una serie de leyes deben 
adaptarse, para que textualmente se garantice, este 
principio. 

Ahora bien, refrendando la decisión del INE y 
del Instituto Electoral de Michoacán (IEM) de apro-
bar los lineamientos de la 3 de 3 contra la violencia 
hacia las mujeres, y con el objetivo de la armoni-
zación en materia de la legislativa, que permita su 
constancia como requisito para ser candidato des-
de el CEEM, se considera importante la propuesta 
para garantizar el combate a la violencia contra las 
mujeres.

Tomando en cuenta su importancia, es necesario 
que conste en el CEEM, a fin de que no quede como 
lineamiento únicamente. 

No se busca con este tipo de medidas perseguir 
a los hombres, sino hacer realidad lo establecido en 
el artículo primero constitucional, que es promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos huma-
nos. Además de garantizar a todas las mujeres y a 
todos los ciudadanos el tener representantes popu-
lares respetuosos de los derechos humanos de las 
mujeres como es el derecho a vivir libres de todo 
tipo de violencia6.

5 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SO-
BERANO DE MICHOACÁN DE OCAMPO https://celem.mi-
choacan.gob.mx/destino/a2000/O478fue.pdf

6 Conversatorio virtual (2021) “#3de3VsViolencia no más agre-
sores en el poder”. Cámara de Diputados. https://youtu.be/nO-
ZLulZkdY4
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Se deben blindar estos derechos de tal manera 
que no haya forma para quienes ejercen el poder o 
aspiren a ocupar cargos de elección popular, de que 
lo puedan hacer si es que tienen antecedentes de 
violencia, por razón de género, deudores alimenta-
rios o como acosadores sexuales.

Somos conscientes que resulta indispensable 
ejercer acciones que combatan de frente la violencia 
contra las mujeres en el ámbito político y elevar los 
niveles de la cultura de la denuncia por parte de las 
mujeres violentadas; además de proteger a la vícti-
ma en los procesos de búsqueda de justicia para evi-
tar la re-victimización sobre todo en los procesos ju-
diciales, pues las mujeres que han sufrido violencia 
física o sexual por su pareja o ex pareja, solamente 
el 17.8 por ciento de las casadas denuncian y el 37 
por ciento de las que ya están separadas7. 

Además de proponer mayores medidas que ga-
ranticen la seguridad de las mujeres víctimas de vio-
lencia que deciden hacerlo público y/o denunciar. 

7 Instituto Nacional de las Mujeres (2020). Sistema de Indicado-
res de Género. Violencia de género. Violencia contra las muje-
res. http://estadistica.inmujeres.gob.mx/formas/tarjetas/violen-
cia_2016.pdf 

Para estos fines, es de destacarse la resolución de 
la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, sobre la conformación de 
un registro nacional de aquellas personas que han 
incurrido en violencia política por razón de género y 
ordenar al INE la integración de una lista como una 
medida que contribuya a proteger a las mujeres.

También se destaca, y da pie para su réplica obli-
gatoria, la medida tomada por el INE, sobre aplicar 
la el criterio de la 3 de 3 contra las mujeres, en el 
Servicio Profesional Electoral, disposición que se 
reconoce, y que traería grandes beneficios al apli-
carse a aquellos que sean parte o aspiren a ser parte 
de algún sindicato.

Será necesario también que se refuercen los me-
canismos que permitan contar con toda la informa-
ción, con el objetivo de que ninguna persona que 
tenga antecedentes de violencia en estos tres aspec-
tos pueda ejercer algún cargo público y dar efectivi-
dad a las leyes que buscan sancionarla y erradicarla.

Finalmente, se espera que la propuesta se pre-
sente en términos legales que garantizan la presun-
ción de inocencia y sobre todo que dejan bien pon-
derados los derechos electorales del ciudadano.
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Introducción

Es importante destacar que el recono-
cimiento constitucional y convencional 
del derecho a la libre determinación de 
los pueblos originarios implica tener en 
cuenta los sistemas normativos propios 
de la comunidad indígena, así como re-
conocer sus particularidades culturales y 
las instituciones que les son propias1; por 
ello, la exigencia es que se establezcan 
prerrogativas de carácter colectivo que 
les garanticen mantenerse culturalmen-
te diferenciados.

Estos reclamos tuvieron impacto en 
las reformas constitucionales en los años 

1 Criterio emitido por la Sala Regional Ciudad 
de México del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación al resolver los expe-
dientes SDF-JDC-056/2017 y acumulados.

2001 y 2005, cuando se reconocieron los 
derechos de los pueblos y comunidades 
indígenas a la libre determinación, auto-
nomía y autogobierno, entre otros aspec-
tos, para garantizar y proteger sus dere-
chos políticos. Ello con las restricciones 
constitucionales de respetar el pacto 
federal y la soberanía de los estados, 
asegurando la unidad nacional; sin em-
bargo, no se reconoció la personalidad 
jurídica de los mismos, aunado a que, 
para las comunidades y pueblos origina-
rios, estas reformas no los representan, 
porque no fueron consultados.

Por lo que respecta a diversas de-
mandas presentadas por comunidades 
indígenas ante el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, sus Sa-
las han procurado en sus resoluciones la 
protección jurídica y efectividad de sus 
derechos; en el caso de Michoacán, el 
Tribunal Local reconoció el derecho de 
las comunidades o pueblos indígenas de 
impugnar hechos, a su decir, violatorios 
a sus derechos a la libre determinación, 
autonomía y autogobierno, como tam-
bién aquellos vinculados con su derecho 
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a la participación política efectiva en la administra-
ción directa de los recursos económicos que les co-
rresponden en el municipio al que pertenezcan.

Bajo este contexto, en Michoacán en la adición 
en 2014 del artículo 330, del Código Electoral del 
Estado de Michoacán de Ocampo, se estableció la 
obligación del Instituto Electoral de Michoacán 
(IEM) de atender las solicitudes de la ciudadanía 
interesada en tener una elección por usos y costum-
bres, así como el procedimiento de consulta previa, 
para que se emita la declaratoria correspondiente, 
en la cual se determinará la fecha de la elección y 
toma de posesión. Por su parte, la Ley de Mecanis-
mos de Participación Ciudadana del Estado de Mi-
choacán de Ocampo, publicada en 2015, regula en 
los artículos 73 a 76, el derecho a la consulta ciu-
dadana para comunidades y pueblos indígenas, en 
donde se precisa de manera general las atribuciones 
del IEM para realizar consultas mediante procedi-
mientos apropiados, teniendo siempre en conside-
ración sus instituciones y órganos representativos 
propios y su cosmovisión. Mientras que en marzo de 
2021 se promulgó la nueva Ley Orgánica Municipal 
del Estado de Michoacán de Ocampo, en la cual se 
regula en los numerales 116 a 118, el derecho de las 
tenencias indígenas a solicitar una consulta al Insti-
tuto a fin de que determinen si administran o no los 
recursos públicos que les corresponden.

I. Tutela en sede judicial

Respecto al derecho de la administración directa 
de los recursos económicos que les corresponden a 
las comunidades, uno de los principales preceden-
tes judiciales en el que la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación reco-
noció tal derecho fue en el juicio ciudadano SUP-
JDC-1865/2015, con el que la comunidad purépe-
cha de San Francisco Pichátaro, del municipio de 
Tingambato, Michoacán, impugnó la negativa del 
ayuntamiento de entregar de manera directa a la 
comunidad la parte proporcional del presupuesto 
federal que se otorgaba al municipio.

La Sala Superior, entre otras consideraciones, 
estimó que el artículo 2° Constitucional con relación 
al 1° establece expresamente el derecho de los pue-
blos indígenas a la libre determinación, el cual se 
ejercerá en un marco constitucional de autonomía 
que asegure la unidad nacional y que en el reconoci-
miento de los derechos de los pueblos indígenas se 
deberá tomar en cuenta, además de los principios 

generales establecidos en el propio artículo 2°, cri-
terios etnolingüísticos y de asentamiento físico.

También la Sala señaló que el derecho a la auto-
determinación de los pueblos y las comunidades in-
dígenas se encuentra estrechamente vinculado con 
el desarrollo económico, social y cultural, este es el 
derecho por el cual los pueblos y las comunidades 
determinan libremente su condición política y per-
siguen, sin obstáculos ni limitaciones, su desarrollo 
en esos tres ámbitos; asimismo, consideró que las 
fracciones I y IV del artículo 115 de la Constitución 
Federal deben ser interpretadas con una modali-
dad, en el caso de municipios con la presencia de 
comunidades indígenas.

En la citada sentencia se ordenó la celebración 
de una consulta, la cual debía realizarse con las 
autoridades tradicionales, a efectos de definir los 
elementos cuantitativos y cualitativos respecto a 
la transferencia de responsabilidades relacionadas 
con el ejercicio de los derechos de autodetermina-
ción, autonomía y autogobierno de la comunidad. 
Se trató de una consulta cuyos resultados fueron 
vinculatorios para la autoridad municipal.

El Tribunal local, hasta antes de 2019, dictó di-
versas sentencias relativas a la administración di-
recta de los recursos públicos por parte de comu-
nidades o pueblos indígenas, por ello se mencionan 
algunos precedentes:

a) Santa Fe de la Laguna

La comunidad de Santa Fe de la Laguna, pertene-
ciente al municipio de Quiroga, Michoacán, solicitó 
al ayuntamiento la transferencia de recursos, éste la 
negó argumentando la falta de normatividad al res-
pecto, determinación que fue impugnada ante el Tri-
bunal Electoral del Estado de Michoacán (TEEM), 
registrándose bajo la clave TEEM-JDC-11/2017. En 
la sentencia se ordenó al ayuntamiento y a la comu-
nidad realizar conjuntamente una consulta por con-
ducto de las autoridades tradicionales para determi-
nar los elementos cuantitativos y cualitativos para la 
entrega de recursos; además, señaló que dentro de 
los elementos cualitativos se encontraba el relativo 
a que los recursos a entregar son de carácter público 
y, por tanto, estaban sujetos a revisión para asegu-
rar la transparencia y rendición de cuentas; la reso-
lución fue modificada por la Sala Regional Toluca, 
que ordenó que la consulta se realizara a través del 
IEM, el ayuntamiento y la comunidad en asamblea 
general, sentencia que a su vez sería modificada por 
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Sala Superior en el juicio ciudadano número SUP-
REC-1272/2017, en el que ordenó que la consulta se 
realizara a las autoridades tradicionales.

En acatamiento de la sentencia, el IEM inició los 
trabajos para la consulta. Al estarse realizando la 
fase informativa tuvo que ser suspendida por haber 
sido notificados del incidente de suspensión dictado 
dentro de la Controversia Constitucional 237/2017, 
por lo que la fase consultiva no se realizó.

La controversia constitucional en comento fue 
sobreseída, por lo que el Tribunal local dictó un 
acuerdo en 2019 en el que ordenó reanudar la con-
sulta suspendida. Así, la fase consultiva se llevó a 
cabo posteriormente, pero la transferencia de recur-
sos no se concretó en virtud de la resolución dictada 
dentro del incidente de suspensión derivado de la 
controversia constitucional 142/2019.

Fue hasta 2021 que el ayuntamiento de Quiroga, 
Michoacán, se reunió con la comunidad indígena 
con el propósito de otorgar a la comunidad el presu-
puesto directo que conforme al criterio poblacional 
y demás factores les correspondía.

b) Cabecera municipal de Nahuatzen

En 2017, las personas integrantes del Consejo Ciu-
dadano Indígena de la cabecera municipal de Na-
huatzen solicitaron al Congreso del Estado, a la Se-
cretaría de Gobierno y a la Secretaría de Finanzas 
del Estado de Michoacán que se les entregaran los 
recursos económicos que le correspondían. Sin em-
bargo, y al no obtener respuesta alguna, interpusie-
ron una demanda ante el Tribunal Electoral local, 
a la que se le asignó el número de registro TEEM-
JDC-035/2017 y en cuya resolución se ordenó al 
IEM organizar un proceso de consulta previa, libre 
e informada y mediante las autoridades tradiciona-
les se definieran los elementos cuantitativos y cua-
litativos respecto de la transferencia de responsa-
bilidades de recursos públicos. Dicha sentencia fue 
cumplimentada por parte del Instituto mediante 
acuerdo de Consejo General de fecha 21 de noviem-
bre de 2017, pero los preparativos para su realiza-
ción tuvieron que ser suspendidos, lo anterior en 
acatamiento al acuerdo dictado en la controversia 
constitucional 307/2017. Posteriormente, dicha 
controversia fue sobreseída, por lo que se ordenó 
reiniciar los trabajos para su realización. 

La realización de la consulta se vio obstaculiza-
da en múltiples ocasiones, lo que originó el cambio 
de sede, y fue hasta el 2019 en que pudo llevarse a 

cabo. En el caso, la comunidad, a través de su au-
toridad tradicional determinó ejercer directamente 
los recursos por medio de su Consejo Ciudadano In-
dígena. Posteriormente, el 9 de abril de 2019, dicho 
Consejo Ciudadano presentó incidente de incum-
plimiento de sentencia en contra del entonces pre-
sidente municipal y del ayuntamiento, así como de 
la Secretaría de Finanzas, por dejar de suministrar 
la transferencia directa de recursos a la comunidad. 
Dicho incidente fue tramitado como un nuevo juicio 
ciudadano de clave TEEM-JDC-021/2019, el cual 
resolvió el 13 de junio de 2019 revocar los acuerdos 
tomados por el ayuntamiento, relacionados con la 
revocación de autorizaciones para la transferencia 
de recursos económicos que le corresponden a la 
comunidad, para que se siguieran transfiriendo los 
recursos. El 11 de enero de 2021 se firmó convenio 
de cesión de derechos, transferencia y entrega de 
recursos públicos por parte del Consejo Ciudadano 
Indígena de Nahuatzen, y el Ayuntamiento. 

La anterior determinación tomada en asam-
blea de 24 de enero de 2021 fue impugnada ante 
el Tribunal local, originándose el juicio ciudadano 
TEEM-JDC-008/2021, emitiéndose sentencia el 19 
de marzo de 2021, en la que resolvió, por una par-
te, que no contaba con competencia para analizar 
la validez de las determinaciones tomadas en la 
asamblea general, al tratarse de cuestiones que se 
encuentran relacionadas con la forma en la que la 
propia comunidad decide lo relativo a sus autorida-
des internas y las formas en que se organizan en lo 
económico; por otra parte, confirmó dicha Asam-
blea General y los actos preparatorios.

Esa sentencia fue impugnada ante Sala Regional 
Toluca el 26 de marzo de 2021 por el Consejo Ciuda-
dano Indígena de Nahuatzen, formándose los juicios 
ciudadanos ST-JDC-145/2021 y ST-JDC-146/2021, 
de los cuales se emitió sentencia en la que se confir-
mó el acto impugnado.

Finalmente, en contra se la sentencia ST-
JDC-145/2021 y su acumulado, el 28 de abril de 
2021 se presentó ante la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación un re-
curso de reconsideración, el que dio origen al expe-
diente SUP-REC-321/2021, en el cual se desechó la 
demanda por no cumplirse con el requisito especial 
de procedencia del recurso de reconsideración.

c) Arantepacua

Los jefes de Tenencia y representantes de Bienes 
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Comunales de la comunidad de Arantepacua, del 
municipio de Nahuatzen, solicitaron al ayunta-
miento la transferencia de los recursos públicos que 
les correspondían, petición de la que obtuvieron 
una respuesta el 20 de enero de 2018, en la que se 
precisó que no era factible proveer de conformidad, 
toda vez que para su cumplimiento era necesaria 
una orden judicial, administrativa o legislativa que 
así lo indicara. 

En contra de dicha respuesta se interpuso el 
juicio ciudadano registrado bajo el número TEEM-
JDC-006/2018, el cual fue resuelto de manera fa-
vorable a la comunidad, pues se le reconoció su de-
recho a participar efectivamente en los procesos de 
decisiones que le pudieran afectar sus derechos a la 
autodeterminación, autonomía y autogobierno, por 
cuanto hace su derecho a la administración directa 
de los recursos económicos que le correspondían, 
además ordenó al IEM la realización de una con-
sulta a través de sus autoridades tradicionales, para 
estar en condiciones de hacer válida la transferencia 
de recursos. 

Posteriormente, el 12 de abril de 2018 se llevó a 
cabo la consulta, en la cual la comunidad median-
te sus autoridades tradicionales determinó estar de 
acuerdo con la administración directa de los recur-
sos económicos que les correspondían, así como con 
la transferencia de obligaciones que conlleva, ade-
más, que la autoridad tradicional y representativa, 
titular y responsable de la transferencia del cumpli-
miento de las atribuciones y responsabilidades de 
los recursos económicos, sería el Consejo Comunal,

d) Santa María Sevina

Las autoridades tradicionales de la comunidad de 
Santa María Sevina suscribieron un convenio con 
las autoridades municipales, en el que se determinó 
administrar directamente los recursos públicos que 
le correspondían. Posteriormente, dichas autori-
dades tradicionales interpusieron juicio ciudadano 
ante el Tribunal local, solicitando el reconocimiento 
de sus derechos de autogobierno y libre determi-
nación para administrar directamente los recursos 
que les correspondían; juicio registrado con el nú-
mero TEEM-JDC-187/2018, en el cual el órgano 
jurisdiccional ordenó al Instituto organizara una 
consulta previa, libre e informada a la comunidad, 
a efecto de que se determinara si era su voluntad 
ejercer de forma directa los recursos que legalmente 
les correspondían; y, en caso que fuera afirmativa su 

respuesta, realizar una segunda fase de consulta en 
la que por conducto de sus autoridades tradiciona-
les, se definieran los elementos cuantitativos y cua-
litativos respecto a la transferencia de responsabili-
dades relacionadas con el ejercicio de sus derechos 
a la autodeterminación y autogobierno. Los días 8 y 
9 de diciembre de 2018 se llevó a cabo la consulta. 

Posteriormente, el 28 de marzo de 2019 el Tri-
bunal dictó un acuerdo plenario de incumplimiento 
por parte del ayuntamiento de Nahuatzen; en el que 
se ordenó al Instituto llevar a cabo una reunión en-
tre las autoridades tradicionales de la comunidad y 
el ayuntamiento, para estar de acuerdo en la realiza-
ción de la consulta, así como que fueran las autori-
dades tradicionales las que definieran los elementos 
cuantitativos y cualitativos mínimos para la trans-
ferencia de responsabilidades en la administración 
directa de los recursos públicos que les correspon-
dían. La reunión en comento se convocó para el 4 
de abril de 2019, sin embargo, no pudo concluirse, 
toda vez que se produjeron actos de violencia por 
un grupo de personas, por lo que fue imposible rea-
lizar, en ese momento, lo ordenado por el Tribunal 
Electoral local.

Sin embargo, pese a la larga cadena impugnati-
va, el 12 de enero de 2022 se conmemoró el segundo 
aniversario de autonomía en Sevina y de su Consejo 
de Gobierno Comunal.

e) San Benito de Palermo

El caso de San Benito de Palermo se dio en cumpli-
miento a la sentencia emitida por el Tribunal local 
en el juicio ciudadano TEEM-JDC-028/2019, de 21 
de junio de 2019, en la cual se vinculó al Instituto 
para que llevara a cabo una consulta previa, libre e 
informada, mediante sus autoridades tradicionales, 
a efecto de determinar los elementos cualitativos y 
cuantitativos de la transferencia de recursos públi-
cos. Así, el 26 de junio de 2019 se dictó el acuer-
do IEM-CG-23/2019, en el que el Consejo General 
ordenó el inicio del proceso de consulta, misma 
que se desahogó el 10 de julio posterior, a través 
de las autoridades tradicionales. Finalmente, se 
declaró la validez de la consulta por acuerdo IEM-
CG-27/2019.

II. Falta de competencia de los tribunales 
electorales

Con relación a la administración directa de recur-
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sos públicos por parte de una comunidad indígena, 
que en el caso de Michoacán venía atendiéndose 
mediante sentencias judiciales por parte los Tribu-
nales electorales, sin embargo, la Segunda Sala de la 
Suprema Corte, el 8 de mayo de 2019, al resolver el 
amparo directo 46/2018, consideró que dicho tema 
es ajeno a la materia electoral.

El asunto en el juicio antes citado versó de ma-
nera esencial en que la comunidad originaria de 
Santa María Nativitas Coatlán, municipio de Santo 
Domingo Tehuantepec, Oaxaca, solicitó al ayunta-
miento la asignación directa de recursos.

Por ese motivo, la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación al emitir sentencia en 
el juicio ya referido resolvió que este tipo de conflic-
tos, en los que una comunidad pide la asignación 
directa de recursos, no son de naturaleza política o 
electoral.

En el mismo sentido, la Sala Superior del Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
al emitir sentencias en los juicios ciudadanos SUP-
JDC-131/2020 y SUP-JDC-145/2020, ambos re-
sueltos el 8 de julio de 2020, abandonó los criterios 
que previamente había implementado respecto a la 
administración directa de los recursos públicos por 
parte de las comunidades indígenas2.

En ambos asuntos la Sala definió que, tratándose 
de planteamientos relacionados con el derecho a la 

2 Tesis relevante LXIII/2016, de rubro: “PUEBLOS Y CO-
MUNIDADES INDÍGENAS. DADOS LOS PRINCIPIOS 
DE INTERDEPENDENCIA E INDIVISIBILIDAD DE LOS 
DERECHOS HUMANOS, SU DERECHO AL AUTOGO-
BIERNO NO PUEDE CONCRETARSE A MENOS QUE 
CUENTEN CON LOS DERECHOS MÍNIMOS PARA LA 
EXISTENCIA, DIGNIDAD, BIENESTAR Y DESARROLLO 
INTEGRAL.”
Tesis relevante LXIV/2016, de rubro: “PUEBLOS Y CO-
MUNIDADES INDÍGENAS. EL DERECHO A LA CON-
SULTA PREVIA, INFORMADA Y DE BUENA FE ES 
PROCEDENTE PARA DEFINIR LOS ELEMENTOS 
(CUANTITATIVOS Y CUALITATIVOS), NECESARIOS 
PARA LA TRANSFERENCIA DE RESPONSABILIDADES 
DERIVADAS DEL DERECHO AL AUTOGOBIERNO.”
Tesis relevante LXV/2016, de rubro: “PUEBLOS Y CO-
MUNIDADES INDÍGENAS. EL DERECHO AL AUTOGO-
BIERNO INCLUYE LA TRANSFERENCIA DE RESPON-
SABILIDADES RELACIONADAS CON EL EJERCICIO DE 
SUS DERECHOS A LA AUTODETERMINACIÓN, AUTO-
NOMÍA Y AUTOGOBIERNO, VINCULADO CON SU DE-
RECHO A LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA EFECTIVA Y 
LA ADMINISTRACIÓN DIRECTA DE LOS RECURSOS 
QUE LES CORRESPONDEN.”

administración directa de recursos públicos federa-
les, así como la transferencia de responsabilidades, 
se alejan de los derechos de autodeterminación, au-
tonomía y autogobierno, así como de la efectiva par-
ticipación política de las comunidades indígenas, 
debido a que, trasciende al ámbito constitucional de 
protección de la jurisdicción electoral y de un recur-
so judicial efectivo.

Por lo anterior, sostuvo que ya no era jurídica-
mente viable que un órgano jurisdiccional electoral 
definiera un derecho, sino que este tipo de contro-
versias deberían ser resueltas resuelta por un ór-
gano jurisdiccional competente, en la medida que 
estos reclamos tienen incidencia en el derecho pre-
supuestal y en la hacienda municipal.

De este modo concluyó que, por la naturaleza 
presupuestal relacionada con la entrega de recursos 
públicos para su administración por una comuni-
dad indígena, es una materia que no encuadra en la 
competencia de los tribunales electorales. 

El TEEM, en las sentencias dictadas en los jui-
cios ciudadanos números TEEM-JDC-030/2019 y 
TEEM-JDC-060/2019, respectivamente, ratificó 
los criterios emitidos por la Suprema Corte y la Sala 
Superior, al señalar que los mismos tienen aplica-
ción y alcance a nivel nacional, pues definieron que 
la materia a la que corresponde lo relativo al ejerci-
cio directo de los recursos y/o participaciones por 
parte de una comunidad indígena no son de natu-
raleza electoral.

Así, los reclamos relacionados con la entrega de 
recursos públicos para su administración directa 
por parte de una comunidad indígena y, por ende, la 
transferencia de responsabilidades, tienen una in-
cidencia con el derecho presupuestario que escapa 
de la competencia de los tribunales electorales, por 
tanto, estas cuestiones deben ventilarse ante un ór-
gano jurisdiccional competente, en congruencia con 
el derecho humano al acceso a la justicia. 

Los criterios anteriores, si bien se refieren a la 
competencia de los Tribunales electorales, sin em-
bargo, por lo que respecta al estado de Michoacán 
no se cuenta con un órgano de justicia especializado 
en materia indígena que resuelva este tipo de con-
troversias, lo que ha provocado que las comunida-
des y pueblos indígenas en Michoacán, no tengan 
un tribunal que los ampare y proteja, aunado a que 
ningún otro tribunal estatal ha asumido competen-
cia para conocer de estos asuntos indígenas. 
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III. Tutela en sede administrativa en el caso de 
Michoacán

El 30 de marzo de 2021 fue publicada en el Perió-
dico Oficial del Estado, la Ley Orgánica Municipal 
del Estado de Michoacán de Ocampo, de manera 
particular en los artículos 116, 117 y 118, regula el 
derecho de las comunidades indígenas que cuenten 
con el carácter de tenencia a ejercer directamente 
los recursos presupuestales que les sean asignados 
por el municipio, para lo cual pueden solicitar una 
consulta previa, libre, informada y de buena fe.

El procedimiento establecido por la Ley Orgá-
nica Municipal señala que los representantes au-
torizados por las asambleas de las comunidades 
y pueblos indígenas, presentarán ante el IEM y el 
ayuntamiento correspondiente una solicitud en la 
que se especifique que por mandato de la comuni-
dad y en ejercicio de sus derechos de autonomía y 
autogobierno desean elegir gobernarse y adminis-
trarse mediante autoridades tradicionales.

El procedimiento de este derecho de consulta 
se encuentra regulado, además, en la Ley de Me-
canismos de Participación Ciudadana del Estado 
de Michoacán de Ocampo y de conformidad con lo 
previsto en los artículos 12 y 13 del Reglamento del 
Instituto Electoral de Michoacán para la consulta 
previa, libre e informada para los pueblos y comuni-
dades indígenas3 (en adelante Reglamento de con-
sultas), consulta que se desarrolla en cuatro etapas 
como se enlistan a continuación:

•	 Actividades preparatorias (Artículos 18 
a 21 del Reglamento de consultas). Se 
desahogan con la celebración de las reunio-
nes necesarias para la elaboración del Plan 
de Trabajo conforme al cual se desarrollará la 
consulta.

•	 Fase informativa (Artículos 22 a 27 del 
Reglamento de consultas). Tiene como 
finalidad que las comunidades y pueblos in-
dígenas cuenten con la información necesaria 
para tomar una determinación.

•	 Fase consultiva (Artículos 28 a 31 del 
Reglamento de consultas). Se refiere a la 
etapa en la que se pregunta a los pueblos y co-
munidades indígenas si desean o no transitar 
del sistema de gobierno constitucional al tra-

3 Reglamento que fue aprobado el 6 de junio de 2017.

dicional.
•	 Publicación de resultados (Artículos 32 

y 33 del Reglamento de consultas). Es la 
etapa en que se hace saber a la comunidad o 
pueblo indígena el resultado de la consulta.

Posterior a la consulta se realiza la propuesta de ca-
lificación y, en su caso, declaración de validez o in-
validez de la consulta por parte de la Comisión Elec-
toral para la Atención a Pueblos Indígenas, la cual 
se somete a la consideración del Consejo General 
del IEM, finalmente el acuerdo que se emite, ya sea 
en sentido afirmativo o negativo, es notificado a las 
autoridades tradicionales de la comunidad de que 
se trate y al ayuntamiento respectivo, para que, en 
su caso, la comunidad respectiva y el ayuntamiento 
inicien los pasos siguientes para entrega de los re-
cursos públicos que les corresponden. 

Los fondos que se transfieren a las comunidades 
indígenas que decidan administrar de forma directa 
el presupuesto son todos los existentes a nivel fe-
deral y local, y que correspondan para asumir las 
funciones señaladas en el artículo 118, fracción II, 
de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Mi-
choacán de Ocampo, consistentes en la prestación 
de los servicios públicos municipales de agua pota-
ble, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposi-
ción de aguas residuales; alumbrado público; lim-
pia, recolección, traslado, tratamiento y disposición 
final de residuos; mercados y centrales de abastos; 
panteones; rastro; calles, parques y jardines y su 
equipamiento; seguridad pública; policía preventi-
va municipal y tránsito4.

En el caso del impuesto predial, las comunida-
des indígenas solamente accederán al monto que se 
recauda en la comunidad indígena, conforme al ar-
tículo 116 de la Ley Orgánica Municipal del Estado 
de Michoacán de Ocampo. 

Todas las decisiones que se tomen sobre el ejer-
cicio del gasto público deben estar al alcance de la 
comunidad de manera accesible, clara y verdadera.

La transparencia podemos entenderla como la 
publicidad de los trabajos que realizarán quienes 
manejen los recursos públicos y es necesaria para 
la rendición de cuentas, es decir, abrir las puertas a 
la comunidad de una manera clara, confiable y con 

4 Servicios públicos catalogados como municipales de con-
formidad con el artículo 40, inciso a), fracción I de la Ley 
Orgánica Municipal del Estado de Michoacán de Ocampo. 
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ello permitir que cualquier persona conozca en qué 
se utilizará el dinero de la comunidad y su buen uso. 

La rendición de cuentas es la obligación que tie-
nen las autoridades de que la propia comunidad de-
signe para el manejo de sus recursos públicos, para 
informar y justificar sus decisiones, es decir, abrirse 
para que sea la propia comunidad quien evalúe su 
trabajo.

Comunidades Indígenas que han solicitado 
la consulta en términos de la Ley Orgánica 

Municipal 

Solicitudes de consulta concluidas y validadas por 
el IEM

Comunidad Indígena Municipio al que pertenece

San Ángel Zurumucapio Ziracuaretiro

Crescencio Morales Zitácuaro

Donaciano Ojeda Zitácuaro

La Cantera Tangamandapio

Ocumicho Charapan

Janitzio Pátzcuaro

Turicuaro Nahuatzen

Angahuan Uruapan

Jarácuaro Erongarícuaro

Carapan Chilchota

Jesús Díaz Tsirio Los Reyes

Zacán Los Reyes

Solicitudes de consulta improcedentes

Comunidad Indígena Municipio al que pertenece

Ejido Francisco Serrato Zitácuaro

Carpinteros Zitácuaro

San Miguel Curahuango Maravatío

San Pedro Jácuaro Ciudad Hidalgo

San Bartolo Cuitareo Hidalgo

Solicitud de consulta suspendida

Comunidad Indígena Municipio al que pertenece

Zirahuén Salvador Escalante

Solicitud pendiente

Comunidad Indígena Municipio al que pertenece

Francisco Serrato Zitácuaro

Solicitudes de consulta que se encuentran en 
trámite

Comunidad Indígena Municipio al que pertenece

San Matías el Grande Ciudad Hidalgo

Nuevo Zirosto Uruapan

San Francisco Peribán Peribán

IV. Conclusiones

En lo que corresponde a las autoridades adminis-
trativas electorales responsables de tutelar sus de-
rechos políticos, nos enfrentamos al reto de contri-
buir a la superación de los obstáculos existentes en 
la defensa efectiva de sus derechos, y que pretende 
avanzar hacia la reversión de las injusticias históri-
cas y la neutralización de las desigualdades estruc-
turales mediante la realización de las consultas pre-
vias, libres e informadas a pueblos y comunidades 
indígenas. 

Con la tutela de los derechos mencionados se 
busca disminuir las desventajas sociales y econó-
micas, en comparación con otros segmentos de la 
sociedad, impulsando su participación sin discrimi-
nación alguna, en la toma de decisiones en la vida 
política del Estado, a través de representantes elec-
tos por ellos de acuerdo con sus procedimientos tra-
dicionales. 

En este sentido, el derecho a la consulta indígena 
para la administración directa de recursos públicos 
y al autogobierno como manifestación concreta de 
la autonomía comprende: el reconocimiento, man-
tenimiento y defensa de la autonomía de los pue-
blos y las comunidades indígenas para elegir a sus 
autoridades o representantes acorde con sus usos y 
costumbres, siempre respetando los derechos hu-
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manos de sus integrantes; el ejercicio de sus formas 
propias de gobierno interno, siguiendo para ello sus 
normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a 
efecto de conservar y reforzar sus instituciones po-
líticas y sociales; la participación plena en la vida 
política del Estado, y la intervención efectiva en to-
das las decisiones que les afecten y que son tomadas 
por las instituciones estatales que puedan vulnerar 
sus intereses.

De esa forma, el ejercicio del presupuesto di-
recto y el autogobierno de las comunidades indí-
genas constituye una prerrogativa plena y eficaz en 
la adopción de las decisiones relativas a todos los 
asuntos que conciernan a sus derechos, vida, de-
sarrollo político, económico, social y cultural, paz, 
seguridad, salud, tenencia y uso de sus tierras, terri-
torios y recursos, conservación del medio ambiente, 
así como el reconocimiento de su identidad y a un 
trato libre de discriminación; basada en la consulta 
y el consentimiento, especialmente en las decisio-
nes que afectan al desarrollo en todos los ámbitos.

Mientras que la libre determinación es un dere-
cho fundamental de los pueblos y comunidades in-
dígenas, constituye un derecho básico para decidir 
sus formas internas de convivencia y organización, 
y de elegir a sus autoridades, de acuerdo con sus 
normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a 
fin de ejercer sus propias formas de gobierno inter-
no y la administración de sus recursos, entre ellos, 
los económicos.

Para el efecto de que la justicia sea pronta y efec-
tiva, no debe demorarse el derecho a la autodeter-
minación, porque se trata de “la piedra angular de 
los derechos colectivos... y representa el elemento 
básico para la permanencia de los pueblos y comu-
nidades indígenas...”, así como implica el “derecho, 
como sujetos diferenciados, a definir una posición 
autonómica y propia frente a la nación.”5

El derecho a la libre determinación debe maxi-
mizarse, es decir, el derecho a decidir sobre lo pro-
pio debe promoverse, respetarse, protegerse y ga-
rantizarse de forma íntegra, pronta y de la manera 
más amplia, mediante decisiones que tengan una 
perspectiva intercultural y progresiva (artículos 2, 
párrafo quinto, apartado A, fracciones I y III, de la 
Constitución Federal; 3, 4 y 5 de la Declaración de 

5  Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Guía de actuación para juzgadores en materia de Derecho 
Electoral Indígena, México, 2014, página 37.

las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pue-
blos indígenas y 4 del Convenio 169 de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo).6

Cabe precisar que, como ya se refirió, pese a la 
incompetencia decretada por las autoridades elec-
torales, el IEM tiene una atribución legal de realizar 
consultas indígenas con motivo de la administra-
ción directa de los recursos que les corresponden, 
con fundamento en lo dispuesto en la Ley Orgánica 
Municipal y la Ley de Mecanismos de Participación 
Ciudadana, ambas del Estado de Michoacán, que 
desde mi perspectiva los actos del Instituto son sus-
ceptibles de impugnarse ante el Tribunal Electoral 
local, y en consecuencia, seguir la cadena impugna-
tiva en materia electoral, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 77 de la citada Ley de Mecanismos. 

Finalmente, no pasa desapercibido lo dispuesto 
por la Sala Regional Toluca del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, en el expedien-
te ST-JDC-40/2022, en el que el acto reclamado 
consistió en la sentencia dictada en el juicio ciuda-
dano TEEM-JDC-010/2022, que declaró fundados 
pero inoperantes los agravios de los actores, en el 
sentido de que hubo omisión por parte del ayunta-
miento de emitir convocatoria para la elección de 
jefatura de tenencia de Crescencio Morales, la Sala 
señaló que la comunidad había decidido autogo-
bernarse, el pasado 28 de octubre del 2021, de ahí 
que la elección y renovación de las autoridades de 
la tenencia de Crescencio Morales escapaba de las 
atribuciones conferidas al ayuntamiento en cuanto 
al nombramiento de jefatura de tenencia.

Los efectos de la sentencia dictada consistieron 
en revocar la sentencia dictada por el Tribunal lo-
cal y ordenar a la autoridades tradicionales de la 
tenencia para que, a la brevedad posible, se lleve 
a cabo una consulta previa, libre e informada, me-
diante asamblea general comunitaria, como máxi-
ma autoridad de la comunidad indígena, en la cual 
determine si se conserva o desaparece la figura de la 
jefatura de tenencia y, en consecuencia, de resultar 
procedente, establezca el método electivo para la re-
novación de tal cargo.

Asimismo, se vinculó al IEM para que brinde 
acompañamiento y asesoría a las autoridades tra-

6 Protocolo Iberoamericano de Actuación Judicial para 
mejorar el derecho de acceso a la justicia de las personas 
con discapacidad, migrantes, niñas, niños, adolescentes, 
comunidades y pueblos indígenas, México, Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, 2014, página 105.
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dicionales de la tenencia de Crescencio Morales, 
para que se lleve a cabo tal consulta, en similares 
términos que la diversa celebrada el 28 de octubre 
de 2021.

V. Fuentes de información

Legislación 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Dere-
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Trabajo

Constitución del Estado Libre y Soberano del Esta-
do de Michoacán de Ocampo

Código Electoral del Estado de Michoacán
Ley Orgánica Municipal del Estado de Michoacán 

de Ocampo
Ley de Mecanismos de Participación Ciudadana del 

Estado de Michoacán de Ocampo

Reglamento del Instituto Electoral de Michoacán 
para la consulta previa, libre e informada para 
los pueblos y comunidades indígenas

Sentencias del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación 

SUP-JDC-1865/2015
ST-JDC-143/2017 
SUP-REC-1272/2017
SUP-JDC-131/2020 
SUP-JDC-145/2020
ST-JDC-40/2022

Sentencias del Tribunal Electoral del Estado de 
Michoacán

TEEM-JDC-011/2017
TEEM-JDC-035/2017
TEEM-JDC-006/2018
TEEM-JDC-187/2018
TEEM-JDC-021/2019
TEEM-JDC-028/2019
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Elecciones de autoridades 
auxiliares en Michoacán  
y sistemas normativos
Roxana Soto Torres* / Everardo Tovar Valdez**

Sistemas Normativos Indígenas: usos y costumbres

I. Introducción

El estado de Michoacán tiene una 
conformación multicultural, plu-
riétnica y multilingüe que se sus-

tenta en sus pueblos y comunidades 
indígenas1, de ahí que, en lo que aquí 
interesa, se les reconozca constitucional-
mente su derecho a decidir y ejercer sus 
formas internas de gobierno, sus propios 
sistemas de participación, elección y or-
ganización social, económica, política y 
cultural, a través de sus diversas formas 
y ámbitos de autonomía.

Así, en el presente ensayo nos quere-
mos referir a la problemática suscitada 
en algunos procesos de renovación de 
jefaturas de tenencia en nuestra entidad 
federativa, en los que ciudadanos y ciu-
dadanas que forman parte de comuni-
dades indígenas realizaron alegaciones 
reclamando su derecho de elegirlos a 
través sus usos y costumbres.

En ese contexto, los casos materia 
de análisis derivaron, inicialmente, de 
los planteamientos hechos valer por los 
involucrados en los expedientes TEEM-

1 Conforme al artículo 3º de la Constitución Lo-
cal, se reconoce la existencia de P´urhepechas, 
Nahuas, Hñahñu u Otomí, Jñatjo o Mazahua, Mat-
latzinca o Pirinda y a todos aquellos que preservan 
sus instituciones, garantizándoles los derechos de 
la Constitución Federal y los instrumentos inter-
nacionales.

JDC-347/2021 (Tenencia de San Juan 
Carapan, del municipio de Chilchota); 
TEEM-JDC-352/2021 (Tenencia de Zi-
rahuén, del municipio de Salvador Esca-
lante); y TEEM-JDC-10/2022 (Tenencia 
de Crescencio Morales, del municipio de 
Zitácuaro).

Por tanto, y para contextualizar las 
controversias, se hará referencia a la 
cadena impugnativa de los asuntos alu-
didos, señalando de manera sintetizada 
el punto central del cual partieron y cuál 
fue la conclusión a la que se arribó.

Finalmente, se hacen observaciones y 
propuestas con las que se pudieran so-
lucionar esos conflictos, los que derivan 
de la interacción de ayuntamientos elegi-
dos constitucionalmente y comunidades 
indígenas que forman parte del ámbito 
territorial de su competencia.

II. Caso San Juan Carapan

En el expediente TEEM-JDC-347/2021, 
ciudadanas y ciudadanos de la comuni-
dad de San Juan Carapan, perteneciente 
al municipio de Chilchota, Michoacán, 
impugnaron la convocatoria y proceso 
de elección de la jefatura de tenencia.

Lo que realizaron bajo los argumen-
tos de que el ayuntamiento impuso el 
proceso de renovación de la jefatura de 
tenencia a través del sistema de partidos, 
pese a que había expresado su voluntad 
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de conservar al actual titular de dicho cargo, hasta 
que se realizara la totalidad de los actos de la con-
sulta, cuyo procedimiento se estaba llevando a cabo 
(sobre su intención de autogobernarse y adminis-
trar los recursos públicos que le corresponden).

Al respecto, el Tribunal Electoral del Estado de 
Michoacán (TEEM), por un lado, determinó2 so-
breseer la impugnación respecto de la emisión de 
la convocatoria; y, por otro, que el ayuntamiento 
cumplió con su obligación de emitir la convocatoria 
al haberla realizado conforme al procedimiento es-
tablecido en la Ley Orgánica Municipal.

De forma adicional, se indicó que el hecho de 
que se estuvieran llevando a cabo actos referentes 
al proceso de consulta ya señalado, tal circunstancia 
no era impedimento para posponer o suspender el 
proceso de elección.

La citada resolución fue impugnada ante la Sala 
Regional Toluca, bajo los siguientes argumentos: 
a) que se reconociera el derecho de la comunidad 
a convocar, conjuntamente con el ayuntamiento, al 
proceso para la renovación de la jefatura de tenen-
cia; y, b) que prevaleciera la voluntad de la asam-
blea comunal de suspender el proceso electivo hasta 
que concluyera el procedimiento sobre su intención 
de autogobernarse. 

La Sala Regional al resolver el expediente ST-
JDC-1/20223 determinó confirmar la sentencia, 
pero por razones diversas a las que se sustentó el fa-
llo del TEEM, precisando, medularmente que asis-
tía razón a la parte actora respecto de que el Tribu-
nal local decretó indebidamente el sobreseimiento 
del juicio ciudadano local, por cuanto hace a la im-
pugnación de la convocatoria, así como del proceso 
electivo, al obviar la existencia de una problemática 
interna y externa en la comunidad.

No obstante, desestimó sus agravios, ya que de 
las pruebas no era posible concluir que el proce-
so de elección se realizara, históricamente, en los 
términos que mencionó, además de que no advertir-
se una vulneración a sus derechos o los de la comu-
nidad, dado que no se pudo constatar la existencia 
de un derecho anterior y permanente o, al menos, 
consuetudinario, en relación al proceso de renova-
ción o para determinar el periodo del encargo.

2 Sentencia consultable en: http://52.11.177.151/adjuntos/docu-
mentos/documento_61dc3fb62e470.pdf 

3 Sentencia consultable en: https://www.te.gob.mx/EE/ST/2022/
JDC/1/ST_2022_JDC_1-1127059.pdf 

3. Caso Zirahuén

En el expediente TEEM-JDC-352/2021, una perso-
na que contendió por la jefatura de tenencia de la 
comunidad de Zirahuén, del municipio de Salvador 
Escalante, Michoacán, impugnó la omisión de llevar 
a cabo la elección para el citado cargo.

En la resolución del citado asunto4 se argumentó 
que estaba acreditado que se había emitido la con-
vocatoria y que se habían llevado a cabo las etapas y 
plazos establecidos en ella, sin embargo, que el día 
de la elección un grupo de ciudadanos impidió que 
la misma se realizara.

Como consecuencia, se indicó que no haber-
se llevado a cabo la elección no era una situación 
imputable al ayuntamiento, ya que tal situación 
atendió a causas ajenas, por lo que se ordenó que 
se efectuara una adenda en la que se indicara nueva 
fecha para celebrar la elección.

En cumplimiento a lo anterior se llevó a cabo 
la elección, cuyos resultados fueron impugnados 
por el candidato que obtuvo el segundo lugar, ex-
pediente que quedó registrado con la clave TEEM-
JDC-005/2022, que fue resuelto en el sentido de 
modificar los resultados5, y confirmar la declaración 
de validez y la entrega de las constancias respectivas6.

La citada resolución fue impugnada, la cual se 
registró en la Sala Regional Toluca con la clave ST- 
JDC-33/2022. De forma adicional, se presentó otro 
medio de impugnación por parte de una ciudadana y 
un ciudadano que se ostentaron como jefa de tenen-
cia propietaria y jefe de tenencia suplente, respecti-
vamente, quienes manifestaron haber sido elegidos 
por la comunidad indígena; su pretensión era que se 
dejara sin efectos el proceso electivo organizado por 
el ayuntamiento, sustentándose en que Zirahuén es 
una comunidad indígena y, por lo tanto, ese cargo se 
debía regir por usos y costumbres, de ahí que ni el 
ayuntamiento ni el Tribunal local tenían competen-
cia para intervenir en la designación7.

Al respecto, la Sala Regional determinó lo si-

4 Sentencia consultable en: http://52.11.177.151/adjuntos/docu-
mentos/documento_61e98d6ccc95e.pdf 

5 Lo que aconteció, como resultado del recuento de seis casillas, 
realizado en sede jurisdiccional.

6 Sentencia consultable en: http://52.11.177.151/adjuntos/docu-
mentos/documento_62a394ebf24db.pdf 

7 Medio de impugnación al cual le correspondió la clave ST-
JDC-69/2022.
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guiente: sobre la incompetencia del ayuntamiento y 
Tribunal se precisó que los actores hacían valer sus 
agravios en que en asamblea comunal se determinó 
desconocerles esas facultades, y que además el Ins-
tituto Nacional de los Pueblos Indígenas reconoció 
el origen indígena de la comunidad y el carácter de 
los mismos (expediente ST-JDC-69/2022).

Dichos agravios se calificaron como infundados, al 
no existir elementos que evidenciaran que el proceso 
de renovación anteriormente se realizara conforme 
a determinados usos y costumbres; tampoco que la 
jefatura de tenencia constituyera una autoridad tra-
dicional; aunado a que en la supuesta asamblea, no 
se especifica que los hayan elegido para el cargo.

Sobre dichos tópicos también se razonó que el 
derecho alegado surgió con posterioridad a la con-
clusión del proceso electivo, además de que no ha-
bía evidencia de que la asamblea comunal pudiera 
disponer de la elección de la jefatura de tenencia por 
usos y costumbres en términos del artículo 85 de la 
Ley Orgánica Municipal.

También se señaló que, dado que se advertía la 
voluntad de la asamblea comunal de constituirse 
como garante de la elección de ese cargo, tal de-
terminación debía transitar, en caso de que así lo 
decidan, mediante la celebración de una consulta 
previa, libre e informada, en la que participaran la 
Comisión para la Atención a Pueblos Indígenas del 
Instituto Electoral de Michoacán (IEM) y el Institu-
to Nacional para los Pueblos Indígenas.

Finalmente, los agravios en contra de la elección 
y que fueron materia de análisis del Tribunal local 
se calificaron inoperantes e infundados, por lo que 
se determinó confirmar8.

La resolución de la Sala Regional fue impugna-
da y conocida por la Sala Superior en el expediente 
identificado con la clave SUP-REC-174/2022, con la 
pretensión de que se revocara la sentencia y se va-
lidara lo acordado por la asamblea general de la co-
munidad, lo que solicitó con base en que a partir de 
la fecha en que fueron electos, la comunidad decidió 
autogobernarse, circunstancia que debió valorar la 
Sala Regional.

Los argumentos en los que se sustentó la impug-
nación fueron los siguientes: a) indebida valoración 
del acta de asamblea comunal en la que decidieron 
autogobernarse; b) la sentencia controvertida, al 

8 Sentencia consultable en: https://www.te.gob.mx/EE/ST/2022/
JDC/33/ST_2022_JDC_33-1137069.pdf 

desconocer el derecho de las comunidades de auto-
determinarse, los revictimiza al constreñirlos a que 
ejecuten un procedimiento ante autoridades admi-
nistrativas cuando pretendan autodeterminarse, 
circunstancia que se traducía en trámites que obs-
taculizaban sus derechos; y, c) la determinación de 
la comunidad no se trató de un cambio durante el 
trascurso del procedimiento de elección convocado 
por el ayuntamiento, sino que se trató de un nuevo 
paradigma que originó de su carácter autónomo, lo 
que debe ser reconocido por autoridades civiles y 
administrativas.

La Sala Superior al resolver el medio de impug-
nación declaró fundado el agravio respecto a que no 
se analizó el contenido del acta de asamblea materia 
de la controversia, ya que la misma no solo era una 
prueba que se originó después del proceso electivo, 
sino que implicaba un cambio de régimen de go-
bierno comunitario que buscaba modificar el proce-
so electivo de la jefatura de tenencia y de los cargos 
recién electos, como los que se nombraron con pos-
terioridad; señalándose que por esas circunstancias 
era imperativo que se analizara el acta y sus alcan-
ces conforme a sus usos y costumbres, y bajo una 
perspectiva intercultural.

Además, se argumentó que el planteamiento 
realizado ante la Sala Regional no buscaba afectar 
la validez de la elección, sino que se sobreseyera el 
juicio a partir de un cambio de situación jurídica, ya 
que el cargo cuestionado desapareció por designa-
ción comunitaria.

Al haberse revocado la resolución de la Sala Re-
gional se le ordenó que emitiera una nueva, en la que 
analizara el reclamo de quienes se ostentan como 
titulares del cargo en disputa, efectuada mediante 
usos y costumbres, y determinar si los nombra-
mientos afectan los de la planilla electa mediante el 
procedimiento llevado a cabo por el ayuntamiento.

No pasa inadvertido que, a la fecha de la conclu-
sión de este trabajo, no se ha emitido la resolución en 
cumplimiento al fallo dictado por la Sala Superior.

4. Caso Crescencio Morales

En el expediente TEEM-JDC-10/2022, habitantes 
de la tenencia de Crescencio Morales, del munici-
pio de Zitácuaro, Michoacán, presentaron un juicio 
ciudadano en el que combatieron la omisión del 
ayuntamiento de emitir la convocatoria de la elec-
ción por la jefatura de tenencia, sustentándose en 
lo dispuesto por la Ley Orgánica Municipal del Es-
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tado de Michoacán, lo que violentaba sus derechos 
político-electorales de votar y ser votadas.

La determinación del TEEM9 fue en el sentido de 
declarar la existencia de la omisión; sin embargo, se 
indicó que no era posible acoger la pretensión de la 
parte actora de que se emitiera la citada convocato-
ria, ya que a la fecha del dictado de la resolución la 
comunidad ya había concluido con el procedimien-
to establecido en la Ley Orgánica Municipal para 
hacer efectivo su derecho de autogobierno, por lo 
que se concluyó que la elección y renovación de au-
toridades auxiliares ya escapaba de las atribuciones 
que se confieren al ayuntamiento, y que sostener lo 
contrario sería una violación a la libre autodetermi-
nación y organización de la comunidad.

La citada resolución fue impugnada ante la Sala 
Toluca, en lo que aquí interesa, porque la renova-
ción de la jefatura de tenencia y la consulta no se 
contraponían.

La Sala Regional, al resolver el expediente ST-
JDC-40/202210, revocó la sentencia de Tribunal lo-
cal, precisando que, tal y como lo señalaba la parte 
actora, los procedimientos no se contraponían, por 
lo que era fundado su planteamiento.

Los argumentos en los que se sustentó fue que el 
Tribunal local partió de la premisa inexacta de que 
derivado de la consulta, el proceso de renovación ya 
no era exigible por circunscribirse en el ámbito de 
su autogobierno, perdiendo de que el objetivo de la 
consulta era si optaban por autogobernarse y admi-
nistrar directamente los recursos públicos.

Adicionalmente, señalaron que no se advertía un 
pronunciamiento de la asamblea comunitaria en la 
que se indicara la intención de eliminar la figura de 
la jefatura de tenencia o la suspensión de su proceso 
electivo, por lo que el Tribunal local fundó incorrec-
tamente su determinación en una consulta que no 
resultaba aplicable a la materia de la controversia.

Derivado de ello, la Sala Regional fijó como efec-
tos de la sentencia que, ante la falta de certeza jurídi-

9 Sentencia consultable en: http://52.11.177.151/adjuntos/docu-
mentos/documento_622bbe2cbaf3e.pdf 

10 Sentencia aprobada por mayoría, ya que el Magistrado Ale-
jandro David Avante Juárez votó en contra, al considerar que los 
efectos fijados no son acordes con la pretensión de la parte ac-
tora (esto es, que se emita una convocatoria para elegir al jefe 
o jefa de tenencia), de ahí que no exista justificación para que 
se ordene una consulta. Tal determinación puede ser consulta-
da en: https://www.te.gob.mx/EE/ST/2022/JDC/40/ST_2022_
JDC_40-1141213.pdf 

ca respecto de la figura de la jefatura de tenencia, se 
debía realizar una consulta previa, libre e informada 
a la comunidad, con la finalidad de que la asamblea 
general comunitaria, como máxima autoridad, de-
terminara si conservaba o no la figura aludida, y en 
caso de resultar procedente, establecer el método 
electivo para la renovación del cargo11.

5. Reflexiones y propuestas de solución

Los asuntos que se indican en el presente trabajo 
tienen una problemática común derivada de pro-
cesos electivos de autoridades auxiliares, concreta-
mente, sobre jefaturas de tenencia de comunidades 
indígenas.

En Carapan, personas que se identificaron como 
autoridades tradicionales pretendieron que no se 
realizara la elección, bajo el argumento de que se 
estaba llevando a cabo el proceso para reconocer su 
derecho de autoorganización y ejercicio directo del 
presupuesto. En Zirahuén, con posterioridad al pro-
ceso electivo y transcurriendo la cadena impugnativa 
de la elección organizada conforme a la Ley Orgánica 
Municipal, se celebró una asamblea comunal en la 
que se eligió a nuevos jefes de tenencia, con base en 
sus usos y costumbres, desconociendo a los que ha-
bían sido nombrados a través del procedimiento le-
gal. Finalmente, en Crescencio Morales se impugnó 
la omisión del ayuntamiento de emitir la convocato-
ria para la renovación de la jefatura de tenencia; sin 
embargo, a la fecha de la impugnación ya se había 
validado la consulta para obtener el reconocimiento 
de su autoorganización y manejo de recursos que le 
corresponden.

Como se puede observar, en todos los casos la 
problemática tiene su origen en el procedimiento 
que regula la Ley Orgánica Municipal en el artículo 
8412; sin embargo, en ninguno de ellos, y pese a que 

11 Para tal efecto se vinculó al Instituto Electoral de Michoacán, 
para que brindara acompañamiento y asesoría.

12 Las Jefas o Jefes de Tenencia se elegirán mediante votación, 
libre, directa y secreta, sancionada por una comisión electa por 
el Ayuntamiento, integrada por siete ciudadanos, con voz y voto, 
que se encuentren inscritos en el listado nominal de electores del 
Instituto Nacional Electoral, residentes en la Tenencia de la elec-
ción respectiva y un Secretario Técnico, que contará con voz, 
pero sin voto que actuará como fedatario. 
La convocatoria para elegir a las Jefas o Jefes de Tenencia de 
cada municipio será expedida por el Ayuntamiento previa apro-
bación del Cabildo, que podrá solicitar el auxilio del Instituto 
Electoral del Estado de Michoacán, cuando así lo requiera, la 
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existe el reconocimiento, ya sea por el Instituto Na-
cional de Pueblos Indígenas o en sede administrati-
va o jurisdiccional de que se trata de comunidades 
indígenas, se hizo valer previamente su decisión de 
optar por llevar a cabo la elección a través de usos y 
costumbres, como lo que establece el artículo 85 de 
la ley en cita13.

En nuestra opinión, tal problemática deriva de 
que, hasta antes de que se declarara que la comu-
nidad indígena de Cherán se rigiera por sus usos y 
costumbres, todos los municipios y las comunida-
des interactuaban bajo el sistema de partidos políti-
cos, sin que se estableciera una distinción entre los 
gobiernos constitucionales y los pueblos y comuni-
dades indígenas.

Otro aspecto que detonó tal situación fue la de-
terminación de la Sala Superior al resolver el expe-
diente SUP-JDC-1865/2015, en el que reconoció el 
derecho de autogobierno y la administración de los 
recursos públicos que le correspondían a la comuni-
dad Pichátaro, frente al ayuntamiento de Tingam-
bato, Michoacán, mismo que incentivó a diversas 
comunidades indígenas a que buscaran el recono-
cimiento de esos derechos a través de convenios, 
resoluciones judiciales o del procedimiento estable-
cido en la Ley Orgánica Municipal.

Ante tales situaciones surge la siguiente interro-
gante: ¿cuál es el procedimiento idóneo para que 
comunidades indígenas puedan elegir a sus autori-
dades auxiliares?

Al respecto, se proponen dos soluciones:
1.	 Regular aspectos mínimos que deberían cum-

plir las comunidades, conforme a lo estableci-
do en el artículo 85 de la Ley Orgánica Muni-
cipal, señalando, por ejemplo, los plazos para 
hacer del conocimiento del ayuntamiento que 
es su voluntad elegir dichos cargos por usos y 
costumbres; que tal solicitud derive de la de-
terminación de la asamblea comunal; y quizá, 

convocatoria deberá emitirse dentro de los 90 días naturales pos-
teriores a la instalación del mismo. 
La elección se llevará a cabo 30 días después de emitida la con-
vocatoria y a más tardar dentro de los 120 días posteriores a la 
instalación del Ayuntamiento. Las Jefas o Jefes de Tenencia se-
rán electos por el mismo periodo que el Ayuntamiento en fun-
ciones, pudiendo ser reelectas o reelectos por única vez para el 
periodo inmediato posterior...

13 Tratándose de comunidades indígenas, que constituyan una 
Tenencia o Encargatura del Orden y estén reconocidas por el Ins-
tituto Nacional de Pueblos Indígenas, se podrá recurrir a formas 
de elección según usos y costumbres.

que sea solicitada por un porcentaje específi-
co de miembros de la comunidad.

2.	 En el caso de comunidades que han logrado 
el reconocimiento de su autoorganización y la 
administración de los recursos públicos que les 
corresponden, la decisión de renovar o no a sus 
autoridades les concernirá determinarlo a ellas 
mismas conforme a sus usos y costumbres.

Por tanto, aunque a consideración nuestra estas 
propuestas podrían brindar solución, sabemos que 
en todos los casos el punto de partida deberá ser el 
contexto o el caso concreto de cada una de las co-
munidades. Lo anterior, porque como pudimos ver, 
aunque pareciera que se trata de la misma proble-
mática, cada una reviste ciertas particularidades; de 
ahí que establecer un procedimiento básico o reglas 
que generen certeza se considera necesario.
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El 16 de noviembre de 2021 
el Consejo General del 
Instituto Electoral de Mi-

choacán (IEM) aprobó el acuerdo 
IEM-CG-270/2021 por medio del 
cual se creó la Comisión de Mo-
dernización Institucional, con la 
finalidad de dar cumplimiento a 
las obligaciones derivadas de la 
Ley de Gobierno Digital, publi-
cada en el Periódico Oficial del 
Estado el 5 de octubre de ese año.

Esta ley en su artículo 3 seña-
la como sujetos obligados, entre 
otros, a los organismos autóno-
mos, por lo que, el IEM se en-
cuentra obligado a dar cumpli-
miento a la misma para que –tal 
como lo establece su artículo 2– 
“pueda relacionarse y comuni-
carse con las y los michoacanos, 
mediante el uso de medios elec-
trónicos y tecnologías de la infor-
mación y comunicaciones de uso 
generalizado”.

Aunado a lo anterior, la si-
tuación derivada de la pandemia 
provocada por el virus SARS-
COV-2 mostró la necesidad de 
hacer uso de las tecnologías de 
la información y comunicación, 

sobre todo del internet, para el 
desahogo de diversas activida-
des realizadas por este Instituto, 
razones por las cuales el Consejo 
General estimó necesario la crea-
ción de la Comisión de Moderni-
zación Institucional de carácter 
de temporal, con el objeto de sis-
tematizar los procedimientos de 
operación interna

En este sentido, esta Comi-
sión será la encargada de fomen-
tar e incentivar la comunicación e 
interacción de la ciudadanía con 

el propio Instituto, a través de los 
medios digitales, así como acotar 
las brechas de desigualdad en el 
acceso al uso de tecnologías de la 
información y comunicaciones, al 
igual que diagnosticar y evaluar 
las políticas públicas existentes 
al interior del Instituto sobre la 
materia. Todo ello con el fin de 
estar en condiciones de imple-
mentar estándares en materia de 
tecnologías de la información y la 
comunicación en el tema digital, 
así como de establecer las bases 

nuestras comisiones y comités

Comisión de Modernización 
INSTITUCIONAl: Una nueva 

herramienta COMUNICATIVA

El 16 de noviembre de 2021, el Consejo General aprobó mediante acuerdo 
IEM-CG-270/2021 la creación de la Comisión de Modernización Insti-
tucional y su respectiva integración quedó de la manera siguiente:

Mtra. Viridiana Villaseñor Aguirre 
Consejera Presidenta de la Comisión

Licda. Carol Berenice Arellano Rangel
Consejera Integrante de la Comisión
Mtra. Araceli Gutiérrez Cortés

Consejera Integrante de la Comisión
Titular de la Secretaría Ejecutiva

Secretaría Técnica de la Comisión
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y componentes que integraran 
el diseño, ejecución, desarrollo, 
innovación y establecimiento del 
gobierno digital al interior del 
Instituto.

Por tanto, el uso de platafor-
mas tecnológicas de apoyo en las 
funciones que desempeñe el Ins-
tituto constituye una de las accio-
nes más eficientes para acercar 
el trabajo de éste a la gente y así 
acelerar los procesos de simplifi-
cación administrativa que la ciu-
dadanía demanda, además, de 
aumentar la eficacia y eficiencia 
de su gestión, mejorar la simpli-
ficación administrativa, así como 
de los servicios que se prestan e 
incrementar la transparencia y la 
participación ciudadana.

Además de dichas atribucio-
nes, en términos de lo establecido 
en el artículo 7 del Reglamento de 
Comisiones y Comités, deberá de 
conocer y dar seguimiento a los 
trabajos de las áreas del IEM, de 
acuerdo a su materia, así como 

proponer acciones, estudios, pro-
yectos y otras medidas necesarias 
para el cumplimiento de los fines 
de este órgano electoral local, de-
biendo, en todos los asuntos que 
les encomienden, presentar un 
informe, dictamen o proyecto de 
resolución, según el caso, dentro 
del plazo que determine el Códi-

Una nueva directriz tecnológica
El Programa Anual de Trabajo 2022 tiene por objeto establecer las estrategias mediante las cuales la Comisión de 
Modernización Institucional coadyuvará y realizará el seguimiento sistemático de las actividades, metas y objetivos 
propuestos en el acuerdo de creación de la Comisión, así como para el cumplimiento de las obligaciones establecidas 
a este Instituto en la Ley de Gobierno Digital. En el documento se precisan las actividades de seguimiento a realizar, así 
como los periodos de ejecución, con el fin de fomentar e incentivar la comunicación e interacción de la ciudadanía con el 
Instituto a través de los medios digitales, así como acotar las brechas de desigualdad en el acceso al uso de tecnologías 
de la información y comunicaciones; además, se señala el diagnóstico de las políticas públicas existentes al interior del 
Instituto sobre la materia, para estar en condiciones de implementar estándares en materia de tecnologías de la infor-
mación y la comunicación en el tema digital, así como de establecer las bases y componentes que integraran el diseño, 
ejecución, desarrollo, innovación y establecimiento del gobierno digital al interior del Instituto.

go Electoral o haya sido fijado por 
el Consejo General del IEM.

Por su parte, el artículo 15, 
fracción XIV, del Reglamento In-
terior, establece que corresponde 
a las Consejerías Electorales inte-
grar las Comisiones permanentes 
y temporales, así como los Comi-
tés que determine el Consejo.
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A PUEBLOS INDÍGENAS

Presidenta: Mtra. Marlene Arisbe Mendoza Díaz de León
Integrantes: Licda. Carol Berenice Arellano Rangel y Mtra. Araceli Gutiérrez Cortés
Secretaría técnica: Mtra. Lizbeth Díaz Mercado

COMISIÓN DE FISCALIZACIÓN Presidente: Mtro. Juan Adolfo Montiel Hernández
Integrantes: Mtra. Marlene Arisbe Mendoza Díaz de León y Mtra. Viridiana Villaseñor Aguirre
Secretaría técnica: Mtra. Magaly Medina Aguilar

COMISIÓN DE IGUALDAD DE GENERO, NO 
DISCRIMINACIÓN Y DERECHOS HUMANOS

Presidenta: Mtra. Viridiana Villaseñor Aguirre
Integrantes Mtra. Araceli Gutiérrez Cortés y Mtro. Luis Ignacio Peña Godínez
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COMISIÓN DE MECANISMOS DE 
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Hernández
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COMISIÓN DE MODERNIZACIÓN 
INSTITUCIONAL

Presidenta: Mtra. Viridiana Villaseñor Aguirre
Integrantes: Licda. Carol Berenice Arellano Rangel y Mtra. Araceli Gutiérrez Cortés
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Presidente: Mtro. Luis Ignacio Peña Godínez
Integrantes: Mtra. Marlene Arisbe Mendoza Díaz de León y Mtro. Juan Adolfo Montiel 
Hernández
Secretaría técnica: Lic. Juan José Moreno Cisneros

COMITÉ EDITORIAL Presidente: Mtro. Juan Adolfo Montiel Hernández
Integrantes: Licda. Carol Berenice Arellano Rangel y Mtra. Viridiana Villaseñor Aguirre
Secretaría técnica: L.C.C. Víctor Eduardo Rodríguez Méndez
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DIRECTORIO de Comisiones y COMITÉS del iEM

Nota: habrá cambio de Presidencias en octubre de 2022.
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Víctor Manuel Mújica Vega 
tiene 34 años y es licencia-
do en Educación Especial 

en el área de audición y lenguaje 
por el Instituto Michoacano de 
Ciencias de la Educación. Es vice-
presidente y miembro fundador 
de la Asociación Michoacana de 
Intérpretes en Lengua de Señas, 
que conforman al menos doce 
profesionales y otros ocho en 
formación. La Asociación  brin-
da servicios de interpretación 
en LSM-Español y viceversa, así 
como capacitación en el uso y co-
nocimiento de la LSM a personas 
sordas y oyentes interesadas en 
aprenderla.

Con cinco certificaciones pro-
fesionales, Víctor es el único inte-
grante adscrito al Poder Judicial 
de Michoacán como intérprete 
perito y junto con sus compañe-

ras y compañeros de la Asocia-
ción Michoacana de Intérpretes 
en Lengua de Señas actualmente 
acompaña las transmisiones del 
Instituto Electoral de Michoacán.

—¿Cómo se da tu incursión en 
el lenguaje de señas?

—Yo me sumerjo en esta pro-
fesión y en adquirir la lengua de 
señas más de forma profesional 
porque mis papás son sordos. Yo 
antes lo hacía de forma empírica, 
nada más, y cuando mis papás 
me comentaban algo yo transmi-
tía la información, pero no sabía 
que estaba haciendo una función 
de intérprete. Posteriormente vi 
las necesidades y problemáticas 
que tienen las personas sordas 

aquí en el estado, las barreras y 
la falta de oportunidades, inclu-
so hasta la discriminación hacia 
mis papás y hacia mi familia: mi 
mamá tiene 14 hermanos; 9 de 
ellos son sordos y cinco son oyen-
tes, y a la vez ellos se casan con 
sordos. Tengo tres primos sor-
dos también y advertí esas nece-
sidades y decidí enfocarme más 
y estudiar sobre el tema, luchar 
porque tengan accesibilidad las 
personas sordas. 

—Y hasta el momento ¿cuál es 
la valoración de tu experiencia?

—Al principio pensé que toda 
esta lucha no iba realmente a te-
ner un buen resultado, pero des-
de los 15 años lo hago de forma 

Víctor Manuel Mújica Vega
Intérprete en lengua de señas

“Con base en la constancia la 
lengua de señas ha ganado terreno”

Víctor Manuel Mújica Vega durante la entrevista en el IEM.

PERFILES
Para el Instituto Electoral de 
Michoacán es importante la

inclusión. Por ello, para 
sus diversas transmisiones 
cuenta con intérpretes de la 

Asociación Michoacana de 
Intérpretes en Lengua de 
Señas. Aquí una entrevista 

con uno de sus integrantes y 
miembro fundador.
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profesional. Me empecé a formar, 
capacitar y aprender las técnicas 
de interpretación. A lo largo de 
ese tiempo seguíamos trabajando 
y luchando en ese sentido y has-
ta hace algunos años he visto los 
frutos de todo el trabajo que he 
venido realizando en defensa de 
las personas sordas. Sí ha habido 
mucho avance, creo yo, porque 
las instituciones se han sensibi-
lizado y han tenido esa voluntad 
de informar a la ciudadanía en 
general, no nada más a las perso-
nas que comúnmente llamamos 
“normales”.

—En caso concreto ¿cómo ha 
sido tu experiencia con el Institu-
to Electoral de Michoacán?

—Desde siempre nos ha abier-
to las puertas, sus autoridades 
siempre han tenido esa sensibi-
lidad por toda la ciudadanía. Mi 
hermano trabajaba en el IEM y 
él les comentaba sobre la impor-
tancia y recuerdo que en el 2015, 
en el debate a la candidatura a 
gobernador, pusieron el intérpre-
te de lengua de señas. Posterior-
mente empezaron a poner intér-
pretes y ahora con la pandemia 
ya se dio más, en las sesiones, en 
las conferencias, en los talleres, 
etcétera, para todo ya nos con-
templan y es de aplaudirse.

Víctor explica que la mayoría de 
sus compañeros de la Asociación 
son familiares de algunas perso-
nas sordas u otros compañeros; 
otros se han acercado a la inter-
pretación por lo que han estu-
diado y les gusta mucho, dice, 
van adquiriendo esa habilidad y 
esos conocimientos y así se van 
sumando a la causa. Sobre las 
características y habilidades para 
asumir esta tarea, Víctor Mújica 
dice que primero es el compro-
miso de la persona y que le guste. 
“Hay muchas personas que no les 

gusta y realmente no se apasio-
nan por aprender la lengua de se-
ñas; en cambio, hay personas que 
se le da muy fácilmente, porque 
es como aprender una segunda 
lengua, el inglés, por ejemplo, y 
hay personas a las que no se les 
da. Es lo mismo en la lengua de 
señas. Es una habilidad y depen-
de de la persona”.

—¿Y se necesita mucha voca-
ción, no?

—Sí, mucha vocación. Segui-
mos luchando por la causa y real-
mente algunos funcionarios de 
algunas instituciones no ven de 
una forma profesional la función 
de un intérprete de lengua de se-
ñas. Es mucha vocación porque 
muchas veces nosotros como in-
tegrantes de la Asociación tene-
mos que meterle de nuestro pro-
pio dinero.

—¿Cuáles son los principales 
retos que implica tu labor?

—Es muy complicado porque, 
de hecho, muchos a quienes les 
interesa esta parte se suman a 
esta lucha, pero después se dan 
cuenta de que esta profesión no 
es redituable económicamente y 
terminan desertando o terminan 
dedicándose a otra cosa, y al final 

del día quedamos los mismos, los 
que tenemos un familiar que sa-
bemos sus necesidades y que lu-
chamos por la causa.

Pese a ello, para Víctor Mújica en 
el caso de las instituciones que 
se han sensibilizado sí existe un 
compromiso. “Nosotros les co-
mentamos a ellos que como aso-
ciación no recibimos un presu-
puesto ni recursos, pero a quien 
tiene ese recurso —que son las 
instituciones— sí les cobramos 
porque a nosotros como Asocia-
ción nos piden apoyo las personas 
sordas y a ellas no les cobramos 
ni un solo peso, por lo mismo, 
porque sabemos de sus necesida-
des y sabemos que generalmente 
no tienen un empleo digno y bien 
remunerado. Nuestro dinero a fi-
nal de cuentas está invertido en 
las personas sordas.

Dado que el objetivo principal 
de la asociación es la atención a 
las personas sordas, Víctor expli-
ca que a ellas se las acompaña en 
sus visitas a las instituciones, al 
médico o a asistir a algún proble-
ma familiar cuando ellos lo piden 
y sin cobrarles un cinco. “Cuando 
la institución nos pide el apoyo 
sí se le cobra por el servicio pro-
fesional como cualquier otro”, 
apunta. 

El intérprete profesional de 
lengua de señas añade que tam-
bién se asesora a los padres de fa-
milia en recomendarles a dónde 
llevar a sus hijos. “Desgraciada-
mente, cerca de 96 por ciento de 
la población sorda sus papás son 
oyentes y esto quiere decir que 
no saben comunicarse, no saben 
la lengua de señas, y por ende los 
niños tampoco saben la lengua 
de señas. Ser sordo no es sinóni-
mo de que ya se sabe la lengua de 
señas. Algunos padres de fami-
lia no saben dónde acudir, sólo 
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piensan en dónde se le cura esta 
enfermedad a mi hijo. Van al mé-
dico y él les dice: Vamos a curar 
esta enfermedad, o les dicen que 
los lleven a terapia de lenguaje y 
los llevan y los papás están todo 
esperanzados que el niño o niña 
sí va a hablar, y ya cuando se dan 
cuenta el niño tiene 16-17 años y 
todo ese periodo crítico de adqui-
sición del lenguaje ya lo perdió, de 
los cero a los 9 años ya lo perdió, 
su cerebro ya maduró y eso tiene 
consecuencias porque a esa edad 
el niño ya no comprende concep-
tos abstractos, cuando le hablan 
la lengua de señas ya no se co-
munica de forma correcta, pierde 
mucho en todo ese transitar de 
que el papá lo llevó de aquí para 
allá. Nosotros apoyamos en ese 
sentido también. En Michoacán, 
del grueso de la población sorda 
muy poca termina la licenciatura, 
porque no tienen una lengua con 
la cual comunicarse, siendo que 
una de las capacidades que tene-
mos como seres humanos para 
convivir y para estar con el otro 
es a través del lenguaje”.

Víctor Mújica explica que al-
gunas personas sordas cuando 
están grandes en familia se sien-
ten muertas en vida, “porque es-
tán ahí nomás, pero los demás 
están riendo y platicando y ellos 

nada más viéndolos”. 
Según el Censo de Población, 

en Michoacán hay más de 38,000 
personas, en el que entran los 
adultos mayores y los que han 
adquirido esa discapacidad au-
ditiva, lo cual no quiere decir que 
sepan la lengua de señas.

“Me acuerdo que en la se-
cundaria nosotros como hijos 
de papá sordos muchas veces 
abusamos de que no escuchan 
los papás y decimos lo que que-
remos y lo que no queremos. Por 
ejemplo, en la escuela la maestra 
me regañaba y me decía que les 
dijera a mis papás que me porta-
ba mal y que no hacía las activi-
dades, pero yo les decía que todo 
estaba bien y que yo sí hacía los 
trabajos en clases y yo inducía 
para que me dieran una respues-
ta afirmativa. Son muchas las 
experiencias que hemos vivido 
nosotros los hijos de padres sor-
dos. Ahora se siente bien porque 
hay mucha información sobre 
los intérpretes. Hace poco en 
los premios de cine en Estados 
Unidos premiaron al mejor actor 
que es un sordo con una película 
Coda, que por sus siglas en inglés 
es hijo oyente de padres sordos. 
La  película sobre cómo vive un 
hijo oyente de padres sordos; lo 
tienen amarrado porque él chico 

quería irse a estudiar”.
—¿Ha valido la pena tanto 

esfuerzo hasta el momento?
—Se ha ganado terreno. Más 

que nada es la constancia que se 
ha tenido. Antes sí se visibiliza-
da, pero no había la constancia 
de tocar la puerta en las institu-
ciones. Ahorita sí se ve reflejado 
porque en la gran mayoría de las 
instituciones ya se cuenta con un 
intérprete de lengua de señas y es 
gracias a ese trabajo que hemos 
realizado.

Además, dice, lo que le ha 
dado una mejor visibilidad al 
tema es que se ha ganado un es-
pacio dentro del Congreso del 
Estado con un diputado sordo, 
Víctor Hugo Zurita Ortiz, el pri-
mero a nivel nacional y, aparte, 
muy joven. 

Y concluye: “Creo que un 
tema muy importante, muy do-
lido a nivel nacional. Desgracia-
damente hay personas que se 
aprovechan de la causa, porque 
hay personas que aprenden la 
lengua de señas en un curso y un 
taller y ya se suben a interpretar. 
Más bien se trata de checar los 
perfiles, que estén certificados y 
capacitados, porque es muy co-
mún que se suban a interpretar 
cuando nada más han tomado un 
curso o diplomado”.

Integrantes de la Asociación Michoacana de Intérpretes en Lengua de Señas durante su labor en uno de los eventos del IEM.
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ANIVERSARIO 27 DEL IEM

velar por la democracia y los 
derechos político-electorales

El pasado 25 de mayo de 
este 2022 el Instituto Elec-
toral de Michoacán festejó 

27 años de su creación, velando 
desde entonces por la democra-
cia y protección de los derechos 
político-electorales de las y los 
michoacanos, promoviendo la 
cultura de participación ciuda-
dana, cuya labor ha sido cons-
tante en el transitar de los años, 
además de organizar procesos 
electorales libres, democráticos y 
transparentes.

Durante este importante día, 
personal de todas las áreas que 
integran este órgano electoral, así 
como representantes de partidos 
políticos e invitados especiales, 
presenciaron la ceremonia de in-
cineración de la Bandera Nacio-
nal en la explanada de sus ofici-
nas centrales, debido al deterioro 

natural que ha sufrido él lábaro 
patrio con el transcurrir de los 
procesos electorales.

El Consejero Presidente, Ig-
nacio Hurtado Gómez, como 

forma de despedida realizó una 
semblanza de la historia de la 
Bandera Nacional que estuvo ins-
talada en el Salón de Sesiones del 
Instituto.
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Hoy no tengo la menor duda de que la histo-
ria de nuestra bandera (la que se ha encon-
trado bajo nuestro resguardo por lo menos 

en los últimos 22 años) va de la mano con la historia 
de nuestra institución. Por eso no es coincidencia 
que hoy, que precisamente cumplimos 27 años de 
vida institucional, en este acto solemne hagamos la 
despedida a la bandera que nos ha acompañado en 
estos años, y que le permitamos, con todos los ho-
nores, regresar a las entrañas de la madre patria; 
al tiempo que sea reemplazada por otras que serán 
puestas a nuestro resguardo, y que ahora desde una 
asta monumental nos permi-
tan refrendar todos los días 
nuestro compromiso como 
una institución democrática y 
democratizadora. 

Cuando se nos indicó, den-
tro de la solemnidad de este 
acto de despedida, que habría 
que retomar la historia de la 
bandera que hemos tenido 
bajo resguardo y que hoy será 
incinerada, caímos en la cuenta de que no se puede 
entender la historia de esta institución sin atender 
la historia de nuestra bandera.

Porque ella, depositada en su sitio de honor en 
el salón de sesiones, sin lugar a dudas, a lo largo de 
todos estos años ha sido una testigo fiel y silencio-
sa, aunque nunca ausente, de nuestra cotidianidad 
institucional, de nuestras circunstancias, de nuestro 
crecimiento. Muy seguramente tal vez sea la única 
que como pocos puede dar cuenta del legado que día 
a día se construye en el instituto.

Desde ahí, desde ese lugar privilegiado, desde 
ese salón, con vista a la entrada del edificio central, 
ha visto correr los años, y ha corrido con ellos y con 
nosotros, particularmente con cada uno de los pro-
cesos electorales que ha encabezado esta institución, 
garantizando certeza y gobernabilidad democrática. 

Sabemos que sus pocas salidas han sido dentro 
del mismo edificio testimoniando las jornadas elec-
torales cuando se le rinden honores, y cuando con 
ella nos arropamos para asumir la mayor de las res-
ponsabilidades que puede tener esta institución en 
ese día tan importante en donde se refrenda lealtad 

a la ciudadanía y a la república. 
Ella, nuestra bandera, ha sabido, desde ese lugar 

privilegiado, de aciertos y desaciertos, de acuerdos 
y desacuerdos, de momentos de tensión y hasta de 
violencia, manteniendo siempre su dignidad, obser-
vando y seguramente cuestionando y reprochando 
el actuar de quienes pretenden trastocar las insti-
tuciones. Pero también ha testificado cómo, una 
institución, la nuestra, ha respondido a grandes 
desafíos, de cómo abona día a día, con el esfuerzo 
de mujeres y hombres de bien y de convicciones a 
la construcción de una sociedad y una democracia 

más incluyente. 
Sabe de la responsabilidad 

institucional, del compromiso 
diario, de la alegría de las ofi-
cinas cercanas. Sabe desde esa 
posición en el salón de sesiones, 
de la construcción del consenso, 
de la defensa de la democracia y 
de las instituciones, del debate 
y la deliberación, de exigencias 
y reproches, de la búsqueda por 

la gobernabilidad, de la integridad electoral, del lla-
mado a la institucionalidad, del respeto a la otre-
dad, de sensibilizaciones, en fin, tan solo pensemos 
en todo lo que seguramente nuestra bandera vio y 
escuchó desde ese, su espacio privilegiado.

Por eso, en muy buena parte la historia de nues-
tra bandera es la historia de nuestra institución. Si-
lenciosa, pero nunca ausente. 

Por eso, con la soberanía que representa, na-
die como ella para recordarnos en todo momento, 
y particularmente hoy, a 27 años de nuestro naci-
miento institucional, de la importancia de nuestra 
independencia como país y de nuestra autonomía 
como órgano constitucional. Nadie como ella para 
recordarnos día a día sobre la lealtad que le debe-
mos al pueblo y al Estado constitucional y demo-
crático que nos hemos dado. Nadie como ella para 
exigirnos integridad en nuestro actuar diario e ins-
titucionalidad democrática a toda prueba.

Palabras del Consejero Presidente Mtro. Ignacio 
Hurtado Gómez, durante el acto solemne del 27 
aniversario del Instituto Electoral de Michoacán.

Historia de la Bandera Mexicana 
en resguardo del IEM
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acciones del iem

Consejo Electoral 
Infantil 2022 a través 
del Concurso de 
Expresión Infantil 
“Conoce tu Valor”

En el marco del aniversario 27 
del Instituto Electoral de Mi-
choacán, con la objeto de pro-
mover en la niñez michoacana 
los procesos de socialización 
de valores, así como de crear 
espacios de participación 
donde puedan recabar sus ex-
presiones para contribuir al 
desarrollo democrático de la 
sociedad a partir del recono-
cimiento de sus derechos, se 
realizó la ceremonia de insta-
lación del Consejo Electoral 
Infantil 2022, integrado por 
las y los niños ganadores del 
Concurso de Expresión Infan-
til, “Conoce Tu Valor”.

Durante la Sesión del Con-
sejo Electoral Infantil 2022 el 
Consejo General del Instituto, 
las y los infantes, ante la pre-
sencia de sus papás y mamás, 
coincidieron al pronunciarse 
en un llamado a la sociedad 
en general para promover los 
valores y ser partícipes del 
cambio en la ciudadanía, ya 
que, para lograr un cambio y 
un avance significativo como 
sociedad, se debe comenzar a 
compartir y fomentar la edu-
cación cívica y fomentar los 
valores.

Observatorios 
ciudadanos

Uno de los temas principales 
para fomentar la participación 
ciudadana en la vida publica 

del estado, son los observa-
torios ciudadanos, para ello, 
el Instituto Electoral de Mi-
choacán promueve de manera 
contante estos mecanismos de 
participación ciudadana que 
tienen como finalidad que las 
y los michoacanos se involu-
cren de manera directa en las 
labores que desarrollan las 
instituciones gubernamenta-
les.

A la fecha en la cual se pu-
blica la presente editorial, se 

han aprobado nueve observa-
torios ciudadanos; correspon-
dientes a los ayuntamientos 
de Morelia, Hidalgo, Peribán, 
Puruándiro, Tarímbaro y Ji-
quilpan, así como los del Eje-
cutivo estatal, del Instituto 
Electoral de Michoacán y del 
Tribunal Electoral del Estado 
de Michoacán (TEEM), mis-
mos que han cumplido con la 
información requerida plas-
mada en las respectivas con-
vocatorias y que les corres-
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pondió publicar a los sujetos a 
ser observados.

Concurso Juvenil de 
Debate

A inicio de este 2022, durante 
el mes de enero, el Instituto 
Electoral de Michoacán fue 
promotor activo, junto con el 
Instituto Mexicano de la Ju-
ventud (Imjuve) en la organi-
zación de la etapa estatal del 
Concurso Nacional de Debate 

Intercultural y Colectivo 2021, 
donde chicas y chicos meno-
res de 29 años demostraron 
sus talentos al defender con 
argumentos los diferentes te-
mas que se seleccionaron para 
el concurso.

Fueron cuatro categorías 
donde los primeros lugares 
de cada una; Abraham Ali 
Virrueta Tafolla, María José 
Cazarez Pérez; Ana Karen 
González Villalobos e Issac 
Roberto Martínez Barraza, 

representaron con mucho or-
gullo a Michoacán en la etapa 
nacional que se realizó del 10 
al 13 de febrero, donde el úl-
timo de las y los jóvenes antes 
mencionados logró obtener el 
segundo lugar nacional.

El evento fue muy enrique-
cedor tanto para los partici-
pantes, como parte el personal 
del instituto, jueces y demás 
organizadores, puesto que es 
de reconocer la visión de las 
juventudes en los temas de in-
terés público, lo cual significa 
que están muy interesados en 
las acciones que realizan las 
instancias de gobierno, notán-
dose su interés de ser escucha-
dos, donde este tipo de even-
tos propicia que la sociedad 
les escuche y sepa que ellas y 
ellos son el presente de nues-
tro país. 

Interacción 
Michoacanas y 
Michoacanos en el 
Exterior

El Instituto Electoral de Mi-
choacán ha desarrollado ac-
ciones constantes para que 
michoacanas y michoacanos 
que se encuentran fuera del 
país puedan ser escuchados y 
tengan participación en los es-
pacios de toma de decisiones, 
es por ello se mantiene una 
comunicación constante con 
la comunidad binacional, la 
cual se sustenta en el interés 
por saber de manera directa 
sus inquietudes y propuestas 
para que se les involucre en las 
políticas públicas de los muni-
cipios y del estado. 

En el mes de mayo, este ór-

acciones del iem
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gano electoral llevó a cabo el 
Tercer Foro de Balance, don-
de se desarrollaron mesas de 
trabajo con la participación 
de otros Organismos Públicos 
Electorales Locales (OPLESs) 
de otros estados y del ejecu-
tivo estatal, así como repre-
sentantes de diversos clubes 
migrantes, quienes estuvieron 
presentes en el evento de ma-
nera física, pero también a tra-
vés de la virtualidad que ofre-
cen las plataformas digitales, 

donde se discutió la figura de 
diputación migrante, encami-
nada también a que se pueda 
proponer representaciones en 
ayuntamientos de cara a una 
reforma electoral.

Las labores realizadas por 
el IEM han sido elogiadas 
por la comunidad binacional, 
puesto que han puesto como 
ejemplo al Instituto como or-
ganismo interesado en promo-
ver su participación, además 
de buscar ser promotor para 

que otras instituciones hagan 
lo propio e involucren a las y 
los michoacanos que residen 
fuera del país, pero que siem-
pre han estado al pendiente de 
lo que pasa en sus municipios 
y el Michoacán, por ello su 
aporte es muy importante y es 
necesario que puedan acceder 
a una representación real y le-
gitima en los espacios de elec-
ción popular. 

Foro de Reflexión 
y Análisis Órganos 
Desconcentrados

La realización de un proceso 
electoral conlleva una serie 
de retos y trabajo en equipo, 
donde ciudadanas y ciuda-
danos que integraron los 116 
Comités Distritales y Munici-
pales fueron quienes con ar-
duo esfuerzo cumplieron ca-
balmente con el compromiso 
de garantizar unas elecciones 
libres y democráticas, por ello 
el órgano central del Instituto 
Electoral de Michoacán desa-
rrolló el Foro de Reflexión y 
Análisis, en el cual, las y los 
exservidores públicos que in-
tegraron los órganos descon-
centrados aportaron críticas 
y sugerencias para mejorar el 
trabajo en futuros procesos 
electorales.

Durante el evento virtual, 
exvocales de capacitación, ex-
vocales de organización, así 
como exconsejerías y extitula-
res de secretarías y direcciones 
de los órganos desconcentra-
dos externaron sus experien-
cias y opiniones sobre lo bue-
no y malo que, desde su punto 
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de vista, servirá para que en 
un futuro se mejore el trabajo 
y seguir impulsando las cosas 
que se hicieron bien, además 
que externaron con mucha 
emoción sus vivencias de lo 
agradable que fue trabajar 
con un gran equipo de perso-
nas, que durante unos meses 
veían mucho más tiempo que 
a su familia. 

Sesión itinerante 
mecanismos de 
participación 
ciudadana

La educación cívica es una de 
las actividades que el Insti-
tuto Electoral de Michoacán 
promueve de manera perma-
nente, ya que la ciudadanía 
tiene que conocer que no solo 
puede propiciar la democra-
cia votando por sus represen-
tantes populares, sino que 
también se debe dar segui-
miento a las propuestas que 
hicieron, al trabajo del cargo 
que asumieron, por ello, es 
importante que conozcan los 
mecanismos de participación 
ciudadana e ir de una demo-
cracia representativa a una 
democracia participativa.

Por ello, la Comisión de 
Mecanismos de Participación 
Ciudadana y personal de la 
Dirección de Educación Cívi-
ca y Participación Ciudadana 
han realizado labores itine-
rantes, la primera se desarro-
lló en la ciudad de Uruapan 
en el mes de marzo y la se-
gunda en el mes de mayo en 
la Universidad de La Ciéne-
ga del Estado de Michoacán 

de Ocampo, que se ubica en 
el municipio de Sahuayo. En 
ambos sitios se desarrollaron 
actividades lúdicas de infor-
mación y promoción de los va-
lores democráticos, además de 
la realización de sesiones ordi-
narias de la Comisión, misma 
que se transmitió en vivo a 
través de las redes sociales del 
IEM, lo cual permite estar más 
cerca de la ciudadanía y llevar 
información a distintas áreas 
de la geografía estatal. 

Consultas indígenas

Derivado de lucha de los pue-
blos originarios de Michoacán 
que ha propiciado avances en 
las leyes locales sobre el reco-
nocimiento de los derechos de 
las comunidades indígenas de 
acceder a recursos públicos de 
manera directa, sin que estos 
pasen por el Ayuntamiento y 
puedan autogobernarse por 
usos y costumbres, en la ac-
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tualidad el proceso que tienen 
que desarrollar las comunida-
des está plasmado la Ley Or-
gánica Municipal, misma que 
indica que el Instituto Electo-
ral de Michoacán es el órgano 
encargado de la realización de 
consultas previas, libres e in-
formadas en las comunidades 
originarias que soliciten dicho 
proceso para que la comuni-
dad decida al respecto de su 
derecho en mención.

Por ello, el IEM ha desarro-

llado a la fecha doce consultas 
previas, libres e informadas en 
las comunidades siguientes: 

1. San Ángel Zurumucapio, 
municipio de Ziracuaretiro.

2. La Cantera, municipio 
de Tangamandapio.

3. Ocumicho, municipio de 
Charapan.

4. Jarácuaro, municipio de 
Erongarícuaro.

5. Turícuaro, municipio de 
Nahuatzen

6. Angahuan, municipio de 

Uruapan.
7. Janitzio, municipio de 

Pátzcuaro.
8. Donaciano Ojeda, muni-

cipio de Zitácuaro.
9. Crescencio Morales, mu-

nicipio de Zitácuaro.
10. Carapan, municipio de 

Chilchota.
11. Jesús Díaz Tsirio, muni-

cipio de Los Reyes.
12. Nuevo Zirosto, munici-

pio de Uruapan.

Firma de convenio con 
la Universidad de la 
Ciénega y con la UMSNH

El Instituto Electoral de Mi-
choacán, de entre sus múlti-
ples funciones como institu-
ción autónoma que vela por 
la democracia del estado y del 
país, tiene la tarea de promo-
ver la Educación Cívica entre 
la población, es por ello por lo 
que ha establecido acuerdos 
estratégicos para cumplir con 
dicho compromiso, donde a la 
fecha se han firmado dos con-
venios de colaboración y coor-
dinación; con la Universidad 
de La Ciénega del Estado de 
Michoacán de Ocampo y con 
la Universidad Michoacana de 
San Nicolás de Hidalgo (UM-
SNH).

Los convenios servirán 
para la realización de capa-
citaciones, talleres, pláticas, 
difusión e intercambio de in-
formación, así como la reali-
zación del servicio social por 
parte de las y los estudiantes 
de diferentes carreras en el 
Instituto Electoral de Mi-
choacán.

acciones del iem
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el camino del iem hacia  
las nuevas tecnologías

La Coordinación de Informática enfrentó importantes retos durante el desarrollo del Proceso  
Electoral Ordinario Local 2020-2021 en el manejo y control del nuestro sistema informático

IEM informa

La Coordinación de Infor-
mática del Instituto Elec-
toral de Michoacán (IEM) 

es el área encargada de diseñar, 
desarrollar, planear, operar y vi-
gilar el funcionamiento del sis-
tema informático para que sus 
áreas cumplan oportunamente 
con el desarrollo de sus activida-
des, a través de innovaciones en 
la materia. 

Es responsabilidad de esta 
área trazar el camino hacia nue-
vas tecnologías brindando cer-
teza dentro de los sistemas elec-
trónicos, haciendo más eficientes 
los procesos de todas las áreas del 
IEM.

Actualmente la Coordinación 
de Informática tiene la estructu-
ra del diagrama de la página si-
guiente.

En cuanto a los técnicos, cada 
uno de ellos tiene funcionas espe-
cificas buscando una especializa-
ción sobre temas específicos.

El Técnico de Desarrollo 
e Innovación Tecnológica 
se encarga de diseñar, elaborar, 
implementar, sistematizar, dar 
mantenimiento y operar todos 
los sistemas que se requieran de-
sarrollar en el Instituto.
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IEM informa

El Técnico de Publica-
ción Digital, Plataformas 
Web y Archivo Documental 
se encarga de proporcionar los 
servicios informáticos para el 
mantenimiento y actualización 

del contenido de la información 
de las plataformas web y aplica-
ciones institucionales, además 
de coadyuvar con las áreas co-
rrespondientes en lo relativo a la 
gestión del archivo documental 

del Instituto, así como la infor-
mación de oficio que debe de ser 
publicada en materia de transpa-
rencia.

El Técnico de Capacita-
ción y Soporte Técnico se en-
carga de mantener en operación 
la infraestructura informática 
que incluye los servicios de la red 
de voz y datos, equipo de cómpu-
to y software, a través del mante-
nimiento correctivo y preventivo 
y la actualización de estos, ade-
más garantizará el óptimo fun-
cionamiento acorde a las necesi-
dades institucionales ordinarias y 
de proceso electoral.

Adicionales a las antes men-
cionadas, otras actividades que 
realiza la Coordinación de Infor-
mática son las siguientes:

•	 Elaborar el sistema de esta-
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dística posterior a cada Pro-
ceso Electoral.

•	 Garantizar la trasmisión de 
sesiones del Consejo Gene-
ral, a través de la página ofi-
cial del Instituto.

•	 Elaborar y programar el so-
porte técnico, así como el 
mantenimiento preventivo 
y correctivo de los equipos 
al servicio del Instituto.

•	 Elaborar el sistema de cóm-
putos a utilizar posterior a 
la Jornada Electoral para 
coadyuvar con la genera-
ción de las actas por la Di-
rección Ejecutiva de Orga-
nización Electoral.

•	 Elaborar el Sistema de Re-
gistro de Candidatos, de 
acuerdo con lo establecido 
por la Secretaría General.

La de Informática es un área 
que se alimenta de los proyectos 
de todas las demás áreas para 
ofrecerles soluciones a todo el 
Instituto de manera transversal, 
utilizando la tecnología y las he-
rramientas informáticas actuales.

La Coordinación busca la au-
tomatización de procedimientos 
para que puedan ser realizados 
de manera más eficaz y eficiente, 
coadyuvando a todos los proce-
sos operativos del IEM.

Cabe señalar que la Coordi-
nación de Informática enfrentó 
importantes retos durante el de-
sarrollo del Proceso Electoral Or-
dinario Local 2020-2021. Quizá 
el más relevante fue la digitaliza-
ción y virtualización de procedi-
mientos manuales o presenciales, 
para salvaguardar la salud de los 
funcionarios del IEM y la ciuda-
danía en general.

Así, se realizaron los siguien-
tes trabajos:

•	 Sistema de Integración de 
Órganos Desconcentrados

•	 Sistema de Registro de 
Candidatos

•	 Sistema de Seguimiento de 
Sesiones de Consejos Dis-
tritales y Municipales

•	 Sistema de Sustituciones de 
Representantes de los Par-
tidos Políticos en Consejos 
Distritales y Municipales

•	 Sistema de Registro de Pa-
quetes Electorales

•	 Sistema de Cómputos Dis-
tritales y Municipales

Sin lugar a dudas la pandemia 
por el virus SARS-COV-2 modi-
ficó en gran medida los procedi-
mientos y actividades presencia-
les, obligando a la ciudadanía al 
acercamiento a las tecnologías de 
la información y comunicación y 
forzando una curva de aprendi-
zaje corta. Todo ello derivó en la 
pronta utilización e inmersión en 
sistemas de videoconferencia, la 
modificación de los reglamentos 
con las sesiones presenciales para 
dar lugar a las sesiones virtuales.

Ante esta vorágine tecnoló-
gica, la labor de la división de 
soporte y asistencia técnica de 
la Coordinación de Informática 
del IEM brindó asesorías perso-
nalizadas maximizando los re-
cursos a su alcance y mejorando 
las habilidades informáticas y de 
comunicación de las funcionarias 
y los funcionarios del IEM en los 
Órganos Desconcentrados.
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Sesión Fecha Núm. de acuerdo Acuerdo

IEM-CG-SEXTU-01-2022 14-01-2022 IEM-CG-001-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, mediante 
el cual se definen los montos, la distribución y el calendario de prerrogativas 
de los partidos políticos para el sostenimiento de actividades ordinarias 
permanentes y actividades específicas como entidades de interés público, 
correspondientes al ejercicio 2022.

IEM-CG-002-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, respecto 
a la calificación y declaración de validez del nombramiento de los integrantes 
del consejo comunal indígena de Arantepacua, municipio de Nahuatzen, 
Michoacán, para el periodo 2021-2023, bajo sus sistemas normativos propios

IEM-CG-003-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán por medio 
del cual se faculta a la Comisión Electoral para la Atención a Pueblos Indí-
genas para atender las solicitudes de consulta previa, libre e informada que 
se presenten en términos del artículo 117 de la Ley Orgánica Municipal del 
Estado de Michoacán de Ocampo

IEM-CG-SEXTU-02-2022 21-01-2022 IEM-CG-004-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, por el que 
se derogan, reforman y adicionan diversos artículos y fracciones al reglamento 
para la fiscalización de las organizaciones de ciudadanos que pretendan 
obtener el registro como partido político local en el estado de Michoacán

IEM-CG-SEXTU-03-2022 04-02-2022 IEM-CG-005-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán por el cual, 
la Comisión Electoral para la Atención a Pueblos Indígenas, pone a conside-
ración la respuesta a las peticiones de la minuta de fecha 13 de diciembre de 
2021, redactada entre los funcionarios del Instituto Electoral de Michoacán y 
los habitantes de la comunidad de Nahuatzen, Michoacán

IEM-CG-006-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán por el cual, 
la Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos, pone a consideración el 
límite total del financiamiento privado que podrán recibir los partidos políticos 
durante el ejercicio 2022 por parte de sus militantes, así como el límite total e 
individual de las aportaciones de sus simpatizantes

IEM-CG-007-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán por el cual, 
la Comisión de Igualdad de Género, No Discriminación y Derechos Huma-
nos propone al consejo general, la creación de la Red de Mujeres Indígenas 
implementada por el Instituto Electoral de Michoacán

IEM-CG-SEXTU-04-2022 09-02-2022 IEM-CG-008-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, mediante 
el cual se establece el límite anual de aportaciones individuales que podrán 
recibir las organizaciones de ciudadanas y ciudadanos que pretendan obtener 
el registro como partido político local en el estado de Michoacán de Ocampo

IEM-CG-SEXTU-05-2022 28-02-2022 IEM-CG-009-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, que aprue-
ba el tercer informe cuatrimestral de actividades del año 2021, que presentan 
las Comisiones y Comités del Instituto Electoral de Michoacán

IEM-CG-010-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, por el que 
se aprueba el dictamen general de resultados de la evaluación del desempeño 
de las y los miembros del Servicio Profesional Electoral Nacional adscritos a 
este órgano electoral, correspondiente al periodo septiembre 2020 a agosto 
2021

IEM-CG-011-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, que 
resuelve sobre las solicitudes para constituir el Observatorio Ciudadano del 
ayuntamiento de Peribán, Michoacán, a propuesta de la Comisión de Meca-
nismos de Participación Ciudadana

Acuerdos del Consejo General del IEM Enero-Junio de 2022
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IEM-CG-012-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, que 
resuelve sobre las solicitudes para constituir el Observatorio Ciudadano del 
Tribunal Electoral del Estado de Michoacán, a propuesta de la Comisión de 
Mecanismos de Participación Ciudadana

IEM-CG-SEXTU-06-2022 07-03-2022 IEM-CG-013-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán mediante el 
cual, a propuesta del comité de adquisiciones, se aprueba el programa anual 
de adquisiciones, arrendamientos y servicios de este organismo electoral, para 
el ejercicio 2022

IEM-CG-014-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán mediante el 
cual, a propuesta de la Comisión de Fiscalización, se aprueba el informe final 
del procedimiento de liquidación en primera etapa, de las asociaciones civiles 
constituidas para registrar candidaturas independientes en el Proceso Electoral 
Local Ordinario 2020-2021 en el Estado de Michoacán de Ocampo

IEM-CG-SEXTU-07-2022 07-03-2022 IEM-CG-015-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán mediante 
el cual, a propuesta de la comisión de prerrogativas y partidos políticos, se 
aprueba el protocolo que deberán observar las organizaciones de ciudadanos 
que pretendan obtener el registro como partido político local en el estado de 
Michoacán durante el desarrollo de sus asambleas

IEM-CG-SEXTU-08-2022 30-03-2022 IEM-CG-016-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán por medio 
del cual se califica y declara la validez de la consulta libre, previa e informada 
a la tenencia indígena de Carapan, perteneciente al municipio de Chilchota, 
Michoacán, por la que determinaron autogobernarse y administrar los recur-
sos presupuestales de manera directa y autónoma

IEM-CG-017-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán por medio 
del cual se califica y declara la validez de la consulta libre, previa e informada 
a la tenencia indígena de Jesús Díaz, Tsírio, perteneciente al municipio de Los 
Reyes, Michoacán, por la que determinaron autogobernarse y administrar los 
recursos presupuestales de manera directa y autónoma

IEM-CG-SEXTU-09-2022 31-03-2022 IEM-CG-018-2022 Acuerdo Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán mediante el 
cual, a propuesta de la comisión de igualdad de género, no discriminación 
y derechos humanos, aprueba la modificación del acuerdo por el que se 
implementó la red de mujeres que resultaron electas a cargos de elección po-
pular derivado del Proceso Electoral 2020-2021, aprobada mediante acuerdo 
IEM-CG-268/2021

IEM-CG-019-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, que resuel-
ve sobre las solicitudes para constituir el Observatorio Ciudadano del ayunta-
miento de Puruándiro, Michoacán, para el periodo 2022-2024, a propuesta de 
la Comisión de Mecanismos de Participación Ciudadana

IEM-CG-020-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, que resuel-
ve sobre las solicitudes para constituir el Observatorio Ciudadano del ayunta-
miento de Tarímbaro, Michoacán, para el periodo 2022-2024, a propuesta de 
la Comisión de Mecanismos de Participación ciudadana

IEM-CG-SEXTU-10-2022 31-03-2022 IEM-CG-021-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, relativo 
a las manifestaciones de intención de las organizaciones denominadas: 
“Michoacán al Frente A.C.”; “Unidad, Valores y Lucha por Michoacán A.C.”; 
“Convicción Social México A.C.”; “tiempo X México A.C.”; “Operadores 
Políticos Progresistas A.C.”, y “Orgullo Nicolaita A.C.” para constituirse como 
partidos políticos locales, a propuesta de la Comisión de Prerrogativas y 
Partidos Políticos

Acuerdos del Consejo General del IEM Enero-Junio de 2022
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IEM-CG-022-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, relativo a 
las manifestaciones de intención de las organizaciones denominadas: “Unión 
Popular Venceremos A.C.”; “Movimiento Laborista Michoacán A.C.”; “Organi-
zación Colosista de Michoacán A.C.”; “Vía Democrática Para Michoacán A.C.”; 
“Acción Política por la Igualdad AC”, “En Defensa del Pueblo Michoacano 
A.C.” y “Transformación Michoacán A.C.” para constituirse como partidos 
políticos locales, a propuesta de la Comisión de Prerrogativas y Partidos 
Políticos.

IEM-CG-023-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, relativo 
a las manifestaciones de intención presentadas por los ciudadanos Fortino 
Rangel Amézquita, Juan Pablo Maldonado Guido y las organizaciones Alianza 
por la Transformación de Michoacán A.C. y Lic. Melchor Ocampo Asociación 
Michoacana de Acciones Ciudadanas A.C., con la finalidad de constituirse 
como partidos políticos locales, a propuesta de la Comisión de Prerrogativas 
y Partidos Políticos.

IEM-CG-SEXTU-11-2022 11-04-2022 IEM-CG-024-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, mediante el 
cual, a propuesta de la Comisión de Fiscalización, se aprueban los lineamien-
tos para regular las visitas de verificación en materia de fiscalización de las 
asambleas que celebren las organizaciones de ciudadanas y ciudadanos, que 
pretenden obtener su registro como partidos políticos locales en el estado de 
Michoacán de Ocampo

IEM-CG-025-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, por el que 
se modifican y derogan diversos artículos del Reglamento Interior del Instituto 
Electoral de Michoacán, se crean diversas Coordinaciones y la secretaría 
técnica de la secretaría ejecutiva, así como se adiciona la sección octava al 
capítulo primero del título tercero, “Del área técnica de vinculación con las y 
los michoacanos en el extranjero”

IEM-CG-026-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, mediante 
el cual se determina el nombramiento de las personas titulares de la secretaría 
ejecutiva, direcciones ejecutivas y coordinaciones de este órgano electoral

IEM-CG-SEXTU-12-2022 16-05-2022 IEM-CG-027-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, relativo a la 
calificación y declaratoria de validez de la consulta previa, libre e informada a 
la tenencia de Zacán, perteneciente al municipio de Los Reyes, Michoacán, por 
la que determinaron autogobernarse y administrar los recursos presupuestales 
de manera directa y autónoma. 

IEM-CG-028-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, por 
medio del cual, a propuesta de la Comisión de Mecanismos de Participación 
Ciudadana de este órgano electoral, se aprueba la conformación y constitución 
del Observatorio Ciudadano del ayuntamiento de Jiquilpan, Michoacán, para 
el periodo 2022-2024. 

IEM-CG-SEXTU-13-2022 15/06/2022 IEM-CG-029-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, por medio 
del cual se da respuesta al escrito presentado por José Jesús Calvillo, Alberto 
Alan Mora Moncada, Sergio Medina Mariano, Martha García Vargas e Isabel 
Moncada Constancio, quienes se ostentan como integrantes de la tenencia de 
Zirahuén, y, asimismo, se atiende la solicitud realizada por parte del secretario 
del ayuntamiento de Salvador Escalante.

IEM-CG-SEXTU-14-2022 21/06/2022 IEM-CG-030-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, por medio 
del cual se aprueban los primeros informes cuatrimestrales de actividades de 
2022, presentados por las Comisiones y los Comités del Instituto Electoral de 
Michoacán.

Acuerdos del Consejo General del IEM Enero-Junio de 2022
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IEM-CG-031-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, por medio 
del cual, a propuesta de la Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos, 
se aprueba el dictamen referente a las modificaciones estatutarias del partido 
político local denominado Encuentro Solidario Michoacán, así como la inte-
gración de sus órganos directivos. 

IEM-CG-SEXTU-15-2022 27/06/2022 IEM-CG-032-2022 Acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán, por el 
que se modifican y adicionan diversos artículos del Reglamento Interior del 
Instituto Electoral de Michoacán.
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